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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 5 de julio de 1995. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión or- 
dinaria -en régimen de cuarto intermedio- mañana jueves 6, a 
la hora 14 y 30, a fin de informarse de los asuntos entrados y 
considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1%) Discusión particular del Proyecto de Ley por el que 
se dictan normas sobre Seguridad Ciudadana. 


(Carp. N” 192/95 - Rep. N* 54 y Anexos I, IT, 11! y IV) 


Discusión general y particular de los siguientes Pro- 
yectos de Ley: 


2?) Por el que se establece que los Proyectos de Ley que 
signifiquen erogaciones para el Tesoro Nacional de- 
berán contar con financiación genuina. 


(Carp. N* 107/95 - Rep. N” 64/95) 


3%) Por el que se sustituyen varios artículos del Código 
Civil, referente a la mayoría de edad. 


(Carp. N* 117/95 - Rep. N* 55/95 y Anexo l) 
Jorge Moreira Parsons, Mario Farachio. Secretarios”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Arismendi, 
Astori, Batlle, Bentancur, Bergstein, Carbone, Cid, Couriel, 
Chiesa, Dalmás, Fernández, Fernández Faingold, Gandi- 
ni, Garat, Gargano, Hierro López, Irurtia, Korzeniak, 
Mallo, Mascheroni, Michelini, Pozzolo, Ricaidoni, Santo- 
ro, Sarthou, Storace y Virgili. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Brezzo, 
Millor, Pereyra, Posadas Montero, Sanabria y Segovia; y, 
con aviso, el señor Senador Heber. 


3) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, se levanta el 
cuarto intermedio. 


(Es la hora 14 y 51 minutos) 
-Dése cuenta de una solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Presidente del Senado, Doctor Batalla, 
solicita licencia por el término de siete días”. 


-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 5 de julio de 1995, 
Señor Vicepresidente del Senado, 
Doctor Américo Ricaldoni 
Presente 
De mi mayor consideración: 
Señor Vicepresidente 
En virtud de reunirse en el próximo mes de julio 
-del 11 al 14- el Comité de Derechos Humanos de la 
Unión Interparlamentaria, que integro, y al que debo 
asistir, solicito se me conceda licencia de los días 10 
al 16 de julio próximo inclusive. 
Sin otro particular, saluda a usted atentamente. 
Hugo Batalla. Presidente”. 
-Se va a votar la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-18 en 19. Afirmativa. 
Dése cuenta de otra solicitud de ticencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Segovia solicita licencia por el 
término de dos días”. 


-Léase. 


(Se lee:) 


6 de Julio de 1995 


“Montevideo, 5 de julio de 1995. 
Señor 
Presidente del Senado 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 
De mi mayor consideración: 

Por intermedio de la presente solicito licencia por 
los días jueves 6 y viernes 7 del corriente, por motivo 
de enfermedad. 

Sin otro particular, lo saluda atentamente. 

Albérico César Segovia. Senador”. 

-Se va a votar la licencia solicitada. 

(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
4) INTEGRACION DEL CUERPO 

SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa incorporado el señor 
Legislador Víctor Semproni, a quien si se encuentra en la 
Antesala, se le invita a pasar al recinto, a los efectos de 
prestar el juramento de rigor. 


5) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de otra solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Millor solicita licencia por el 
día de la fecha”. 


-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 6 de julio de 1995. 
Señor 
Presidente del Senado 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente, solicito se me con- 
ceda licencia por el día de la fecha sin goce de sueldo. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamente. 


Pablo Millor. Senador”. 
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-Se va a votar la licencia solicitada. 

(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
6) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE, - Por el día de hoy queda incor- 
porado al Senado el señor Nelson Fernández, quien ya ha 
prestado el juramento correspondiente. Por tanto, si se encon- 
trase en Antesala se le invita a pasar al recinto. 


T) SEGURIDAD CIUDADANA. Normas. Proyecto de 
Ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado continúa con la con- 
sideración del Proyecto de Ley sobre Normas de Seguridad 
Ciudadana. 


En discusión particular. 
Léase el artículo 1”. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. B 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Señor Presidente: no sé cómo se va a 
trabajar, pero sugeriría que se suprimiera la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la supresión de la 
lectura de todos los artículos del Proyecto de Ley. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Puede continuar el señor Senador Batlle, a los efectos de 
determinar un régimen de trabajo. 


SEÑOR BATLLE. - Simplemente, me referí a este aspec- 
to del tema, pues no sé cómo los señores Senadores querrán 
trabajar. Tal vez, algunos sectores tengan interés en estable- 
cer alguna discusión puntual sobre determinados artículos, 
mientras que sobre otros puede haber acuerdo. Además, no 
tengo conocimiento de si la Mesa ha consultado a los distin- 
tos sectores, a fin de establecer un sistema de trabajo que 
agilite la votación. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Creo que es importante que se 
dé lectura al artículo 102 del Reglamento del Senado que es 
el que regula la forma de realizar la discusión particular de 
los Proyectos de Ley. 
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Léase el artículo 102. 
(Se lee:) 


“ARTICULO 102. - En la discusión particular, la 
votación se hará separadamente sobre cada artículo, a 
medida que vayan considerándose. 


Podrá disponerse la votación por capítulos del asun- 
to que se esté considerando cuando así lo decida la 
mayoría de dos tercios de Senadores presentes. 


Bastará que un Senador pida que la votación de un 
asunto se divida para que así se haga”. 


-El proyecto en discusión no tiene capítulos, por consi- 
guiente, si se aplicara el criterio establecido en el segundo 
inciso de este artículo del Reglamento del Senado, podrían 
votarse de una sola vez todas las disposiciones en las que no 
hubiera desacuerdo y luego, separadamente, las normas en 
las que existieran modificaciones o aditivos, o aquellas sobre 
las que los señores Senadores expresaran su deseo de que se 
desglosaran para la votación. 


8) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: debo pedir dis- 
culpas al Cuerpo porque quisiera plantear una cuestión de 
orden, muy breve, que espero sea resuelta en un par de minu- 
tos, a fin de que luego nos aboquemos al estudio del Proyecto 
de Ley. 


Concretamente solicitaría que, de acuerdo con el artículo 
118 de ta Constitución, el Senado hiciera suyo un pedido de 
informes que formulamos al Directorio del Banco de Seguros 
del Estado el 2 de junio, por intermedio del Ministerio res- 
pectivo. Este pedido ya lleva 25 días y aún no ha sido res- 
pondido. El mismo se refiere a la creación de Agencias del 
Banco de Seguros. Por tanto, solicitaría al Senado que reitere 
el pedido haciéndolo suyo. 


Asimismo, quiero decir que aunque no hay plazo estable- 
cido en la Ley, habitualmente se ha considerado que 20 días 
es un lapso prudencial; más aun, teniendo en cuenta, que las 
preguntas eran muy concretas. Por tanto, solicito, como mo- 
ción de orden, que el Senado reitere el pedido. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


CAMARA DE SENADORES 


6 de Julio de 1995 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: pienso que es 
algo tradicional y necesario conocer el pedido de informes, 
porque el mismo lo realizaría el Senado, lo que quiere decir 
que éste no va a votarlo sin conocerlo, más allá de que se 
haga memoria del momento en que el señor Senador Korze- 
niak lo solicitó. Creo que, reglamentariamente, el pedido de 
informes pasa a ser del Senado de la República -así lo sotici- 
ta el señor Senador Korzeniak, en razón de que el mismo no 
ha sido contestado- por lo que deberíamos conocerlo, para 
luego poder votarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa comparte el criterio 
del señor Senador Santoro y estima que dicho pedido de 
informes podría ser repartido entre los señores Senadores, a 
los efectos de realizar luego la votación, salvo que en estos 
momentos esté en poder del señor Senador Korzeniak, quien 
podría proceder a su lectura. 


Como dicho pedido de informes ha legado a la Mesa, se 
va a leer por Secretaría. 


Léase el pedido de informes. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 9 de junio de 1995. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a lo dispuesto en el Art. 118 de la 
Constitución, solicito se curse al Banco de Seguros del 
Estado a través del Ministerio de Economía y Finan- 
zas el siguiente pedido de datos e informes: 


1) Si el 1” de junio de 1995 el Directorio del Banco 
de Seguros del Estado tomó una resolución referida a 
la creación de Agencias de Seguros, dándole un régi- 
men distinto a las actuales. En caso afirmativo se sirva 
enviar el texto de dicha resolución. 


2) Si ese régimen distinto supone o supondrá ma- 
yores facultades para tales Agencias, y si esas mayores 
facultades implicarán comisiones más altas y la dispo- 
nibilidad de fondos recaudados por períodos mayores 
a las 48 horas. 


3) Si el Directorio dei Banco de Seguros del Esta- 
do ha hecho algún llamado público a interesados, o si 
los Sres. Directores mantienen -oficial o informalmen- 
te- conversaciones con aspirantes a tener alguna Agen- 
cia de estas características. 


4) Si ya existe criterio adoptado en el sentido de 
que se establezca una Agencia de Seguros en la zona 
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de la Ciudad Vieja de Montevideo y, en caso afirmati- 
vo, si los Sres. Directores conocen la integración real 
o la propiedad de una empresa que estaría gestionando 
la obtención de su carácter de Agencia de Seguros de 
las comprendidas en el presente pedido de datos e 
informes. 


Saludo atentamente 


José Korzeniak. Senador”. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si el Senado 
hace suyo el pedido de informes oportunamente solicitado 
por el señor Senador Korzeniak. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) SEGURIDAD CIUDADANA. Normas. Proyecto de 
Ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continuamos con la discusión 
particular del Proyecto de Ley sobre Normas de la Seguridad 
Ciudadana. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Simplemente, deseo referirme al 
sistema que vamos a utilizar para la consideración de este 
proyecto. 


Pensamos que, por su estructura, este Proyecto de Ley 
que estamos analizando no se puede manejar por Capítulos, 
sino por Artículos. De acuerdo a lo que establece el Regla- 
mento del Senado, si un señor Senador lo desea, se podría 
dividir la consideración y votación consiguiente de un artícu- 
lo, es decir que existe la posibilidad de que se desglose y se 
vote en forma particular un inciso o apartado. 


Concretamente -luego de haberse suprimido la lectura- 
proponemos que se consideren individualmente los artículos 
del Proyecto de Ley y, en caso de que algún señor Senador 
entienda necesario que se desglose, lo solicitará. 


Cabe acotar que se trata de un Proyecto de Ley con pocos 
artículos. Por esa razón, hemos propuesto este método de 
trabajo para su análisis particular. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa desea aclararle al se- 
ñor Senador Santoro que su propuesta no requiere votación, 
por cuanto ese es el régimen normal de trabajo del Parlamen- 
to, es decir, la consideración de artículo por artículo. 
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SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Compartimos lo que ha señalado el 
señor Senador Santoro, puesto que nos resulta de mucha im- 
portancia el análisis de artículo por artículo, ya que aun cuando 
se haya aprobado o no una disposición, nos puede interesar 
hacer algunas precisiones sobre ella. Esto implica la necesi- 
dad de examinarla. 


En virtud de que en el Reglamento se da la posibilidad de 
que algún señor Senador plantee la necesidad de votar artícu- 
lo por artículo, solicito que se haga en esas condiciones. Concre- 
tamente, ratificamos la posición del señor Senador Santoro. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia desea indicarle 
al señor Senador Sarthou que no es necesario poner a vota- 
ción el sistema de trabajo propuesto, puesto que ese es el 
régimen norma! desde el punto de vista reglamentario. 


En consideración el artículo 1*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 1”. - Sustitúyese el artículo 18 del 
Código Penal, por el siguiente: 


*18. Régimen de la culpabilidad. - Nadie puede ser 
castigado por un hecho que la Ley prevé como delito, 
si no es intencional, ultraintencional o cuiposo, come- 
tido además con conciencia y voluntad. 


El hecho se considera intencional, cuando el resul- 
tado se ajusta a la intención; ultraintencional cuando 
el resultado excede de la intención, siempre que tal 
resultado haya podido ser previsto; culpable, cuando 
con motivo de ejecutar un hecho, en sí mismo jurídi- 
camente indiferente, se deriva un resultado que, pu- 
diendo ser previsto, no lo fue, por imprudencia, 
impericia, negligencia o violación de leyes o regla- 
mentos. 


El resultado que no se quiso, pero que se previó, se 
considera intencional; el daño que se previó como im- 
posible se considera culpable. 


En ningún caso podrá castigarse por un resultado 
antijurídico, distinto o más grave que el querido, que 
no haya podido ser previsto por el agente'.”) 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR SANTORO. - Este artículo primero, en realidad, 
es el 18 del Código Penal al cual se le ha agregado el inciso 
cuarto que ha motivado en Sala distintas exposiciones. 


Por esa razón, solicitamos que se considere en forma se- 
parada el inciso cuarto, es decir, a parte del artículo 18 del 
Código Penal, que pasaría a integrarlo en caso de votarse 
afirmativamente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa desea aclararle al se- 
ñor Senador Santoro que su solicitud no requiere votación 
porque para que se proceda al desglose basta con que un 
señor Senador lo plantee. 


Asimismo, cabe destacar que, un aspecto es la separación 
de la votación y otro, la de la discusión. La Presidencia esti- 
ma que correspondería discutir en general el artículo, com- 
prendiendo todos los distintos parágrafos que contiene. 
Obviamente, basta que un señor Senador proponga que la 
votación de un párrafo se realice en forma separada, para que 
así se haga. Pero, si también se desglosa la discusión, vamos 
a estar -como alguien dijo- hasta las “calandrias griegas”. 


Por lo tanto, continúa la consideración, con carácter gene- 
ral, del artículo 1*. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Deseamos ratificar nuestra posi- 
ción favorable con respecto al planteamiento realizado por el 
instituto de Derecho Penal, sobre la incorporación del inciso 
cuarto. Insistir en que el aspecto político y jurídico del Poder 
Judicial puede abrir una oportunidad de “benignidad”, no es 
el elemento que consideramos prioritario. Á nuestro juicio, lo 
es examinar si el artículo 18 comprende todas las situaciones, 
especialmente, lo que tiene que ver con la imprevisibilidad 
de los hechos. Entendemos que no es así y que, de alguna 
manera, está planteada una posible interpretación del artículo 
tercero del Código Penal que ha dado lugar a una interpreta- 
ción de responsabilidad objetiva, en la medida en que alude a 
que quien ha cometido el acto infraccional de la Ley penal, 
es responsable de todas las consecuencias. Entonces, todo 
aquello que es consecuencia, de acuerdo al artículo 3%, impli- 
caría la imputación de la responsabilidad. 


Este elemento, para nosotros, significa claramente la po- 
sibilidad de una imputación objetiva e, incluso, de un hecho 
que sea imposible de prever lo cual, evidentemente, está ale- 
jado de la idea de culpa que ha sido el eje fundamental de la 
responsabilidad penal. Esto nos lleva a pensar que este inciso 
cuarto es útil, en lugar de redundante. En este sentido, inten- 
to responder, no a lo que se ha manifestado en Sala, sino a 
alguna reflexión técnica que se ha realizado en cuanto a que 
el artículo 4? de la concausa comprendería esta situación. La 
concausa es el acontecimiento que es previo, simultáneo o 
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superviniente, e incide sobre los efectos del delito. En el caso 
que habíamos planteado acerca de una persona que daba un 
golpe, era el choque de la ambulancia lo que le producía la 
Muerte, O sea, era una concausa superviniente. Pero, en este 
caso, no se resuelve el tema porque se aclara que tiene que 
ser independiente del hecho. Sin embargo, se puede sostener 
que no es así porque, si la persona no hubiera recibido la 
herida que la obliga a ser internada, el hecho no sería real- 
mente independiente. Entonces, esto se resuelve en cada caso 
concreto, según el examen de la situación. ¿Qué criterio se 
establece para decidir si la concausa es independiente o no 
del hecho? El de la imprevisibilidad. Si es absolutamente 
imprevisible, no se le puede aplicar el artículo 3%, porque éste 
atribuye todas las consecuencias, incluyendo las de los no 
previsible; por eso entendemos que es muy importante para 
centrar la cuestión en el hecho de la culpa. El resto del 
artículo 18 se maneja enteramente con la previsión, tanto en 
el delito intencional -ya sea con dolo directo o eventual- 
como en el ultraintencional y en la culpa, aunque con distinto 
efecto. Pero, en todos Jos casos, hay previsión. 


Este inciso que se pretende agregar resolvería un campo 
que no ha encarado el Código Penal, es decir, la imprevisibi- 
lidad. Además, de alguna manera, con la introducción de un 
elemento técnico, resuelve la aplicación del artículo 4” en lo 
que tiene que ver con la concausa, independiente o no del 
hecho. Por supuesto que el Juez va a tener que interpretar, 
pero le damos una norma para definir el alcance de esa con- 
causa superviniente. 


Queremos reafirmar que no se altera en absoluto la eco- 
nomía del artículo 18. Pienso que las normas jurídicas pue- 
den sufrir alteraciones cuando hay aspectos que, 
evidentemente, no comprenden la totalidad. Creo que éste es 
uno de esos casos. Con esta incorporación, si bien le abrimos 
un campo de apreciación al Juez, éste ya lo tiene porque 
cuando se produce una concausa superviniente, para aplicar 
el artículo correspondiente, tiene que adoptar una resolución. 
En este Proyecto de Ley, simplemente, se le daría el criterio 
de la imprevisibilidad. Parece lógico que si ha sido imposible 
prever, no se pueda cargar con las consecuencias atribuyén- 
dole, por el criterio del delito del resultado, la responsabili- 
dad penal. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: en ocasión de 
hacer nuestra exposición en relación con este Proyecto de 
Ley que estamos considerando, hicimos referencia, en forma 
precisa, a estas disposiciones, fundamentalmente, a la inctu- 
sión de este inciso cuarto con el cual no estamos de acuerdo. 


No vamos a reiterar la argumentación que realizamos en 
forma abundante oportunamente. Se han manejado los distin- 
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tos criterios y razones, en el sentido de que no es adecuado 
incorporar esta disposición al Código Penal porque modifica 
totalmente el sistema de la culpabilidad, vigente en nuestro 
país desde su aprobación en el año 1934. 


Brevemente, queremos referirnos a algunos comentarios 
que se han realizado públicamente referentes a que no votar 
una de estas disposiciones implicaba afectar el Gobierno de 
coalición o aquellos entendimientos que lo habilitan. Consi- 
deramos que dicha obligación no está presente por la sola 
circunstancia de que exista un Gobierno de coalición. El Le- 
gislador mantiene en su totalidad el compromiso oportuna- 
mente contraído por su Partido, sector o agrupamiento y, 
naturalmente, debe responder a los acuerdos que ellos reali- 
cen, pero sólo a nivel conceptual y no en forma particulariza- 
da o relacionada con una disposición expresa de la Ley. Por 
el contrario, creemos que la posibilidad de disentir, marcar 
diferencias, realizar observaciones y adelantar algún perjui- 
cio que pueda ocurrir -aunque se haga con buena voluntad- al 
pretender que la Ley alcance niveles adecuados y sea efecti- 
va de forma que se constituya en una herramienta propicia 
para modificar todo el sistema de seguridad pública, es el 
procedimiento correcto. En este sentido, debemos señalar que 
el hecho de no estar de acuerdo con una disposición y votarla 
en forma negativa, no implica quebrantar ninguna obligación 
ni afectar ningún acuerdo político y ningún tipo de Gobierno, 
sino que, por el contrario, es una expresión que puede enten- 
derse como el libre ejercicio del Legislador de manifestar la 
voluntad de mejerar un texto que se considera, a su criterio, 
no adecuado a las exigencias y recomendaciones que habili- 
tan la estructura de un Proyecto de Ley. 


SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POZZOLO. - En el mismo orden de razonamien- 
to del señor Senador Santoro, deseo realizar una breve expli- 
cación. Nos situamos en la línea de votar este Proyecto de 
Ley tal como fue sancionado por la Cámara de Representan- 
tes. Lo hemos discutido en Comisión y admitimos -como 
señalaba el señor Senador Santoro- criterios dispares que, 
inclusive, han surgido dentro de nuestra propia Bancada 
-como señaló en el día de ayer el señor Senador Ricaldoni- 
pero siempre mantuvimos la voluntad de votar esta iniciativa 
en la forma en que ha sido enviada de la Cámara de Repre- 
sentantes. Por supuesto que admitimos matices dentro de esta 
posición pero, con los debidos respetos, debo decir que no 
estamos dispuestos a legislar en Sala. Se han presentado una 
serie de aditivos, uno que ha sido firmado por nosotros, que 
se ha discutido ampliamente en la Comisión, obteniendo mi- 
noría y que se pretende replantear. Pero también existe otro 
tipo de iniciativas que no fueron planteadas ni redactadas en 
Comisión y que llegaron en el día de ayer a este Senado, que 
no vamos a acompañar. 
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Mi intención es simplemente dejar esta constancia sin 
despertar polémicas, a efectos de marcar desde ya una con- 
ducta que se mantendrá hasta el término de esta sesión en la 
que, espero, finalicemos con la votación de este Proyecto de 
Ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 1”, que sustituye el artículo 18 del 
Código Penal, en sus tres primeros incisos, excluyendo el 
último, que es al que hacían referencia en forma contraria los 
señores Senadores Santoro y Sarthou. 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el inciso 
final del artículo 1". 


(Se vota:) 
-23 en 25. Afirmativa. 


SEÑOR RICALDONI. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Simplemente, deseo dejar cons- 
tancia de que he votado este inciso por las razones que expu- 
se en el día de ayer. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el artículo 2”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es 
el siguiente: 


“ARTICULO 2”. - Sustitúyese el artículo 46 del 
Código Penal, por el siguiente: 


46. - Atenúan el delito cuando no hubieran sido 
especialmente contempladas por la Ley al determinar 
la infracción, las siguientes: 


1% Legítima defensa incompleta. La legítima de- 
fensa propia o ajena, cuando no concurrieren en ella 
todos los requisitos exigidos por la Ley. 


2) Intervención de terceros en el estado de necesi- 
dad. El estado de necesidad, cuando el agente ejecuta- 
re el hecho para prevenir el daño que amenazare a un 
tercero extraño, o faltare alguno de sus elementos esen- 
ciales. 


3%) Cumplimiento de la Ley y obediencia al supe- 
rior. El mandato de la Ley y la obediencia al superior. 
cuando fuere presumible el error respecto de la inter- 
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pretación de la primera, o faltara alguno de los requi- 
sitos que caracterizan la segunda. 


4%”) La embriaguez voluntaria y la culpable. La em- 
briaguez voluntaria que no fuere premeditada para co- 
meter el delito, y la culpable plenas, y la producida 
por fuerza mayor o caso fortuito, semiplena. 


5%) Minoría de edad. La edad, cuando el agente 
fuere menor de veintiún años y mayor de dieciocho. 


6% Sordomudez. La sordomudez, cuando el autor 
tuviera más de dieciocho años y fuera declarado res- 
ponsable. 


7%) Buena conducta. La buena conducta anterior. 


8”) Reparación del mal. El haber procurado, por 
medios eficaces, la reparación del mal causado o la 
atenuación de sus consecuencias. 


9%) Presentación a la autoridad. El haberse presen- 
tado a la autoridad, confesando el delito, cuando de 
las circunstancias resultare que el agente pudo sus- 
traerse a la pena, por la ocultación o la fuga. 


10) Móviles jurídicos altruistas o sociales. El haber 
obrado por móviles de honor o por otros impulsos de 
particular valor social o moral. 


11) La provocación. El haber obrado bajo el im- 
pulso de la cólera, producido por un hecho injusto, o 
el haber cometido el delito en estado de intensa emo- 
ción, determinada por una gran desventura. 

12) Colaboración con las autoridades judiciales. El 
colaborar eficazmente con las autoridades judiciales 


en el esclarecimiento de un delito. 


13) Principio general. Cualquier otra circunstancia 
de igual carácter, o análoga a las anteriores” .') 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-25 en 26. Afirmativa. 
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guna modificación- del régimen penal. Mantenemos discre- 
pancias profundas con el sistema de negociabilidad del pro- 
ceso penal o del aspecto dispositivo. Entendemos que éste 
puede ser utilizado como un elemento de ayuda al esclareci- 
miento frente al imputado y nos preocupa -y por eso hemos 
votado negativamente- que pueda implicar el reconocimiento 
de la introducción en el proceso penal del sentido dispositivo 
de negociabilidad que caracteriza a las negociaciones del pro- 
ceso penal norteamericano que no compartimos. 


Por estas razones, hemos votado en contra de esta disposi- 
ción, teniendo presente que puede dar la impresión de que 
estamos restando un elemento de indagación. Sin embargo, 
nos motiva la preocupación de no crear una instancia de 
negociabilidad dentro del proceso penal que nos parece que 
no debe estar teñido de la negociabilidad del Derecho Civil y 
debe mantener su carácter netamente acusatorio e imperativo, 
sin perjuicio de los ajustes de modernización que pueda sutrir 
el procedimiento acusatorio, 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Hemos votado afirmativamente este 
artículo, en el sentido de que no creemos que este atenuante 
cambie el sistema. Simplemente, será un dato que el Juez 
tendrá en consideración a los efectos de atenuar la pena que 
va a imponer a una persona que ya fue considerada culpable 
del delito. Reitero que no se modifica el sistema, aunque 
comparto lo que señala el señor Senador Sarthou respecto a 
que no somos partidarios de negociar la pena en función de la 
actitud del delincuente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el artículo 3”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir. es 
el siguiente: 


“ARTICULO 3". - Sustitúyese el artículo 87 del 
Código Penal, por el siguiente: 


“87. Penalidades del delito tentado. Individualiza- 
ción. - El delito tentado será castigado con la tercera 
parte de la pena que correspondería por el delito con- 
sumado pudiendo elevarse la pena hasta la mitad, te- 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Debo señalar que en este artículo 
se plantean dos ideas que considero son contrarias. En el 
texto aparece una norma que va a favorecer la indagación por 
la vía de la colaboración. Á este respecto, tenemos una posi- 
ción muy firme sobre el carácter acusatorio -aunque con al- 


niendo en cuenta la gravedad del hecho y la 
peligrosidad del agente. 


Tratándose de los delitos de violación, homicidio, 
lesiones, rapiña, extorsión y secuestro. y en mérito a 
las mismas consideraciones, el Juez podrá elevar la 
pena hasta las dos terceras partes de la que correspon- 
dería al delito consumado' .”) 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Quisiera plantear una sugeren- 
cia metodológica en relación con el artículo 3”, por lo que 
solicitaría que los dos incisos que conforman la nueva redac- 
ción del artículo 87 del Código Penal, se votaran por separa- 
do, ya que no tengo el honor de compartir el contenido del 
segundo de ellos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Así se hará, señor Senador. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Este artículo agrega un parágrafo a 
la norma actualmente vigente y quisiéramos que el señor 
Miembro Informante nos aclarara -ya que no pudimos tomar 
conocimiento del punto a nivel de la Comisión- por qué ra- 
zón se eliminó de la primera parte de este artículo “penalida- 
des del delito tentado”, la expresión “a arbitrio del Juez” que 
actualmente figura en el Código Penal. Allí se establece la 
posibilidad de elevar la pena hasta la mitad, a arbitrio del 
Juez, lo que fue eliminado de la disposición. Hemos procura- 
do información sobre este punto y no la hemos encontrado, 
por lo que el problema nos preocupa, ya que creemos que es 
muy importante que esta circunstancia quede a arbitrio del Juez. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el Miembro 
Informante, señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN. - Yo había pedido la palabra por 
una razón de orden metodológico. Creo que no es necesario 
separar en dos partes aquellas disposiciones del Proyecto de 
Ley que no impliquen modificación al texto vigente del Có- 
digo Penal, porque si no se aprobara el artículo, de todas 
formas seguiría rigiendo dicho Código. Aclaro esto debido a 
la discusión que hubo con respecto al artículo 1”, en el cual 
se dividió la parte que se mantiene incambiada del Código y 
luego se intercambiaron opiniones sobre el inciso que se agre- 
ga. Esto también sucede en otras disposiciones, por lo que 
me parece que ahorraríamos tiempo si tratáramos directa- 
mente las modificaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa no tiene facultades 
para realizar una votación de esa forma. Obviamente, podría 
haber sido planteado en el seno de la Comisión e incluido en 
el texto enviado al Pleno, ya sea del Senado o de la Cámara 
de Representantes. Creo que votar solamente las modificacio- 
nes al Código Penal sería un factor de confusión. Me parece 
que, en cierto sentido, podría haberse obviado lo relacionado 
con la ratificación del Código en los textos modificativos. 
Pero estimo que luego de realizado ese trabajo en la Comi- 
sión, si en el Pleno actuáramos de esta manera -reitero- daría 
lugar a confusión. En definitiva, es el Senado el que tiene la 
palabra. 
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Puede continuar el señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN. - Deseaba responder a la pregunta 
formulada por el señor Senador Santoro. 


La supresión se hizo por redundante, porque ocurre lo 
mismo que en todas las disposiciones que prevén pena con 
distintos guarismos, mínimo y máximo y, lógicamente, son 
arbitrio del Juez. Por alguna razón, que en lo personal desco- 
nozco, en el artículo 87 se reitera que es arbitrio del Juez. Por 
lo tanto, para mantener la concordancia con el resto de las 
disposiciones, se hizo esta eliminación. Cada vez que en un 
delito se incurre en tal conducta, será castigado con una pena 
equis de prisión a otra de penitenciaría, lo que implícitamen- 
te es decidido por Juez. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - En la exposición que realizáramos 
en el día de ayer, habíamos destacado que el Doctor Langón, 
en nombre del Instituto de Derecho Penal, mencionó la dis- 
torsión de este artículo al acercar, por la vía del aumento de 
la pena, la tentativa hacia la pena del delito consumado. El 
Instituto de Derecho Penal lo consideraba -y yo lo comparto- 
un elemento crítico derivado del problema de la inflación de 
la pena, que generaba, desde el punto de vista del sistema 
penal, un acercamiento de la tentativa al delito consumado. 
Esto podría llevar a la consumación del delito para evitar ser 
descubierto, haciendo de esta manera el acto más gravoso por 
la razón de que la penalidad no tenía mucha diferencia. En- 
tonces, comparto los fundamentos que expuso en la Comisión 
el Instituto de Derecho Penal, y es por esa característica pe- 
culiar que votaremos negativamente, teniendo en cuenta, ade- 
más, el aumento de pena que nosotros consideramos debería 
ser dilucidado en otra forma más técnica. En este caso subsis- 
te uno de los defectos penales que pueden surgir cuando se 
legislan disposiciones aisladamente y no se coordina con el 
sentido general de todo el Código. 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Simplemente. quería referirme al punto 
anterior respecto a la manera en que se estaba votando. Creo 
que debe votarse la totalidad de los artículos, ya sea en forma 
fraccionada o global, y no como se insinuó -si no entendí mal 
al Miembro Informante- que podía no votarse una parte por- 
que esto era la repetición de lo que ya existía. La Cámara de 
Representantes modificó el acápite de los artículos. En gene- 
ral, el Poder Ejecutivo expresaba: “Incorpórase al Código 
Penal”, mientras que por su parte la Cámara de Representan- 
tes lo modificó por: “Sustitúyese”. En consecuencia, debe- 
mos votar la totalidad de los artículos para no agregar otros 
problemas. 
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Con respecto a este artículo, quiero decir que en la Cáma- 
ra de Representantes se discutió el punto. La razón funda- 
mental que se dio para la elevación de la pena de la tentativa 
de rapiña, está dada por los problemas doctrinarios que susci- 
ta la consumación de la rapiña. Para no discutir, como ya se 
ha hecho doctrinaria y jurisprudencialmente, no voy a tomar 
partido ni a volver a plantear el problema, sino simplemente 
digo que esa fue la razón de la elevación de la pena de la 
tentativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa ya ha indicado que 
comparte el criterio señalado por el señor Senador y que se 
procederá de esta manera para que el Proyecto de Ley quede 
sancionado. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para ocuparme 
del artículo 3". 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: quería referir- 
me a dos puntos. En primer lugar, estoy de acuerdo con que 
se haya eliminado la expresión “al arbitrio del Juez”, porque 
es transcripción de lo que ya está establecido en el Código 
Penal. Compartimos esta eliminación, no solamente porque 
aparece como algo inarmónico con los otros artículos en los 
cuales no se expresa dicha frase, a pesar de que el Juez tiene 
la posibilidad de actuar con un determinado margen, sino 
también porque no nos convencía en sí misma. Probablemen- 
te por deformación del Derecho Público. la expresión “arbi- 
trio” no nos resulta demasiado agradable, ya que evoca la 
idea de arbitrariedad y estamos hablando justamente de que 
el Juez resuelva en forma fundada. teniendo un gran margen 
de discrecionalidad, pero nunca de arbitrariedad. 


Con respecto al aumento de la pena del delito tentado 
hasta los dos tercios -que es la modificación de fondo- quiero 
señalar que nosotros no lo compartimos y suscribimos las 
expresiones vertidas hace un instante por el señor Senador 
Sarthou. Además. entendemos que la tendencia más general y 
moderna del Derecho Penal es que la diferencia entre el deli- 
to tentado y el consumado sea importante en materia de pe- 
nalidad. Nos hacemos cargo de las dificultades existentes 
para determinar el acto de consumación en el caso de la 
rapiña, pero está a cargo del Juez decidir si el delito ha sido 
consumado o meramente tentado; en ese caso el problema 
sería otro, es decir, el referente a si la pena se aumenta o no 
hasta dos tercios. Por otro lado, en esta segunda parte la 
referencia no es exclusiva a la rapiña sino a otros delitos en 
los cuales la diferencia entre la tentativa y la consumación es 
clarísima, como es el caso del homicidio. De modo que, 
reitero, por las razones que acaba de exponer el señor Senador 
Sarthou, quien comparte lo expresado por el Instituto de Dere- 
cho Penal, no vamos a votar esta segunda parte del artículo 3*. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar el primer inciso 
del artículo 3”. 
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(Se vota:) 

-26 en 27. Afirmativa. 

Se va a votar el segundo inciso del artículo 3”. 
(Se vota:) 

-22 en 27. Afirmativa. 


En consideración el artículo 4?. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 


el siguiente: 


“ARTICULO 4”. - Sustitúyese el artículo 150 del 
Código Penal, por el siguiente: 


“150. Asociación para delinquir. - Los que se aso- 
ciaren para cometer uno o más delitos serán castiga- 
dos, por el simple hecho de la asociación, con seis 
meses de prisión a cinco años de penitenciaría. 


El hecho será castigado con dieciocho meses de 
prisión a ocho años de penitenciaría si la asociación 
tuviere por objeto la ejecución de cualquiera de los 
delitos previstos en el artículo 1? de la Ley N” 8.080, 
de 27 de mayo de 1927; en los artículos 30 a 35 del 
Decreto-Ley N” 14.294, de 31 de octubre de 1974; en 
el artículo 5* de la Ley N* 14.095, de 17 de noviembre 
de 1972: de cualquier actividad ilícita relacionada con 
el tráfico de órganos o tejidos (Ley N* 14.005, de 17 
de agosto de 1971); el contrabando o la adquisición, 
recepción u ocultamiento de dinero o de los efectos 
provententes de un delito” .**) 


-St no se hace uso de la palabra. se va a votar. 
(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Para fundar el vota, señor Se- 


nador? 


va. 


SEÑOR SARTHOU. - Para aclarar que voté por la negati- 


SEÑOR PRESIDENTE. - Pido disculpas. Entonces, la pro 


clamación es: 


-26 en 27. Afirmativa. 


SEÑOR SARTHOU. - Ahora sí deseo fundar el voto, se- 


ñor Presidente. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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pre que el delito fuere cometido a raíz o en ocasión 
del ejercicio de sus funciones, o en razón de su calidad 
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de tal y que esta última circunstancia sea ostensible 
SEÑOR SARTHOU. - De algún modo, por esta vía se para el autor del delito” .”) 
modifica el artículo 7” del Código Penal a tal punto que el 
Instituto de Derecho Penal entiende que esto conmociona el 
manejo que hace este artículo sobre el instituto de la conspi- 
ración. Si esto se aprueba tendría que considerarse que el (Se vota:) 
artículo 7” del Código Penal ha sido modificado en su filoso- 
fía en cuanto a interpretar que el acto de conspiración, salvo 
expresa situación, no debe ser penado. Por esta razón, voté 
negativamente este artículo. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


-26 en 27, Afirmativa. 

En consideración el artículo 7”. 
SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el artículo 5”. (El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 

(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: “ARTICULO 7”. - Sustitúyese el artículo 172 del 
Código Penal, por el siguiente: 

“ARTICULO 5”. - Sustitúyese el artículo 157 del 
Código Penal, por el siguiente: *172. Circunstancias agravantes. - Son circunstan- 
cias agravantes: 

*157, Cohecho simple. - El funcionario pública que, 
por ejecutar un acto de su empleo recibe, por sí mis- 
mo, O por un tercero, para sí mismo o para un tercero 
una retribución que no le fuere debida, O aceptare la 
promesa de ella, será castigado con una pena de tres a 
quince meses de prisión e inhabilitación especial de 
dos a cuatro años. 


1% El que la violencia o amenaza se ejerciera por 
más de tres personas y menos de quince. 


2”) El que la violencia o amenaza se ejecutare con- 
tra más de dos funcionarios o contra un cuerpo 
político, administrativo o judicial, de organiza- 
ción jerárquica o colegiada, o contra un funcio- 

La pena será reducida de la tercera parte a la mi- nario del orden judicial o policial. 

tad, cuando el funcionario público acepta la retribu- 

ción, por un acto ya cumplido, relativo a sus 3%) El que la violencia o amenaza se efectuare con 

funciones'.”) armas. 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 4%) La calidad de jefe o promotor, 

(Se vota:) 5” La elevación jerárquica del funcionario ofendi- 

do'.”) 

-26 en 27. Afirmativa. 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

En consideración el artículo 6”. 

(Se vota:) 
(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 


el siguiente: -26 en 27. Afirmativa. 


“ARTICULO €”. - Sustitúyese el artículo 159 del En consideración el artículo 8*. 


Código Penal, por el siguiente: 
(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
*159. Soborno. - El que indujere a un funcionario el siguiente: 
público a cometer cualquiera de los delitos previstos 
en los artículos 157 y 158, será castigado por el simple 
hecho de la instigación, con una pena de la mitad a las 
dos terceras partes de la pena principal establecida 


para los mismos. 


“ARTICULO 8”. - Sustitúyese el artículo 197 del 
Código Penal, por el siguiente: 


*197. Encubrimiento. - El particular o funcionario 
que, después de haberse cometido un delito y sin con- 
cierto previo a su ejecución con los autores, coautores 
o cómplices, aunque éstos fueren inimputables, los ayu- 
daren a asegurar el beneficio o el resultado del delito. 


Se considerará agravante especial que el inducido 
sea funcionario policial o encargado de la prevención, 
investigación o represión de actividades ilícitas, siem- 
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a estorbar las '"vestigaciones de las autoridades, a sus- 
traerse a la persecución de la justicia o a eludir su 
castigo, así como el que suprimiere, ocultare o de cual- 
quier manera alterare los indicios de un delito, los 
efectos que de él provinieren o los instrumentos con 
que se hubiere ejecutado, será castigado con pena de 
tres meses de prisión a diez años de penitenciaría”.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-26 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 9”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 


el siguiente: 


“ARTICULO 09. - Sustitúyese el artículo 272 del 
Código Penal, por el siguiente: 


272. Violación. - Comete violación el que compe- 
le a una persona del mismo o de distinto sexo, con 
violencias O amenazas, a sufrir la conjunción carnal, 
aunque el acto no llegara a consumarse. 


La violencia se presume cuando la conjunción car- 
nal se efectúa: 


1. -Con persona del mismo o diferente sexo, menor 
de quince años. No obstante, se admitirá prueba 
en contrario cuando la víctima tuviere doce años 
cumplidos. 


2. -Con personas que, por causas congénitas O ad- 
quiridas, permanentes o transitorias, se halla, 
en el momento de la ejecución del acto, priva- 
das de discernimiento o voluntad. 

3. -Con persona arrestada o detenida, siempre que 
el culpable resulte ser el encargado de su guar- 
da o custodia. 

4.-Con fraude, sustituyéndose el culpable a otra 


persona. Este delito se castiga, según los casos, 
con penitenciaría de dos a doce años”.””) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 10. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 


el siguiente: 
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“ARTICULO 10. - Sustitúyese el artículo 274 del 
Código Penal, por el siguiente: 


274. Corrupción. - Comete corrupción el que, para 
servir su propia lascivia, con actos libidinosos corrom- 
piere a persona mayor de doce años y menor de die- 
ciocho. 

Este delito se castiga con pena que puede oscilar 
entre seis meses de prisión y tres años de penitencia- 
ría. 

Comete delito de proxenetismo y se halla sujeto a 
las penas respectivas el que ejecutare algunos de los 
hechos previstos por la Ley Especial de 27 de mayo de 
1927".") 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 11. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 


el siguiente: 


“ARTICULO 11. - Sustitúyese el artículo 290 del 
Código Penal, por el siguiente: 


“290. Amenazas. - El que fuera de los casos previs- 
tos en el artículo 288 amenazare a otro con un daño 
injusto, será castigado con multa de veinticinco a sete- 
cientas Unidades Reajustables. 

Son circunstancias agravantes especiales de este de- 
lito, la gran importancia del daño con que se amenaza- 
re, y todas las indicadas en el artículo anterior. con 
excepción de la última'.”) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 12. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 


el siguiente: 


“ARTICULO 12. - Sustitúyese el artículo 311 del 
Código Penal, por el siguiente: 


311. Circunstancias agravantes especiales, - El he- 
cho previsto en el artículo anterior será castigado con 
diez a veinticuatro años de penitenciaría, en los si- 
guientes casos: 
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1% Cuando se cometiera en la persona del ascen- 
diente o del descendiente legítimo o natural, 
del cónyuge, del concubino o concubina “more 
uxorio”, del hermano legítimo o natural, del pa- 
dre o del hijo adoptivo. 

2”) Con premeditación. 

3”) Por medio de veneno. 

4%) Si el sujeto fuera responsable de un homicidio 
anterior ejecutado con circunstancias atenuan- 
tes” .”) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 13. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 


el siguiente: 


“ARTICULO 13. - Sustitúyese el artículo 320 del 
Código Penal, por el siguiente: 


320. Circunstancias agravantes. - Son circunstan- 
cias agravantes del delito de lesiones, las previstas en 
los artículos 311 a 312, en cuanto fueren aplicables, la 
calidad ostensible de funcionario policial de la vícti- 
ma, siempre que el delito fuere cometido a raíz o en 
ocasión del ejercicio de sus funciones o de su calidad 
de tal, y el haberse cometido el hecho con armas apro- 
piadas o mediante sustancias corrosivas”.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 


En consideración el artículo 14. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 


el siguiente: 


“ARTICULO 14. - Sustitúyese el artículo 322 del 
Código Penal, por el siguiente: 


322. De la denuncia, - El traumatismo, las lesio- 
nes ordinarias y las lesiones culposas graves sólo se 
castigarán a instancia de parte. 


El Juez o el Ministerio Público podrán proceder de 
oficio, en los casos de traumatismo o de lesiones ordi- 
narias causadas con abuso de las relaciones domésti- 
cas o de la cohabitación. 
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Se procederá de oficio cuando medien las circuns- 
tancias previstas en los incisos 3” y 4” del artículo 
59") 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 15. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 


el siguiente: 


“ARTICULO 15. - Incorpórase al Código Penal la 
siguiente disposición: 


'152 bis. Porte y tenencia de armas. - El que porta- 
re O tuviere en su poder armas cuyos signos de identi- 
ficación hubieren sido alterados o suprimidos, o cuyas 
características o munición hubieren sido alteradas, en 
forma circunstancial o permanente, de manera tal de 
aumentar significativamente su capacidad de daño será 
castigado con tres a dieciocho meses de prisión o mul- 
ta equivalente, pena por la cual optará el Juez según 
las circunstancias del caso”.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-26 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 16. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 


el siguiente: 


“ARTICULO 16. - Incorpórase al Código Penal la 
siguiente disposición: 


242 bis. Falsificación de cédulas de identidad y de 
pasaportes. - El funcionario público que, en el ejerci- 
cio de sus funciones, expidiere una cédula de identi- 
dad o un pasaporte falso, así como el particular que 
hiciere una cédula de identidad o un pasaporte falso, o 
alterare una u otro, cuando éstos fueren verdaderos, 
será castigado con pena de seis meses de prisión a 
cuatro años de penitenciaría' .”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-26 en 27, Afirmativa. 


En consideración el artículo 17. 
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(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 17. - Incorpórase al Código Penal la 
siguiente disposición: 


“310 bis. - Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo siguiente, se considerará agravante especial 
del delito, la calidad ostensible de funcionario policial 
de la víctima, siempre que el delito fuere cometido a 
raíz o en ocasión del ejercicio de sus funciones, o en 
razón de su calidad de tal. En este caso, el máximo de 
la pena se elevará en un tercio respecto de la prevista 
en el artículo anterior” .”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 


En consideración el artículo 18. 


(El! texto dei artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


"ARTICULO 18. - Incorpórase al Código Penal la 
siguiente disposición: 


321 bis. - Violencia doméstica. - El que, por me- 
dio de violencias o amenazas prolongadas en el tiem- 
po, causare una o varias lesiones personales a persona 
con la cual tenga o haya tenido una relación afectiva o 
de parentesco, con independencia de la existencia de 
vínculo legal, será castigado con una pena de seis a 
veinticuatro meses de prisión. 


La pena será incrementada de un tercio a la mitad 
cuando la víctima fuere una mujer y mediaren las mis- 
mas circunstancias y condiciones establecidas en el 
inciso anterior. 


El mismo agravante se aplicará si la víctima fuere 
menor de dieciséis años o una persona que, por su 
edad u otras circunstancias, tuviera su capacidad física 
o psíquica disminuida y que tenga con el agente rela- 
ción de parentesco o cohabite con él” ””) 


-La Mesa informa que obra en poder de los señores Sena- 
dores un aditivo a este artículo. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - El aditivo es de su autoría, se- 
ñor Senador; por consiguiente, ¿entiende que corresponde darle 
lectura como agregado al Código Penal? 


SEÑOR SARTHOLU. - Si esto se vota como un artículo, 
como un aditivo al artículo 86 del Código Penal, no figuraría 
en este artículo 18 porque se refiere a las penas alternativas, 
exclusivamente en el caso de la violencia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por lo tanto, lo que corresponde 
es votarlo más adelante. 


SEÑOR SARTHOU. - Así es, señor Presidente. Por lo 
tanto, propongo votarlo al final, como un agregado autóno- 
mo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 18 con el texto que figura en el 
repartido, tal como ha sido aprobado en Comisión. 


(Se vota:) 
-29 en 29 Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 19. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 19. - Incorpórase al Código Penal la 
siguiente disposición: 


323 bis. - El que, con motivo o en ocasión de una 
competencia deportiva u otro espectáculo público que 
tuviera por objeto recreación o esparcimiento, durante 
su desarrollo o al ingresar o retirarse del mismo, parti- 
cipare en una riña o compeliere a participar en ella, la 
dirigiere o la propiciare, será castigado con pena de 
tres a veinticuatro meses de prisión. 


Con la misma pena será castigado el que, en las 
circunstancias del inciso anterior, portare armas (ar- 
tículo 293) o las introdujere en el recinto en que se 
desarrollare la competencia deportiva o el espectáculo 
público. 


En todos los casos, se procederá al comiso de las 
armas incautadas. 


Si de la riña resultare muerte o lesión se aplicará lo 
dispuesto por el inciso segundo del artículo 323, incre- 
mentándose la pena en un tercio, siempre que el resui- 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - El artículo aditivo que presenté fue 
modificado y aparecerá como agregado al artículo 86 del 
Código Penal, generalizando el pedido de penas alternativas. 


tado fuera previsible para el partícipe. 


Cuando, bajo las mismas circunstancias del inciso 
primero, pero fuera de las hipótesis en él menciona- 
das, se cometieren por motivos relacionados a la com- 
petencia o espectáculo mismo, los delitos previstos en 
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los artículos 310 (homicidio), 316 (lesiones persona- 
les), 317 (lesiones graves) y 318 (lesiones gravísimas), 
las penas máximas de las respectivas figuras se incre- 
mentarán en un tercio”.”) 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - En esta disposición se incorpora un 
apartado en el que se introduce un nuevo concepto sobre 
responsabilidad penal a nuestro Código Penal. Por tal razón, 
pedimos que el párrafo cuarto, que comienza diciendo: “Si de 
la riña resultare muerte o lesión”, se vote por separado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Se refiere sólo a ese párrafo o 
a ese y al siguiente? 


SEÑOR SANTORO. - Hago alusión a ese párrafo porque 
al final se le agregó: “siempre que el resultado fuera previsi- 
hle para el partícipe”, y ese concepto no lo compartimos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 19, menos el inciso a que se ha 
referido el señor Senador Santoro. 


(Se vota:) 

-28 en 29. Afirmativa. 

A continuación se va a votar el inciso 4" del artículo 19. 
(Se vota:) 

-27 en 29. Afirmativa. 

SEÑOR MALLO. - Pido la palabra para fundar el voto, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - No habiendo votado a favor del inciso 
cuarto del artículo 1” por todas las razones que expuse ante- 
riormente, voto afirmativamente éste con el fin de demostrar 
la disparidad de opiniones. En ese sentido, voy a dar lectura a 
la opinión del Profesor de Derecho Penal, Doctor Cairoli, 
cuya interpretación es distinta a la del Doctor Santoro. Es 
decir que desde el punto de partida empezamos con diferen- 
tes interpretaciones. 


Dice así: “El argumento respecto al delito de riña con 
resultado de muerte o lesiones no sirve desde que quien parti- 
cipa en una riña puede prever que de ella se deriva un resul- 
tado mayor que la simple reyerta. Si la riña es con golpes, 
todos podemos pensar que uno de ellos ocasione heridas más 
fuertes que un simple traumatismo”. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa advierte que los fun- 
damentos de voto no pueden contener alusiones. No obstante, 
en este caso entiende que se trata de una referencia estricta- 
mente técnica y no de interpretaciones políticas. Por tal moti- 
vo no ha amenazado con suprimir esas expresiones de la 
versión taquigráfica. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Sólo deseamos manifestar que la 
cuestión es mucho más grave de lo que creíamos, conclusión 
a la que arribamos luego de escuchar la opinión del Profesor 
Cairoli. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el artículo 20. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 20. - Incorpórase al Código Penal la 
siguiente disposición: 


344 bis. - Rapiña con privación de libertad. Copa- 
miento. - El que, con violencia o amenazas, se apode- 
rare de cosa mueble, sustrayéndosela a su tenedor, para 
aprovecharse o hacer que otro se aproveche de ella, 
con privación de la libertad de su o sus víctimas, cual- 
quiera fuere el lugar en que ésta se consumare. será 
castigado con ocho a veinticuatro años de penitencia- 
ría” >) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 

(Se vota:) 

-26 en 29. Afirmativa. 

SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOLU. - Quiero dejar constancia de que he 
votado negativamente este artículo porque comparto las obje- 
ciones que se hicieron a la tipificación y a este delito en la 
Comisión por parte del representante del Instituto de Derecho 
Penal. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: debo admitir 
que las observaciones que realizaron los Profesores de Dere- 
cho Penal tienen una base de razón importante en la medida 
en que manifestaron que ya en el Código Penal, por el agru- 
pamiento de dos o tres figuras jurídicas que están previstas, 
se podría llegar a la misma solución o, quizás, a una más 
grave aun. En ese sentido, me parece que se trata de un 
artículo más superabundante que dañoso. Por lo tanto, lo he 
votado a favor con cierta liberalidad en materia de criterio 
riguroso. 


No obstante, quiero dejar constancia de que, aun habiendo 
escuchado las explicaciones que se dieron en el seno de la 
Comisión, me parece que está superabundando y, de alguna 
manera, quitándole técnica al “nomen juris” del artículo, la 
palabra “copamiento” que es una palabra castiza, como se 
explicó en la Comisión. Pero no había necesidad de utilizarla 
luego de expresar “rapiña con privación de libertad”. En rea- 
lidad, se trata de una especie de término explicativo de senti- 
do popular, aun cuando sea, repito, una palabra castiza -como 
hay tantas en el diccionario de la lengua española- pero que, 
de todas formas, no me parece adecuada. Sin embargo, ello 
no tiñe al artículo con un carácter dañoso y por tal motivo le 
hemos dado nuestro voto afirmativo. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - He votado en contra de esta dispo- 
sición, señor Presidente, fundándome tanto en la opinión del 
Instituto de Derecho Penal como en las exposiciones que se 
hicieron en Sala en el día de ayer, especialmente la del señor 
Senador Mallo, teniendo en cuenta dos cosas: que de alguna 
forma, en función de responder a la alarma social se utiliza, 
inclusive, un “nomen juris” para que se identifique por parte 
de los sectores sociales alarmados que se está estableciendo 
una pena mayor para un delito que ya estaba castigado en 
forma muy breve. 


En segundo lugar, porque si no recuerdo mal -reconozco 
que no soy un especialista en Derecho Penal y no recuerdo, 
de mis épocas de estudiante, la cantidad de pena que le co- 
rresponde a cada delito- el señor Senador Mallo manifestó 
que el delito de rapiña -por ejemplo, el robo de un electrodo- 
méstico- se castiga con privación de libertad, con una pena 
de entre ocho y veinticuatro años de penitenciaría, o sea que 
se pena más que el homicidio especialmente agravado, lo que 
desde el punto de vista jurídico -por decir lo menor- es una 
barbaridad. 


Reconozco que me he extralimitado en mi fundamenta- 
ción de voto, pero son alusiones técnicas y no políticas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el artículo 21. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


CAMARA DE SENADORES 


6 de Julio de 1995 


“ARTICULO 21. - Incorpórase al Código Penal la 
siguiente disposición: 


350 bis. Receptación. - El que, después de haberse 
cometido un delito, sin concierto previo a su ejecu- 
ción, con los autores, coautores o cómplices, con pro- 
vecho para sí o para un tercero, adquiera, reciba u 
oculte dinero o efectos provenientes de un delito, o de 
cualquier manera interviniere en su adquisición, re- 
cepción u ocultamiento, será castigado con pena de 
seis meses de prisión a diez años de penitenciaría. 


Se consideran agravantes del delito: 


A) Que los efectos se reciban para su venta. 


B) Que el agente hiciere de esta actividad su modo 
de vida usual'.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 


En consideración el artículo 22. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 22. - Incorpórase al Código Penal la 
siguiente disposición: 


358 bis. - El que destruyere o de cualquier modo 
dañare total o parcialmente una cosa ajena mueble o 
inmueble, con motivo o en ocasión de una competen- 
cia deportiva u otro espectáculo público, durante su 
desarrollo o al ingresar ou retirarse del mismo, será 
castigado con pena de prisión de tres a quince me- 
ses”.”) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 


En consideración el artículo 23, 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 23. - Deróganse los artículos 313 (In- 
fanticidio honoris causa) y 331 (Abandono de un re- 
cién nacido por motivo de honor del Código Penal”). 
-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En consideración el artículo 24. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 24. - Sustitúyense los artículos 1” y 
2” de la Ley N* 8.080, de 27 de mayo de 1927, por los 
siguientes: 


*ARTICULO 1. - Toda persona de uno u otro sexo, 
que explote la prostitución de otra contribuyendo a 
ello en cualquier forma con ánimo de lucro, aunque 
haya mediado el consentimiento de la víctima, será 
castigada con dos a ocho años de penitenciaría. En 
caso de reincidencia las agravantes se aplicarán sobre 
el máximo de pena legal. 


El que, con ánimo de lucro, indujere o determinare 
a otro al ejercicio de la prostitución, en el país o en el 
extranjero, será castigado con tres a doce meses de 
prisión. 


*ARTICULO 2”. - La pena mínima será de cuatro 
años de penitenciaría si la víctima fuere menor de 
dieciocho años o el delincuente fuere funcionario poli- 
cial o el hecho se produjere mediante engaño, violen- 
cia, amenaza de un mal grave, abuso de autoridad u 
otro medio de intimidación o coacción, como también 
si el actor fuera ascendiente, marido, hermano, tutor o 
encargado de la guarda de la víctima o hiciera vida 
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marital con ella'.”) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 25. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 25. - Sustitúyese el artículo 114 de la 
Ley N” 9.342, de 6 de abril de 1934 (Código del Niño), 
por el siguiente: 


*ARTICULO 114.1. - En todos los procedimientos 
en que se atribuya a menores de dieciocho años la 
comisión de actos descriptos como delitos o faltas por 
la ley penal, la resolución que determine las medidas a 
aplicar será precedida de audiencia indagatoria que 
deberá cumplirse con la presencia del Defensor y del 
Ministerio Público, debiéndose interrogar a los repre- 
sentantes legales del menor y a los testigos. 


En esta audiencia el Ministerio Público y el Defen- 
sor podrán solicitar la ampliación de aqueltas diligen- 
cias. tendientes al esclarecimiento de los hechos y a la 
protección de los derechos, rigiendo en esta materia lo 
establecido en el artículo 16 de la Constitución de la 
República. 
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De no estar incluida en autos, se dispondrá la in- 
mediata agregación de testimonio de la partida de na- 
cimiento del menor o medios sustitutivos para la 
acreditación de la edad (artículo 44 del Código Civil y 
130 de este Código). 


Culminada la indagatoria, constando en autos la 
existencia de una infracción, y siempre que existan 
elementos de convicción suficientes para juzgar que el 
menor tuvo participación en la misma, se procederá a 
dictas la resolución debidamente fundada, o con expo- 
sición de los hechos acreditados en que presuntamente 
intervino el menor y los pertinentes fundamentos de 
derecho. 


2.- Para el cumplimiento de su misión, los Jueces 
Letrados de Menores, tienen todas las facultades in- 
quisitivas de los Jueces en materia penal, podrán re- 
querir verbalmente o por escrito el auxilio inmediato 
de la fuerza pública, hacer comparecer en sus despa- 
chos a cualquier persona cuando lo juzguen necesario 
para el ejercicio de sus funciones y dirigirse a cual- 
quier autoridad sin que, contra sus prerrogativas pue- 
dan oponerse reglas o disposiciones de institución 
alguna. 


Se tendrá en cuenta, en todos los actos del proceso, 
que el menor es un sujeto de derecho, así como su 
interés, en los términos del artículo 350.4 del Código 
General del Proceso. 


3.- Podrán solicitarse informes técnicos que debe- 
rán evacuase dentro del plazo de veinte días bajo la 
más seria responsabilidad administrativa de las autori- 
dades requeridas, cumplido lo cual se pondrán los au- 
tos de manifiesto por un término común de seis días 
para el Defensor y para el Ministerio Público, notifí- 
cándose personalmente. Los autos podrán ser retirados 
en confianza por cuarenta y ocho horas como máximo 
en cuyo caso se suspenderá el término. 


Si se ofreciera prueba, la misma deberá ser diligen- 
ciada en presencia del Defensor y del Ministerio Pú- 
blico y en su caso de los representantes legales del 
menor, en el término de treinta días. 


4.- Una vez diligenciada la prueba o en caso de no 
haberse ofrecido ninguna, se dará traslado al Ministe- 
rio Público por el término de seis días perentorios e 
improrrogables para que dictamine. 


De! dictamen fiscal se conferirá traslado a la De- 
fensa por el mismo término, 


5.- Puestos los autos al despacho el Juez deberá 
dictar sentencia definitiva de primera instancia, dentro 
de los treinta días -artículo 343.7 del Código General 
del Proceso- siendo de aplicación en cuanto a su con- 
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tenido y en lo pertinente, el artículo 245 del Código 
del Proceso Penal. 


Mientras dure el procedimiento y atendiendo las 
circunstancias del caso, los Jueces podrán disponer pre- 
ventivamente la internación de los presuntos infracto- 
res en los establecimientos a que se hace referencia en 
el numeral 3 de este artículo. 


6.- Se aplicará el régimen de impugnación estable- 
cido en el Código General del Proceso, siendo compe- 
tentes para entender en la alzada los Tribunales de 
Apelaciones de Familia que deberán fallar bajo la más 
seria responsabilidad de sus integrantes en el término 
de cuarenta y cinco días desde el ingreso del expe- 
diente a las respectivas Sedes. 


7.- Cuando los Juzgados Letrados dispongan la in- 
ternación de menores fuera de su jurisdicción deberán 
enviar, junto con el menor, fotocopia certificada del 
expediente en sobre cerrado; el funcionario que trasla- 
de al menor entregará la documentación, bajo recibo 
al Juez de Turno del lugar de internación. 


Se limitará al mínimo posible, atendidas las cir- 
cunstancias del caso, la internación de los menores 
fuera de la jurisdicción de su domicilio. 


El Juez del lugar de internación tendrá competen- 
cia para sustituir, modificar o decretar el cese de la 
medida, de oficio o a solicitud de parte. 


La tramitación de las solicitudes de sustitución, mo- 
dificación, cese de las medidas o clausura de las ac- 
tuaciones, se hará por el procedimiento de los 
incidentes, debiendo dictarse resolución fundada, pre- 
vio los informes técnicos que se estimen pertinentes, 
con audiencia del menor, de sus representantes lega- 
les, de la Defensa y del Ministerio Público'.”) 


-Ha llegado a la Mesa un aditivo o modificativo, al que se 
dará lectura. 


SEÑOR POZZOLO. - No creo que sea necesario; está en 
el proyecto votado por la Cámara de Representantes, es ex- 
tenso y ha sido distribuido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa debe cumplir con su 
obligación, pero si no hay objeciones al criterio sugerido por 
el señor Senador Pozzolo, así se procederá. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Quiero señalar que hay dos aditi- 
vos. Uno es la reposición de lo que eya el numeral 3 y el otro, 
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fue presentado por quien habla. Lamento que sea extenso, 
pero voy a solicitar que se lea para que quede constancia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Así se hará. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Entiendo que primero debe votarse 
el texto aprobado en Comisión y luego, de no ser aprobado, 
se considerarán los aditivos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Así corresponde proceder regla- 
mentariamente. 


SEÑOR MICHELINI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI. - A mi juicio, este artículo debería 
votarse por numerales porque de lo contrario la iniciativa 
presentada por varios señores Senadores para que se incorpo- 
re como numeral 3 quedaría para el final. Si bien no cambia- 
ría el concepto del artículo, sí modifica la propia fórmula de 
la Cámara de Representantes, y podría generar confusión. 


Debería votarse hasta el numeral 2 y luego el 3. De no 
aprobarse, se votaría el aditivo y después se continuaría con 
el resto de los numerales. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Siempre se ha hecho el corri- 
miento de números en los casos en que se vota sobre la base 
de una armonía en el texto. De todas maneras, parece razona- 
ble proceder como sugiere el señor Senador, tal como hubiera 
sucedido si cualquier otro integrante del Cuerpo lo hubiese 
solicitado. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Coincido con el criterio propuesto 
por el señor Senador Michelini, no sólo por lo que él solicita, 
que como bien dijo el señor Presidente podría haberlo plan- 
teado cualquier integrante del Cuerpo, sino porque me parece 
que es el que sintetiza el caso particular que está en conside- 
ración y que compatibiliza tanto lo señalado por el señor 
Senador Santoro, que es correcto, como la realidad que se ha 
generado en torno a las propuestas relativas a este tema que 
la propia norma que estamos analizando subdivide por nume- 
rales. Entonces, al considerar el tema en base a esos numera- 
tes, estamos haciendo las dos cosas. Por un lado, tenemos en 
cuenta, con prioridad, el material aprobado por la Comisión 
y, por otro, atendemos las materias que, en cada numeral, se 
debaten y, por lo tanto, motivan la decisión del Cuerpo. 
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Pienso que este es el mejor criterio, 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa piensa que no hay 
discrepancia en cuanto a la metodología a seguir. Se van a 
discutir los artículos y la votación de los mismos se realizará 
con los desgloses que el Senado considere necesarios, ya que 
basta que un señor Senador lo solicite para que ello se lleve a 
cabo. Lo deseable sería, si entendemos que ha culminado la 
votación del artículo, comenzar una votación numeral por 
numeral. 


SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POZZOLO. - El antecedente de este artículo vo- 
tado en Comisión refiere, exclusivamente -en cuanto a las 
diferencias que hubieron- al numeral 3). El resto, fue votado 
en Comisión. Lo que sucede es que hubo una votación en 
Comisión y la misma, por mayoría, fue contraria a este nu- 
meral 3). Sin embargo, varios señores Senadores queremos 
replantear la discusión y la votación del mismo en Sala. Al 
respecto, en el día de ayer, presentamos un aditivo. 


Anteriormente solicité que este artículo no se leyera, ya 
que entendí que era lo suficientemente conocido, desde que 
figuraba en el texto proveniente de la Cámara de Represen- 
tantes. 


Reitero que, en el día de ayer, presentamos una moción, 
firmada por varios señores Senadores. Se trata de un artículo 
aditivo, que pasaría a ser numeral 3) del artículo 25, corrién- 
dose el número de orden de los posteriores aprobados en 
Comisión. Me parece que, procesalmente, caben dos votacio- 
nes. Por un lado, la referente a lo que aconseja la Comisión 
por mayoría y, luego, una que replantee lo que deseamos 
algunos, es decir, que se incorpore ese numeral 3) que fue 
votado negativamente en Comisión. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Creo que, al no individualizar el 
tema concretamente, estamos enredados en cuestiones de pro- 
cedimiento. 


Este artículo vino de la Cámara de Representantes con un 
numeral -que es el 3) tal como lo explicaba recién el señor 
Senador Pozzolo- que faculta, en determinadas circunstan- 
cias, a los Jueces a internar menores en establecimientos de 
mayores. Este es el meollo de la discusión. Ese numeral, en 
la Comisión, no contó con los votos necesarios. Sin embargo, 
ahora, un grupo de señores Senadores propone que se rein- 
corpore el punto. 
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Pienso que sabiendo de qué se trata, no deberíamos enre- 
darnos en el procedimiento. Sin embargo, me gustaría hacer 
constar que, si bien en la Comisión la votación formal se 
realizó exclusivamente respecto del numeral 3), hay otro nu- 
meral de este artículo que también habla de la posible inter- 
nación de menores. Esto no fue advertido en el momento de 
la votación, sino posteriormente, por la Secretaría de ta Co- 
misión, que alertó, en ese sentido. a los miembros de la 
Comisión. 


Concretamente, en la segunda parte del numeral 6) del 
artículo se repite el concepto de la internación de los presun- 
tos infractores en los establecimientos a que se hace referen- 
cia en el numeral 3). 


Por lo tanto, pienso que hay que decidir si votamos el 
artículo tal como vino, aprobado por la mayoría de la Comi- 
sión y, luego, ver si hay o no mayoría para incorporar el 
numeral 3) que venía de la Cámara de Representantes y que 
fue eliminado en la Comisión, más este párrafo del numeral 
6), que también hace referencia a la internación de menores 
en establecimientos de mayores. 


Me parece que esta sería una fórmula más sencilla. Pienso 
que aquí no nos vamos a hacer trampas formales; lo que hay 
que determinar es si el Senado cuenta o no con la mayoría 
necesaria para determinar la posibilidad de que los menores 
sean internados en los referidos establecimientos de mayores. 


SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra para una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


dor. 


SEÑOR POZZOLO. - Señor Presidente: no voy a discutir, 
en el terreno jurídico, con el señor Senador Korzeniak. Sin 
embargo, él ha dicho que no nos vamos a hacer trampas 
formales. Yo pienso que tampoco debemos hacerlas con las 
palabras y que hay que decir las cosas completas, 


Cuando se habla de la internación de menores y de pre- 
suntos delincuentes, el artículo no se refiere a la internación 
de cualquier menor, ni tampoco se habla de presuntos delin- 
cuentes juveniles. El artículo es muy claro y concreto al 
respecto. Sin embargo, pienso que cuando se hace referencia 
a esta disposición, tendría que hablarse de, por lo menos, 
menores peligrosos, para no crear la imagen, ante la opinión 
pública, de que aquí estamos queriendo comernos crudos a 
los niños. Es por esto que manifesté que tampoco debíamos 
hacer trampas con las palabras. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: el señor Senador 
Pozzolo se está refiriendo al tema de fondo. 
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Respecto a lo que sostenía el señor Senador Korzeniak, 
quiero decir que presenté un artículo sustitutivo del artículo 
5”, que prescinde del numeral 2). Pienso que ese numeral 2), 
en la medida en que se remitía a un artículo 3” que habíamos 
votado en contra, también debería haberse eliminado. Por lo 
tanto, para corregir esa inadvertencia, presentamos un artícu- 
lo sustitutivo que, reitero, no incluye el numeral 2) del actual 
artículo 5” y que anteriormente era artículo 6”. 


Le aclaro al señor Senador Korzeniak que tendríamos que 
votar este artículo sustitutivo para resolver el problema de la 
vinculación entre los numerales 6” y 3”. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Señor Presidente: propongo, para ac- 
tuar en forma práctica, que voternos por incisos el artículo tal 
como vino de la Comisión. Luego, ponemos a votación los 
aditivos. Si los mismos cuentan con los votos suficientes, el 
aditivo pasará a ser numeral 3), corriéndose así todos los 
numerales. Esto ha sido una práctica de toda la vida en el 
Parlamento. Luego, pondremos a consideración los aditivos 
propuestos por el señor Senador Sarthou, que se votarán afir- 
mativa o negativamente, ya que se trata de dos aditivos. Uno, 
sería numeral 8) y el otro una modificación del numeral 5). 
Con esto, se resuelven todos los problemas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si bien, én el fondo, es el Sena- 
do el que tiene la palabra sobre el punto, creo que esa es la 
forma más correcta de seguir adelante. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: pienso que el pro- 
cedimiento que señala el señor Senador Batlle es el apropia- 
do, pero por numerales. Digo esto, entre otras cosas, porque 
se deslizó un error involuntario a juicio de la mayoría de la 
Comisión. 


SEÑOR COURIEL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL. - Pienso que primero habría que leer 
los artículos aditivos que presentó el señor Senador Sarthou. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léanse los artículos sustitutivos 
-uno del numeral 5- del artículo 25. 


(Se leen:) 
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“MOCION SUSTITUTIVA DEL ART. 25 ART. 
114 NUMERAL 5 


5. Puestos los autos al despacho el Juez deberá 
dictar sentencia definitiva de primera instancia, dentro 
de los treinta días -artículo 343.7 del Código General 
del Proceso- siendo de aplicación en cuanto a su con- 
tenido y en lo pertinente, el artículo 245 del Código 
del Proceso Penal. 


Helios Sarthou. Senador”. 


“MOCION DE ADITIVO AL ARTICULO 114 DEL 
CODIGO DEL NIÑO (ART. 25 DEL PROYECTO) 


8. - Las medidas de seguridad educativas que dis- 
pongan los Jueces serán ejecutadas por el Instituto Na- 
cional del Menor”, a efectos de lograr la rehabilitación 
y educación de los menores infractores o en conflicto 
con la Ley. 


Dicho Instituto dispondrá el lugar más adecuado 
para el cumplimiento de las mismas, de acuerdo a 
criterios técnicos establecidos y definidos por dicha 
Institución. 


A estos efectos se deberá establecer “un régimen 
especial en que se dará participación a la mujer” den- 
tro del cual deberá ser tratado de manera acorde con el 
fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que 
fortalezca el respeto del niño por los Derechos Huma- 
nos y las libertades fundamentales de terceros y en la 
que se tengan en cuenta la edad del niño y la impor- 
tancia de promover la reintegración del niño y de que 
éste asuma una función constructiva en la sociedad. 


Las medidas de seguridad educativas, que impli- 
quen internación en establecimientos cuyo régimen de 
vida implique severas restricciones a la libertad ambu- 
latoria de los allí internados, sólo podrán ser impues- 
tas a aquellos niños mayores de 16 años que realicen 
actos que de ser realizados por una persona mayor de 
18 años de edad, serían tipificados como homicidio 
doloso, lesiones dolosas graves o gravísimas, rapiña, 
violación, extorsión y secuestro. 


A estos efectos los establecimientos del Instituto 
Nacional del Menor, además de asegurar un marco de 
contención adecuada, deberán prioritariamente servir 
de lugar de educación y reinserción social del interna- 
do, tomando como base lo ya expresado en lo relativo 
a la ejecución de las medidas de seguridad educativas. 


9. - En éstos deberá atenderse la capacitación labo- 
ral, así como la alfabetización funcional del niño, com- 
patiblizando, a estos efectos, en la medida de lo posible 
y aconsejable, con los programas curriculares de Pri- 
maria, Secundaria y UTU. 
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Los egresados temporaria o deftnitivamente del Ins- 
tituto Nacional del Menor, tendrán derecho a ocupar 
un porcentaje de cargos de la Administración Pública 
que establecerá la reglamentación y que se coordinará 
entre el INAME y el Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social. Los mismos organismos coordinarán la crea- 
ción de bolsas de trabajo para el empleo público como 
privado. 


Las bolsas de trabajo precitadas serán creadas en 
plazo no mayor a los 180 días de promulgada la pre- 
sente Ley y administradas por representantes designa- 
dos por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el 
Instituto Nacional del Menor, e Intendencias Munici- 
pales en cada departamento. 


Deberá asegurarse la existencia de un centro de 
ingreso y diagnóstico dedicado exclusivamente al de- 
sarrollo de dicha tarea; los diagnósticos a realizarse 
deberán basarse en el principio del “interés superior 
del niño” y ateniéndose a los principios que toda inter- 
nación debe resolverse con carácter excepcional, y por 
la mínima duración posible. 


10. - Habrá un Juez de Internado, designado por la 
Suprema Corte de Justicia, con iguales requisitos, de- 
rechos, obligaciones, facultades y rango que los Jueces 
Letrados de Menores, cuya función será: a) constatar 
el cumplimiento de la finalidad reeducativa y resocia- 
lizadora del Internado; b) disponer todas las medidas 
necesarias para el logro de tal finalidad, pudiendo ob- 
tener el auxilio de todos los funcionarios y técnicos 
del Poder Judicial, INAME, así como de cualquier 
organismo público; c) seguir la evolución del menor 
internado; d) disponer el cese, modificación o sustitu- 
ción de tas medidas dispuestas por el Juez Letrado de 
Menores que hubiera intervenido en el asunto, a so!i- 
citud del Defensor del menor, el Fiscal, sus familiares 
hasta el segundo grado por consanguinidad o afinidad, 
o de oficio, mediante la resolución fundada, que será 
pasible de los recursos de reposición y apelación. 


El referido Magistrado cumplirá dichas funciones 
en relación a todo menor internado, cualquiera sea su 
lugar de internación, y constituirá despacho en los lu- 
gares de internación, para lo cual le serán prestadas 
todas las comodidades locativas y operativas por las 
autoridades correspondientes. 


Deberá asimismo atenderse a la finalidad educativa 
y reintegradora de la medida a aplicarse, en base al 
respeto pleno del niño y su historia, como sujeto crea- 
dor de la misma. 


Helios Sarthou. Senador”. 


SEÑOR RICALDONT. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor Presidente: creo que todos 
comprendimos la razonable preocupación del señor Senador 
Sarthou. Lo que él quiere es que sus aditivos figuren incorpo- 
rados a la versión taquigráfica. Dado que son extensos, sin 
necesidad de que sean leídos, podríamos incorporarlos a la 
versión taquigráfica, a los efectos de ahorrar algunos minutos 
en nuestra labor, salvo que se oponga a esto el señor Senador 
Sarthou. 


SEÑOR SARTHOLU. - Totalmente de acuerdo. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Si no existe objeción por parte 
del señor Senador Sarthou, entonces, así procederemos, los 


aditivos quedarán incorporados a la versión taquigráfica. 


A continuación pasamos a votar por numerales el artículo 
25. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar desde el 
acápite y el numeral 1, hasta donde dice “y los pertinentes 
fundamentos de derecho”. 

(Se vota:) 

-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el numeral 
2, €s decir, desde “Para el cumplimiento de su misión” hasta 
“Código General del Proceso”. 

(Se vota:) 

-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el numeral 
3, es decir, desde donde se expresa “Podrán solicitarse infor- 
mes” hasta “en el término de treinta días”. 

(Se vota:) 

-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de ja palabra, se va a votar el numeral 
4, es decir, desde donde expresa “Una vez diligenciada” has- 
ta “por el mismo término”. 

(Se vota:) 

-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el primer 
inciso del numeral 5, desde donde dice “Puestos los autos” 


hasta “Código del Proceso Penal”. 


(Se vota:) 
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-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el segundo 
inciso del numeral 5, desde donde dice “Mientras dure el 
procedimiento” hasta “referencia en el numeral 3 de este 
artículo”. 


(Se vota:) 
-20 en 29. Afirmativa. 


Si nose hace uso de la palabra, se va a votar el numeral 
- 6, desde donde dice “Se aplicará el régimen de impugnación” 
hasta “ingreso del expediente a las respectivas Sedes”. 


(Se vota:) 
-28 en 29. Afirmativa. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de darle la palabra al 
señor Senador Gargano, quiero señalar, sin parecer excesiva- 
mente rígido y reglamentarista, que ya habíamos dado por 
terminada la discusión. Obviamente, si nos introducimos en 
una discusión sobre cada uno de los términos del artículo y 
de los desgloses planteados, va a ser una cosa de nunca termi- 
nar. Reitero que no quiero ser excesivamente reglamentarista. 


Tiene la palabra el señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Efectivamente, tiene razón el se- 
ñor Presidente, pero no se ha discutido las propuestas de este 
artículo. Pero al votar este inciso segundo del numeral quin- 
to, estamos incorporando una disposicón que tiene relación 
con un numeral 3 que no existe en el Proyecto de Ley envia- 
do por la Comisión. Esto ya fue advertido en el día de ayer 
por el señor Senador Santoro y lo volvió a señalar en la 
sesión de hoy el señor Senador Sarthou, destacando esa in- 
congruencia. A los efectos de manejarnos adecuadamente, en 
la hipótesis de que no se vote el aditivo que proponen varios 
señores Senadores... 


SEÑOR PRESIDENTE. - Sin perjuicio, señor Senador, de 
que pueda aplazarse la votación, en ambas Cámaras siempre 
se ha procedido a autorizar a la Mesa a ajustar la redacción 
final de los proyectos de ley y a establecer los relacionamien- 
tos de las citas que pudieran realizarse. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRES:DENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - En todo caso. podríamos pro- 
nunciarnos a modo de fundamento de voto. Digo esto porque 
sobre el segundo inciso del numeral 5 que ya se votó, noso- 
tros nos pronunciamos por la negativa. 
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El segundo inciso del numeral $5 autoriza a los Jueces a 
internar menores en las cárceles de mayores. Aquí se refleja 
un problema de inadvertencia en la correlación que ocurrió 
en el seno de la Comisión. Hoy lo explicaba sin ninguna 
clase de artimaña, pero parece que no fui bien interpretado. 
Luego, la Secretaría advirtió este tema y lo consultó. En lo 
personal, manifesté que naturalmente si se había votado en 
contra la posibilidad de internación de menores en cárceles 
de mayores, era conveniente que se subsanara esa inadverten- 
cia consultándose a los demás señores Senadores. No obstan- 
te eso, veo que ese texto se mantiene. 


Entonces, aun cuando con total confianza siempre estoy 
dispuesto a autorizar a la Mesa a correlacionar las correccio- 
nes de estilo, el señor Presidente convendrá en que esto no es 
un problema de correlación gramatical, sino que si se vota 
este inciso que hace una referencia al numeral 3 que no tiene 
nada que ver con la internación de menores, en el caso de 
que la Presidencia busque otra redacción, se estaría cambian- 
do el artículo y no correlacionando términos. 


Este es el fundamento de por qué votamos negativamente 
este inciso. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Hemos votado afirmativamente el 
inciso segundo del numeral 5 en el entendido de que si el 
aditivo que vamos a votar finalmente no tiene los votos suti- 
cientes para ser incorporado al artículo, la Mesa pondrá nue- 
vamente a votación este segundo inciso para eliminarlo del 
texto definitivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Creo que eso es lo que corres- 
ponde; en este caso el Senado puede hacer dos cosas: recon- 
siderar el inciso y dejar sin efecto la votación anterior -pienso 
que éste es un procedimiento demasiado engorroso- o, de lo 
contrario, esperar el resultado de la votación de! artículo y en 
función de ello determinar si se reconsidera o no este artícu- 
lo. Pienso que por más buena voluntad que pueda tener la 
Mesa, sería absolutamente imposible que en esto pudiera ha- 
ber un razonamiento lógico, cuando la referencia al numeral 
3 no tiene nada que ver con el contenido del artículo. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: tenía la inten- 
ción de solicitar que se votara nuevamente esta disposición. 
ya que aquí hay un hecho muy grave. Efectivamente sucedió 
lo que mencionaba el señor Senador Korzeniak. Personal. 
mente también manifesté que este inciso no había sido vota 
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do en contra igual que el numeral 3, debido a una inadverten- 
cia de la Comisión. 


Quiero añadir que mucho más grave es la situación por- 
que mientras que el numeral 3 anterior se refería a menores 
de 18 años y mayores de 16, este comprende a todo tipo de 
menores. 


Quiero, pues, pedir la reconsideración de esta norma, por- 
que votarla supone que un menor, por ejemplo, de 10 u 11 
años, al margen del criterio que tengan los Jueces, puede ser 
internado en un establecimiento para mayores. El texto habi- 
litaría esta situación, ya que al estar despojado del numeral 3, 
no existe la limitación de 16 a 18 años. Reitero que me 
parece sumamente grave el voto aislado de la disposición en 
estas condiciones, porque supone arbitrar la internación de 
menores, cualquiera sea su edad, en establecimientos para 
mayores. 


Creo que esto no es querido por nadie; al menos en la 
Comisión, ninguno de los señores Senadores que la integran 
sostuvo esta hipótesis. Quiere decir que tendríamos un pro- 
blema adicional que habría que resolver desde el punto de 
vista reglamentario, salvo que la voluntad sea habilitar -repi- 
to que pienso que no es así- que, cualquiera sea la edad, los 
menores sean internados en establecimientos para mayores. 
Reitero que esto sería gravísimo. 


SEÑORA ARISMENDI - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑORA ARISMENDI. - Señor Presidente: no me voy a 
referir al problema del procedimiento y de ordenamiento de 
los incisos, sino que deseo señalar que, si bien comparto lo 
señalado por el señor Senador Sarthou, creo que la situación 
es más grave todavía, porque en este inciso estamos hablando 
de los presuntos infractores. No se trata, pues, de los delin- 
cuentes a que hacía referencia el señor Senador Pozzolo sino, 
reitero, de los presuntos infractores que podrían ser interna- 
dos en establecimientos que albergan reclusos de alta peli- 
grosidad. En realidad, en el aditivo que se propone como 
numeral 3 del artículo 25 se habla y caracteriza una serie de 
delitos. Repito que es grave votar este inciso, no sólo por el 
problema de que esté o no relacionado con el numeral 3, sino 
por su propio contenido. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Señor Presidente: nadie está actuan - 
do aquí con mala fe; nadie quiere dejar establecida una nor- 
ma de esta naturaleza, omnicomprensiva de las situaciones, 
como acaba de expresar el señor Senador Sarthou. Es más; en 
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su momento el señor Senador Pozzolo sugirió votar el texto 
aditivo en oportunidad de considerar el numeral 3. Pero como 
esto generaba tantos problemas, resolvimos algo distinto. En- 
tonces, partamos de la base de que todos somos personas de 
buena fe y que si el aditivo no se vota, no nos vamos a retirar 
de Sala dejando como sancionada esta disposición. Propongo 
que continuemos, sabiendo que nadie quiere aprobar una nor- 
ma de esta natííraleza, puesto que tendría los efectos que 
acaba de señalar el señor Senador Sarthou, que no son los 
queridos por nadie, es decir, ni por nosotros que estamos a 
favor del Proyecto de Ley, ni por los restantes señores Sena- 
dores. 


Por lo tanto, sigamos adelante. votemos el numeral 7 -o 
sea, el último de este artículo- y luego los aditivos, y si el 
texto sustitutivo que proponemos como numeral 3 del Pro- 
yecto de Ley -que venía en la iniciativa aprobada en la Cá- 
mara de Representantes, pero que en Comisión se acordó no 
incluir- no logra el apoyo suficiente, sugiero que votemos la 
eliminación del inciso segundo del numeral 5, con lo cual, en 
diez minutos, resolveríamos el problema. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Naturalmente que el Cuerpo de- 
cidirá; pero la Mesa cree que parece lógica la sugerencia 
planteada por el señor Senador Batlle. 


Puesto que hemos votado el segundo inciso del numeral 
5, correspondería pasar a votar los numerales 6 y 7 y, poste- 
riormente, el texto aditivo que plantea la Comisión, a los 
efectos de determinar si realmente cuenta con los votos sufi- 
cientes. 


St no se hace uso de la palabra, se va a votar el numeral 6. 
(Se vota:) 

-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el numeral 7. 
(Se vota:) 

-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el numeral 3 propuesto por varios seño- 
res Senadores, que estaba incluido en el texto aprobado por la 
Cámara de Representantes y que no obtuvo la mayoría nece- 
saria en la Comisión respectiva del Senado. 


(Texto del numeral 3 aprobado por la Cámara de Repre- 
sentantes: 


“3, - Mientras el Instituto Nacional del Menor no 
informe a la Suprema Corte de Justicia de la existen- 
cia de respuestas adecuadas, particularmente locativas, 
para la reeducación de los menores a que hace referen- 
cia esta disposición, los Jueces Letrados de Menores 
podrán disponer la internación en establecimientos de 
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alta seguridad de menores mayores de dieciséis años, 
en lugares separados de los reclusos mayores de edad, 
cuando los mismos hayan cometido actos descriptos 
en el Código Penal como delitos de homicidio doloso, 
lesiones dolosas graves o gravísimas, violación, se- 
cuestro, extorsión o rapiña en cualquiera de sus moda- 
lidades. 


A tales efectos. el Instituto Nacional del Menor 
informará semestralmente a la Suprema Corte de Justi- 
cia el estado de los establecimientos destinados a me- 
nores infractores a los que se aplican medidas de 
seguridad y las posibilidades de reeducación con que 
cuentan los mismos. 


El local destinado a reclusión dentro del estableci- 
miento quedará bajo la responsabilidad del Instituto 
Nacional del Menor, correspondiendo al personal del 
Ministerio del Interior la seguridad perimetral del mis- 
mo, pudiendo ingresar toda vez que sea requerido. 


Se adoptarán las medidas para evitar el contacto 
con los reclusos mayores de edad. 


Además podrán disponer las medidas previstas en 
el artículo 124 de este Código y artículo 40 numeral 4* 
de la convención Internacional de los Derechos del 
Niño”.) 


SEÑOR CID. - Pido la palabra para ocuparme del tema. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID. - Señor Presidente: en nombre de la banca- 
da de Asamblea Uruguay, queremos dejar constancia de que, 
a diferencia de lo que será nuestra postura con respecto a los 
restantes artículos del Proyecto de Ley, no vamos a acompa- 
far con nuestro voto el numeral 3. 


Voy a explicar las razones que hacen que hayamos varia- 
do la posición sustentada en la Cámara de Representantes. Se 
recordará que allí el Doctor Orrico, representante de nuestro 
sector político, y el Doctor Díaz Maynard, perteneciente al 
Encuentro Progresista, actuaron intensamente para mejorar 
un Proyecto de Ley que, decididamente, no era apoyado por 
el Frente Amplio. Por su parte, los delegados del Partido 
Colorado y del Partido Nacional aceptaron muchos de los 
condicionamientos planteados por nuestros compañeros, todo 
lo cual estableció una suerte de compromiso de nuestro sec- 
tor para con el Proyecto de Ley que, sin duda, fue mejorado a 
raíz de las modificaciones admitidas por todos las sectores. 


No obstante lo expuesto, a partir de las expresiones verti- 
das por los Directores del INAME en Comisión, quienes ma- 
mifestaron -sin vacilación- que la capacidad del Instituto en 
este momento era suficiente para albergar a los menores in- 
fractores y, también, en función de que en filas de los secto- 


CAMARA DE SENADORES 


6 de Julio de 1995 


res políticos que negociaron con nosotros la modificación del 
Proyecto de Ley, se produjeron deserciones en cuanto al apo- 
yo a dar a este numeral 3 del artículo 25, creemos que las 
condicionantes que amparaban nuestra postura a favor de este 
texto, han desaparecido. 


En consecuencia, no vamos a acompañar con nuestro voto 
los numerales 3 y 5, que guardan relación entre sí. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: lamentamos que 
no se mantenga la votación y los resultados obtenidos en la 
Comisión de Constitución y Legislación. 


Creemos que esta es una disposición que realmente altera 
algo que tiene que ver con lo conceptual en materia de la 
inimputabilidad de los menores, por más que ello no se esta- 
blezca en los restantes aspectos del Proyecto de Ley. Induda- 
blemente, el tema de la reclusión tiene una enorme 
trascendencia, más aun con el sistema de cárceles que existe 
en nuestro país y las condiciones negativas que fueron plan- 
teadas aquí y reconocidas en el día de ayer. Internar a un 
inimputable en el mismo lugar de reclusión que están los 
imputables, a mi juicio, constituye una alteración grave del 
régimen de inimputabilidad, 


Me voy a referir ahora a algunas de las cautelas plantea- 
das en este artículo como para, de alguna manera, justificar- 
lo. La primera de ellas, que refiere a la accidentalidad, que 
depende de que el Instituto Nacional del Menor nos informe, 
hoy no tiene sentido, en tanto que en el seno de la Comisión, 
Jueces de Menores -que son las personas más adecuadas para 
calificar las garantías en la materia- sostuvieron que el esta- 
blecimiento La Tablada, que habían visitado. reunía tas dos 
condiciones: de seguridad y de reeducación. Esta última es 
un elemento muy importante que hay que tener en cuenta y 
que de ninguna manera está presente en los establecimiento 
para mayores. Justamente, al negar la posibilidad de reeduca- 
ción se viola un sentido propio del tratamiento especial de 
los inimputables. Por otra parte, el señor Presidente del INA- 
ME manifestó que para cumplir esta tarea era necesario dis- 
poner de recursos. 


La otra garantía de la que se hace caudal para dar lugar a 
esta disposición es que se habla de lugares separados de los 
reclusos mayores de edad. Ayer cité la anécdota lamentable 
invocada por un Juez respecto a menores que serían com- 
prendidos por esta disposición, quienes denunciaban que iban 
a ser las novias de los presos mayores de edad. Todos cono- 
cemos lo que ha sido el “peaje sexual” en las cárceles y, 
también, que estas disposiciones que deben ajustarse a la 
práctica, tienen el defecto del funcionamiento de la realidad. 
Entonces, afincar un cambio en este tema de la inimputabili- 
dad en una circunstancia librada a un funcionamiento que 
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debe modificarse, es introducir un elemento que, evidente- 
mente, carece de fuerza, de contundencia. 


Por ese motivo, al mismo tiempo que lamentamos que se 
introduzca este aditivo, reiteramos toda la fundamentación 
que hicimos sobre este tema en el día de ayer y que también 
formularon otros señores Senadores, como el Doctor Santoro. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Señor Presidente: brevemente, voy a 
exponer la razón por la que voy a acompañar este aditivo. 
Deseo aclarar que no he participado del trabajo de la Comi- 
sión especializada y no poseo, además, los conocimientos ni 
la experiencia personal que tienen distintos Legisladores que, 
en su calidad de abogados, han desempeñado tareas mucho 
más cercanas a estos temas que quien habla. Debo expresar 
que desde hace muchos años estoy alejado de estos asuntos, 
aun cuando comencé mis actividades junto con el entonces 
Doctor Washington Abdala en la Defensoría de Oficio, opor- 
tunidad en la que tuve alguna vinculación a estos problemas 
que, en mayor o menor medida, son conocidos por todos, 


En forma reiterada, aquí se ha hablado de que los jueces 
han dado sus opiniones con respecto a qué es lo conveniente 
y qué es lo que no. No dudo que la opinión de los jueces 
siempre es importante, al igual que la de los profesores y la 
de todas las personas, pero al final uno debe tomar una deci- 
sión y debe hacerlo con su cabeza y de acuerdo con su mane- 
ra de pensar. De todos modos, me quedo tranquilo porque 
veo que son los Jueces quienes están en contra de que esto se 
procese como está establecido en el numeral 3. Según esta 
disposición, le damos competencia a los Jueces de Menores 
para que tomen la determinación, y ellos, leales con su mane- 
ra de pensar aquí expresada, no van a habilitar este camino, 
porque son los Jueces Letrados de Menores quienes podrán 
disponer la internación. Si los Jueces son garantía para dar 
una opinión, también lo son para determinar si este procedi- 
miento debe o no ponerse en práctica. 


Por otra parte, el señor Senador Sarthou ha señalado un 
hecho que todos conocemos, que refiere a las formas de vida 
a nivel carcelario, que no son recientes ni propias de nuestro 
país y que, lamentablemente, se viven en los distintos lugares 
del mundo desde hace mucho tiempo, en mayor o menor 
grado, en todos los institutos de reclusión. 


Se ha dicho por parte de los representantes del INAME 
que el número de menores que están sometidos a reclusión 
por distinto tipo de delitos, promedialmente, no es mayor a 
200. Mientras tanto, la cifra de menores a que estamos ha- 
ciendo referencia es más pequeña. Por ello, si se dan las 
condiciones que se establecen en esta norma, en cuanto a la 
naturaleza de las personas que podrían ser afectadas por ella, 
a lo que se agregan los requisitos de vigilancia y de manejo 
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de estas situaciones, sería más peligroso permitir la convi- 
vencia de los menores en cuestión con el resto de los reclusos 
menores. Esos menores pueden causar más daño a los otros, a 
quienes se les obligaría a residir conjuntamente en el estable- 
cimiento de La Tablada, que el que supuestamente puedan 
recibir de los mayores, de los que es posible sean apartados 
en función de que son muy pocos. Como sabemos, se trata de 
menores que han llegado a un grado de violencia y peligrosi- 
dad, que los hace más perjudiciales para el resto de sus pares 
que para las personas mayores, 


Entonces, si realmente queremos proteger a los menores 
que están en infracción, debemos resguardarlos del contacto 
con otros menores que, en función de circunstancias de la 
vida, provocan más daño a la hora de convivir con ellos que 
el que pueda causar su separación. Si es posible, debemos 
procurar un establecimiento carcelario intermedio para este 
grupo reducido de personas, llamados jurídicamente meno- 
res, pero que lamentablemente proceden muchas veces peor 
que los mayores. Además, los reclusos en algunos estableci- 
mientos carcelarios podrían sentirse poco deseosos de vivir 
junto a esta clase de menores, que realmente son más peli- 
grosos «por la forma en que han actuado- que la mayor parte 
de los presos mayores de edad, 


En síntesis, en aras de proteger al resto de los menores, 
voy a votar a favor de esta disposición, que incluye una serie 
de limitaciones y que, en resumidas cuentas, las deja en ma- 
nos de los Magistrados de Menores, quienes se supone son 
personas que conocen el tema mucho más que nosotros, por 
lo que podrán dictaminar en cada caso y según cada persona 
cuándo corresponde o no que se haga jugar esta disposición. 


SEÑOR MICHELINI - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI. - Señor Presidente: se nos ha dicho 
que votar este artículo afirmativamente no tiene sentido, por- 
que tanto los Jueces como los representantes del INAME 
señalan que, en estas circunstancias, no sería necesaria la 
aplicación de la norma, por lo que ella tendría un carácter 
neutro y ningún efecto. En virtud de que el INAME está en 
condiciones de atender a los jóvenes que han cometido deli- 
tos graves, esta disposición no tendría razón de ser. Además, 
si los Jueces no los van a internar según este tipo de mecanis- 
mo, reitero, el artículo sería neutro. Entonces, no existirían 
problemas y todos tendríamos las debidas garantías; aquello 
que dicen que va a suceder, no pasaría. 


El problema radica en que se expresa que esta disposición 
viola algunos principios elementales. Deseo aclarar que la 
intención de actuar en ese sentido está muy lejos del partido 
que integro y de mi persona. Se dice que este artículo va a 
generar una serie de defectos y gravísimas situaciones para 
los menores, lo que está muy lejos de mi opinión y de mi 
conciencia, La cuestión, señor Presidente, es que quien habla 
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no escribió esta norma, sino que fue redactada por represen- 
tantes del Encuentro Progresista, tratando de evitar una situa- 
ción que en algún momento va a suceder en el Uruguay y 
que, concordando con la opinión del Representante Nacional 
Daniel Díaz Maynard, aspiro a que no ocurra. Estoy pensan- 
do en la posibilidad de que un día, en lugar de respetar el 
estado de Derecho, se genere una situación de hecho y se 
internen menores en las cárceles de mayores. No solo se está 
en contra de las garantías necesarias del propio estado de 
Derecho, del INAME y de los Jueces, sino que son los mayo- 
res quienes nos piden a gritos que ello no suceda, ya que le 
tienen temor a ese pequeño grupo de menores que han come- 
tido gravísimos delitos. La circunstancia planteada por el se- 
ñor Senador Sarthou es verdadera cuando hablamos del 
universo general de los menores, pero cuando hablamos de 
este grupo en particular, debemos admitir que se genera pa- 
vor y terror en los delincuentes mayores, quienes piden que 
se los aleje de hombres de 16 6 17 años con inestabilidad 
emocional, porque son imprevisibles y provocan todo tipo de 
distorsiones en una ya desvirtuada vida penal, 


Deseo expresar que estoy de acuerdo con el señor Repre- 
sentante Nacional Daniel Díaz Maynard, porque se dan las 
garantías necesarias al país a través del INAME y de los 
Jueces y porque, además, la custodia de los menores no esta- 
ría vinculada al Ministerio del Interior sino al de Educación y 
Cultura, mediante e] INAME. Como sabemos, este Instituto 
cuenta con gente preparada y especializada, que determinará 
el destino de los menores, siempre que resuelva que no está 
en condiciones de custodiarlos en otras dependencias que no 
sean las que habilita esta propia disposición. Si esta norma 
hubiera existido con anterioridad, nos habríamos evitado to- 
dos esos días que un cierto número de delincuentes jóvenes 
tuvo que soportar en la cárcel de Miguelete, declarada como 
infrahumana por parte de la Justicia y del Parlamento de este 
país. 


Entonces, tener sensibilidad significa ver la realidad y 
legislar con responsabilidad, pero no negándola. Si lo hicié- 
ramos sería como dejar que pasen las cosas más allá de noso- 
tros. Estoy absolutamente en contra de que se baje la edad de 
los menores para penarlos y entiendo que normas como ésta 
van a defender mi posición. En ese sentido, la sociedad busca 
y encuentra mecanismos creativos para evitar que jóvenes 
que han incurrido en delitos graves vaguen por las calles de 
nuestra ciudad, volviendo a cometerlos. Por lo tanto, hay que 
proteger un derecho superior a la vida que es el de los ciuda- 
danos comunes y corrientes. En muchas oportunidades estos 
menores internados en instalaciones no adecuadas se esca- 
pan, vuelven a delinquir y en esas circunstancias todos nos 
asombramos cuando muere una vendedora O un taxista en 
manos de ellos porque no hemos encontrado los mecanismos 
necesarios para que el país esté seguro. En consecuencia, 
defiendo la postura del señor Representante Díaz Maynard 
porque siento que está dando respuestas creativas para prote- 
ger todos los derechos que es necesario preservar. 


(Apayados) 
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-Ojalá este artículo no se aplique nunca, y espero que se 
entienda que no estoy legislando con alegría. pero si se tuvie- 
ra que llevar a la práctica dos años después, y me dieran las 
razones de que se está haciendo mal, que el INAME actúa 
con ineptitud, con falta de capacidad o que la Justicia proce- 
de negligentemente, estudiaríamos nuevamente el problema. 
En ese sentido, nadie está legislando por los siglos de los 
siglos. pero quiero tratar de preservar un bien mayor, conte- 
niendo a los menores infractores peligrosos, a los efectos de 
darle tranquilidad a la sociedad en cuanto a que no ocurran 
este tipo de delitos. Asimismo, intentaríamos evitar que el 
día de mañana se disminuya la edad para penalizarlos porque 
siguen delinquiendo. Este artículo defiende mi posición. En 
ese sentido, ¿con qué cara dentro de dos años, después de una 
serie de faltas gravísimas e incluso asesinatos, vamos a de- 
fender que no se baje la edad para penalizar? ¿Cómo podre- 
mos defender con fuerza y convicción esa idea si la sociedad 
no ha logrado preservar y contener a los menores infractores? 
No se me diga que ellos no existen, porque ahí están. Ojalá 
no se tengan que usar estas instalaciones y podamos reedu- 
carlos con tratamientos adecuados, buscando otro tipo de me- 
canismos. 


SEÑOR BERGSTEIN. - ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR BERGSTEIN. - En apoyo de lo que está diciendo 
el señor Senador quiero decir que en los orígenes de esta 
disposición estaba muy claro el deseo de preservar intangible 
el principio de la no imputabilidad penal para menores de [8 
años. Principio, digo, que muchas veces se puso en jaque. y 
quienes acompañamos a la Doctora Reta a lo largo de años 
en una lucha inclaudicable en defensa del mismo, entendi- 
mos que esta fórmula era excelente, pero para una situación 
muy acotada en su número y calidad por las razones que tan 
elocuentemente ha expuesto el señor senador Michelin. 


Quiero aprovechar el uso de esta interrupción para decir 
lo que nosotros veíamos y vemos en esa disposición o seu, 
una defensa del principio de la imputabilidad penal. tal como 
está consagrado en nuestro Derecho positivo, frente al ja- 
queamiento que el mismo tiene, inspirado en motivaciones 
de defensa social. Por lo tanto, también debemos tener en 
cuenta la defensa social y por ello decíamos en el día de ayer 
que creíamos que esta fórmula es pragmática. realista y cons- 
tructiva y más adelante veremos el ámbito de aplicación que 
tendrá. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Michelini. 


SEÑOR MICHELINI. - Me han hecho la aclaración de 
que el señor Representante Díaz Maynard no sería del Frente 
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Amplio, sino del'En£uentro Progresista. Al respecto, quisiera 
decir que aquí se presentaron cuatro lemas electorales, cada 
uno de los cuales profesaba una misma idea y bajo esas 
banderas llevaron adelante determinados principios, más allá 
de toda discusión. Dichos principios se traslucen en la prácti- 
ca o sea, en las leyes, expresiones públicas, actos políticos y 
tomas de decisiones. Pero en este caso, estoy de acuerdo con 
el señor Representante Díaz Maynard porque ve la realidad, 
no pretende negarla y trata de darle una respuesta no en 
perjuicio de los menores, sino salvaguardando lo más precia- 
. de de ellos mismos, dándoles otra oportunidad en algún mo- 
mento. Sin embargo, para ello se debe evitar que se baje la 
edad para penalizar, y eso es lo que estamos buscando. Por 
supuesto que para evitar esto es necesario contener a los 
menores para que no sigan tolerando situaciones gravísimas 
en la sociedad uruguaya. Esto es clarísimo y no se puede 
acusar al señor Representante Díaz Maynard de que quiere 
perjudicar a los menores, creando un mecanismo para lograr 
que estos infractores nunca más vuelvan a reinsertarse en la 
sociedad civil. Por el contrario, es de los hombres del Parla- 
mento que más ha estudiado el tema; es una persona que sabe 
y conoce la situación penal y carcelaria porque se ha dedica- 
do desde hace seis años a ello. Al respecto, ha escrito artícu- 
los, se le han realizado reportajes y ha estado en todas las 
Comisiones vinculadas al tema. Por lo tanto, ahora no se 
puede decir que improvisa. 


Personalmente considero que este artículo mejora las con- 
diciones para que existan posibilidades futuras respecto a la 
reinserción de menores en la sociedad. Pero si éste no actuara 
como contención final -en la medida en que los Jueces y el 
INAME así lo consideren- lamentablemente la discusión para 
bajar la penalización de los menores se volvería a poner en el 
tapete y, contra mis principios y opiniones, la sociedad uru- 
guaya podría en ese caso darle cabida, lo que sería muy malo 
para el conjunto de los uruguayos. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Las intervenciones que se están 
dando en Sala me obligan a hacer una especie de historia de 
la creación de este inciso. Cuando a comienzos de este año, 
antes de la asunción del actual Gobierno, en una comisión 
cuatripartita se estudió este tema de la seguridad pública o 
ciudadana -o como se le quiera llamar- se llegó a algunos 
acuerdos. En aquella oportunidad, los delegados del Encuen- 
tro Progresista y del Frente Amplio fueron el Doctor Díaz 
Maynard -que pertenece al Encuentro Progresista, proviene 
del Partido por el Gobierno del Pueblo y conformó una lista 
común con el Doctor Nin Novoa y todos sabemos cuánto 
conoce sobre el tema- y el Doctor José Díaz, cuando se llegó 
a una resolución final, dejaron constancia de su discrepancia 
total con el mecanismo que se planteaba en esos acuerdos de 
internar a menores infractores de 18 años en locales destina- 
dos a encarcelar a delincuentes mayores. Eso está clarísimo, 
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pero me veo obligado a decirlo porque aquí se ha hecho un 
discurso donde las tres cuartas partes de la cuestión gira en 
torno a que se vota esto porque lo hizo un Legislador del 
Frente Amplio. En realidad, si estoy de acuerdo con una 
cosa, la voto por eso y no porque la propuso, por ejemplo, un 
Legislador del Frente Amplio, del Partido Colorado, del En- 
cuentro Progresista o del Partido Nacional. 


También ahora queda claro que hay otra historia en la 
cual no he participado, en el sentido de que esto es producto 
de una transacción entre los que querían rebajar la imputabi- 
lidad a los 16 años y los que se oponían. Entonces, como 
solución intermedia se propone encerrarlos más para tener la 
garantía de que no se van a escapar y para eso los vamos a 
poner junto a los mayores porque hay más seguridad que en 
otros lugares. 


Se trata de una solución intermedia para no bajar la impu- 
tabilidad a los 16 años. Por el contrario, pienso que uno 
realmente debe estar de acuerdo en que la imputabilidad no 
debe bajarse a los 16 años. así como tampoco es bueno en- 
carcelar a los menores infractores junto a los defincuentes 
mayores. De modo que si estamos de acuerdo con ese princi- 
pio, no votamos una cosa ni la otra. Pero resulta sumamente 
elocuente que se nos informe que esto es producto de una 
transacción entre quienes sostenían que debía rebajarse ta 
imputabilidad y quienes sostenían lo contrario. A mi juicio, 
estos aspectos son totalmente diferentes, aunque esclarecen 
el debate político. 


En definitiva, creo que lo que está en juego es un tema de 
mensajes a la sociedad. Cabe recordar que los menores in- 
fractores peligrosos están todos juntos y no socializados con 
las menores que no lo son, es decir que no están recluidos 
con los niños de 12 ó 14 años que atiende el INAME, sino en 
lugares especialmente destinados a ellos. Precisamente, a esos 
efectos se construyó La Tablada. Por lo tanto, que no se nos 
diga que es bueno llevar a esos menores a establecimientos 
carcelarios de mayores para que, de ese modo, ño contagien a 
los otros menores, ya que actualmente están separados de 
ellos. De manera que se parte de un dato erróneo, quizá por 
falta de información, aunque eso ya está hecho. 


En ese sentido, debemos señalar que se parte del supuesto 
de que, por ejemplo, COMCAR y el Penal de Libertad son 
más seguros que La Tablada. Se ha comprobado -así lo ha 
dicho el INAME y, asimismo, existen datos estadísticos- que 
se escapa más gente de COMCAR y del Penal de Libertad 
que de los establecimientos donde están detenidos los meno- 
res infractores. 


Por lo tanto, si esa es la opinión del INAME y hay datos 
al respecto ¿para qué vamos a incluir esta disposición? Creo 
que, al respecto, hay un mensaje destinado a aquella parte de 
la sociedad que se le dice que el gran tema son los menores 
con desequilibrio mental o que tienen tal o cual problema, 
que son tremendamente peligrosos, por lo que si se adoptan 
tales medidas se habrán de eliminar los inconvenientes que 
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ocasionan. No obstante ello, pensamos que seguirá habiendo 
menores con desequilibrio mental, que seguirán pegándole 
tiros a los taxistas indefensos o acuchillando y degollando a 
una muchacha en algún barrio, aunque tengamos las cárceles 
más seguras. Decimos esto, porque la solución de esos pro- 
blemas no depende de que las cárceles tengan mayor grado 
de seguridad, ya que la inseguridad radica en el sistema so- 
cial que los forma y reproduce constantemente. Esto es, jus- 
tamente, lo que afirma la gente especializada en estos temas. 


Por tales razones, queremos decir que al votar este Pro- 
yecto de Ley en general, así como también muchas de sus 
disposiciones, no lo hacemos con agrado porque es una nor- 
ma unilateral, ya que pone énfasis casi exclusivamente en la 
pena. El artículo que estamos considerando es una de las 
disposiciones que tiene esa finalidad, 


Además, sé que aunque se vote esta disposición, si hay 
jueces que tienen un criterio equilibrado sobre los menores, 
no habrán de recurrir a la utilización de estos procedimien- 
tos. Sin embargo, esos Magistrados también son seres huma- 
nos, sufren presiones y habrá conmociones porque con este 
Proyecto de Ley no se detendrá la delincuencia ni a los me- 
nores infractores peligrosos, ya que ellos no leen el Código, 
tampoco la Ley, por lo que no conocen la gravedad de la 
pena en que van a incurrir cuando cometan delitos, Decimos 
esto porque, entre otras cosas, muchos de ellos ni siquiera 
saben leer. 


El procedimiento de encarcelar a esos menores en esta- 
blecimientos destinados a mayores, traerá como consecuen- 
cia que se catalogue como un mecanismo de prestigio dentro 
de su medio social criminal el poder estar preso en esos 
lugares, ya que eso les da como un postgrado en la criminali- 
dad. Esto lo han señalado los representantes de SERPAJ, lo 
que me parece un dato muy elocuente, porque responde a la 
realidad. 


Reitero que esta medida es absolutamente negativa, aun- 
que más lo son ciertas fundamentaciones cargadas de inten- 
cionalidad política. Pienso que esto no se debe votar 
simplemente porque lo haya planteado el señor Representan- 
te Díaz Maynard, que no lo hizo, sino que, seguramente, trató 
de corregir las aristas más nocivas. Quiero aclarar que quien 
envió esta disposición es el Poder Ejecutivo, incluso en for- 
ma mucho más dura y en la Cámara de Representantes se 
trató de corregir este texto, Pero no solo el Representante 
Díaz Maynard intervino en la redacción de la solución sino 
también otros señores Legisladores como, por ejemplo, el 
señor Representante Orrico. 


En definitiva, aunque se hubiera buscado una solución 
que atenuara el impacto de la redacción inicial de ta norma 
enviada por el Poder Ejecutivo, creo que no es buena y que 
no ayuda. Incluso, sería mejor que no se incluyera, no solo 
porque no responde a la realidad social para corregirla sino 
porque, además, en el futuro puede funcionar como un gatillo 
que dispare situaciones incontrolables. 
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Por las razones que hemos expuesto, no vamos a votar 
esta disposición, no porque estemos en desacuerdo con que 
se mejore la seguridad de la gente sino porque somos partida- 
rios de que existan mecanismos mucho más aptos para con- 
trolar a los menores infractores y se otorguen mayores recursos 
al INAME. Precisamente, el Director de dicho Instituto ex- 
presó que se necesitan más recursos para poder atender la 
resocialización de los menores. Sin embargo, parecería que 
es mucho más fácil dictar una norma que incremente las 
penas, ya que no tiene costo; lo otro sf lo tiene, es decir, dar 
recursos al INAME y a las escuelas de tiempo completo para 
impedir que se formen menores infractores, incorporar nue- 
vos macstros de calle y gente que trabaje en los barrios mar- 
ginales. Reitero que una norma jurídica no tiene costo, porque 
una vez aprobada en el Parlamento comienza a aplicarse, 


Digo una vez más que nos parece absolutamente negativa 
la inclusión de esta norma, Estábamos muy contentos con el 
hecho de que en la Comisión hubiera existido una mayoría 
contraria a esta disposición. Parece insinuarse que no la ha- 
brá en esta oportunidad, por lo que deberemos atenernos a la 
sensatez, al equilibrio y la abnegación de los Jueces de Me- 
nores y de la gente que trabaja con ellos -como, por ejemplo, 
los Defensores de Menores y los Inspectores- que es muy 
grande pese a las dificultades existentes y que, muchas veces, 
es puntal de una política que se practica sin los medios nece- 
sarios y suficientes. 


SEÑOR GANDIN!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


dor. 


SEÑOR GANDIN]I. - Señor Presidente: hemos votado en 
general este Proyecto de Ley, así como también Jos artículos 
en la discusión particular, del mismo modo que lo haremos 
con este aditivo que fue aprobado en la Cámara de Represen- 
tantes. Y lo haremos, porque en aquella etapa participamos 
con los señores Legisladores de nuestro sector que trabajaron 
en la Comisión que analizó esta norma y que escuchó la 
opinión de los especialistas en la materia. A su vez, en el 
seno interno de nuestro sector adoptamos una decisión afir- 
mativa en ese sentido. Somos conscientes de que esta solu- 
ción es imperfecta aunque, en términos generales y en 
particular este artículo es más perfecto que la medida que 
existe en la actualidad. 


Hay varias razones que nos llevan a dar nuestro voto 
afirmativo. Hemos escuchado la opinión particular o corpora- 
tiva de distintos grupos que trabajan con jóvenes. Personal- 
mente, también lo hemos hecho durante buena parte de nuestra 
vida y lo seguiremos haciendo. Sin embargo, creemos que 
este tema se ha sobredimensionado. Existen diversos motivos 
en los que podemos apoyarnos para sostener que este artículo 
no es grave para los jóvenes en general, porque tiene varias 
limitantes importantes. 
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Una de ellas es la que expuso el señor Senador Batlle, en 
el sentido de que serán los Jueces de Menores -quienes están 
empapados en la materia- los que determinarán qué jóvenes y 
en qué casos deberán ir a los establecimientos antes citados, 


Otra de las limitantes es la que dice relación con el Insti- 
tuto Nacional del Menor y la Suprema Corte de Justicia que 
es quien debe determinar cuándo aquél cuenta con la capaci- 
dad locativa adecuada para albergar a estos menores. En el 
momento en que esa condición se cumpla, este artículo per- 
derá sentido y desaparecerá el tema de preocupación. 


Por otra parte, se está hablando de menores que hayan 
cometido determinada clase de delitos graves. Nos parece 
que todo esto se ha sobredimensionado, señor Presidente por- 
que, en realidad, este artículo se ha previsto para casos muy 
excepcionales. Aclaro que lo voy a votar en el único entendi- 
do de que esta norma está prevista para aquellas situaciones 
en las cuales la opinión pública se vea conmocionada por 
hechos de violencia que trasciendan y generen situaciones de 
inseguridad en la población. Debo recordar que ya hemos 
pasado por algunos casos de esa naturaleza, en los cuales 
algunos menores generaron esa sensación. 


En esta oportunidad, estamos otorgando un recurso, y el 
Juez valorará si es conveniente aplicarlo para dar tranquili- 
dad a la opinión pública mediante la reclusión de un menor 
que cometió un delito grave, seguramente en forma reinci- 
dente, y que -quizás por la forma en que el tema es conocido 
por la población- generó intranquilidad en la sociedad. 


Tai como decía el señor Senador Batlle, los menores in- 
fractores son pocos, aunque lamentablemente al INAME se 
lo sigue reconociendo como un organismo que se ocupa solo 
de ese tema, cuando la mayoría de los jóvenes que atiende 
nada tienen que ver con infracciones. 


Entonces, si bien son pocos los infractores, son menos 
aún los peligrosos, y quizás ninguno llegue a ser recluido en 
estos establecimientos. Pero, de todos modos, estamos otor- 
gando un instrumento más al Juez para que determine en qué 
momento puede utilizarlo, si es que se genera conmoción o 
una sensación de inseguridad en la población. 


Quiero señalar, además, que la solución del problema de 
fondo depende también de nuestro esfuerzo y, en ese sentido, 
comprometo desde ya el mío sí ello es necesario. Aquí se ha 
dicho que no lo será, en cuyo caso la Suprema Corte de 
Justicia valorará y tomará en cuenta todos estos elementos a 
fin de eliminar los efectos de este artículo. En cambio, si se 
requiere nuestro esfuerzo, en la Comisión de Presupuesto trata- 
remos de resolver el problema de fondo, dotando al INAME de 
un pequeño establecimiento de alta seguridad y bien vigila- 
do, al que puedan destinarse estos menores. 


Considero que mientras no alcancemos esa solución de 
fondo, ésta es mejor que la que existe actualmente. 
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Por último, no puedo pasar por alto ni permitir que aquí 
se diga que quienes votamos esta norma estamos incidiendo, 
de alguna manera, en la rebaja de ta edad de la imputabili- 
dad. No es así; somos absolutamente contrarios a ello en este 
caso, y también en otros, en los cuales quiere pasarse por la 
ventana lo que no entra por la puerta. Por ejemplo, hace 
pocos días se presentó un Proyecto de Ley sobre un tema 
aparentemente trivial, como es el otorgamiento de la licencia 
de conducir a menores de 16 años; sin embargo, en el texto 
también se establecía la responsabilidad cuando, en uso de 
dicha licencia, se cometen hechos dolosos o culposos. Es 
decir que se pretendía introducir por la ventana la rebaja de 
la edad de la imputabilidad. En ese caso, como en cualquier 
otro, siempre estaremos en contra. 


Creemos que este artículo en particular nada tiene que ver 
con la imputabilidad, y este tema -que cada poco tiempo es 
objeto de algunos empujes sociales que hacen peligrar lo que 
constituye un valor nacional bien establecido pero que, algu- 


_ has veces, ha estado en cuestión- peligra cuando -tal como 


decía el señor Senador Michelini- algún joven afecta la sensi- 
bilidad de la gente, que llega a encontrar en medidas de ese 
radicalismo -como ocurre, por ejemplo, cuando escuchamos 
hablar de la pena de muerte- el único mecanismo de defensa 
para la seguridad propia y de su familia. 


Con el objetivo de que todas estas cosas no sucedan, esta- 
mos votando este artículo que nos da la tranquilidad y la 
garantía de que será empleado solamente cuando se cumplan 
estos elementos, es decir, cuando se cuente con un local 
aceptado por la Suprema Corte de Justicia y cuando sean los 
Jueces quienes dispongan su utilización en cada caso. Es con 
esas limitantes que lo votamos con total tranquilidad y abso- 
luta conciencia, porque pensamos que es mejor y más perfec- 
to que la situación que actualmente tenemos. 


SEÑORA ARISMEND!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI. - En primer lugar, quiero referir- 
me a algo que, siendo cuidadosa, calificaría de poca' delica- 
deza política, ya que se trata de invocar, interpretar y relatar 
el accionar de un Legislador que, como no pertenece a esta 
Cámara, no está en condiciones de precisar sus opiniones y 
actitudes en el momento de ser aludido. Personalmente. no 
voy a responder por tas acciones y actitudes del señor Repre- 
sentante Díaz Maynard, porque considero que su estatura po- 
lítica, intelectual y moral no admitirían, en todo caso, que 
quien habla fuera la portavoz de algo que él puede hacer por 
sí mismo. Pero, me parece que eso es de política menor, y 
quiero decirlo con toda claridad. 


En una Cámara que se ruboriza, como lo hizo ésta hace 
pocas horas a raíz de algunas declaraciones puntillosas del 
señor Senador Korzeniak, no corresponde efectuar esta clase 
de alusiones y, con mayor razón, cuando estamos tratando un 
tema de esta trascendencia y profundidad. 
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En segundo lugar, con relación al tema que estamos con- 
siderando, creo que este aditivo ha mejorado sustancialmente 
aquel artículo inicial y cruel que figuraba en la propuesta del 
Poder Ejecutivo. 


En el día de ayer, en la discusión general, dije algo que 
quiero recalcar hoy de modo especial. Me refiero a que sien- 
to inquietud por la forma en que se ha venido procesando 
este tema, pero me preocupan mucho más las argumentacio- 
nes que se han vertido en Sala, por lo que trasmiten e impli- 
can como filosofía de vida, como sensibilidad desde el punto 
de vista de los Legisladores. De manera muy simple debo 
decir que esas manifestaciones están dando a entender que, 
aparentemente, lo que debemos hacer para resolver el proble- 
ma es eliminar a aquellos que han cometido delitos. Sin em- 
bargo, tal como decía el señor Senador Gargano, la sociedad 
va a seguir produciéndolos en tanto las causas, no solo no se 
solucionen, sino que se agraven en virtud de algunas medidas 
que hemos tomado, inclusive, en esta Legislatura. Ellas ha- 
cen que la vida de la gente sea cada vez peor, lo que generará 
cada vez más delincuencia. 


Naturalmente, también daremos nuestro apoyo cuando sea 
necesario votar recursos para locales de encierro, pero prefe- 
riríamos estar trabajando y pensando colectivamente de qué 
manera tomamos las medidas para actuar sobre las causas y, 
al mismo tiempo. sobre el fenómeno social, sicosocial y eco- 
nómico que abarca este tema. 


En última instancia -y digo esto con mucha sinceridad; 
los colegas del Cuerpo sabrán disculparme- cuando escucho 
algunas argumentaciones. haciendo un razonamiento lógico 
de esos planteamientos. me parece que la conclusión es que 
lo más barato de todo -inclusive, más que una modificación 
del Código Penal- es comprar una bala con la cual eliminar el 
problema. 


Considero que aquí está implícita una filosofía que, a 
medida que escucho determinadas argumentaciones, me pre- 
ocupa más que la propia modificación del Código Penal plan- 
teada. 


Personalmente, respeto mucho el proceso de elaboración 
y transformación de esta iniciativa en la Cámara de Repre- 
sentantes, porque creo que se ha realizado un esfuerzo impor- 
tantísimo que, de alguna manera, fue señalado por el señor 
Senador Gandini. Aclaro que no estoy de acuerdo con el 
resultado final, y por eso voy a votar en contra. Pero insisto 
en que me preocupa, me indigna y me angustia la filosofía 
que trasuntan algunas de las afirmaciones que se hicieron en 
Sala defendiendo esta modificación del Código Penal. Reite- 
ro, eso me parece más grave que el hecho en sí de la modifi- 
cación 


Por suerte, po una tradición y por una formación de este 
país, estoy convencida de que los Jueces van a hacer honor a 
su nivel profesional y a lo que es su contacto con la realidad. 
Ese es un elemento fundamental porque. en definitiva. lo que 
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aquí falta es, en muchos casos, contacto con esa realidad 
cotidiana de miseria, de dificultades y de familias desintegra- 
das, que son las que producen el grueso de los delincuentes 
que tenemos. Pero también tenemos a aquellos cuyas accio- 
nes ho son producto de la situación socioeconómica general 
del país, sino que tienen que ver con sicopatologías. Para 
esas personas necesitamos tratamientos adecuados, que no 
pasan por agregar elementos de inseguridad y miedo a la 
gente. Creo que estaríamos dando un falso mensaje a la po- 
blación si decimos que al encerrar a esos delincuentes se van 
a terminar sus inseguridades y sus miedos. Repito que eso es 
falso porque los miedos e inseguridades no van a desapare- 
cer, ya que las mismas causas que produjeron estos delin- 
cuentes van a seguir generándolos, sobre todo en un país que 
deteriora cada vez más su nivel de vida, sus posibilidades de 
trabajo, de techo, de educación y de salud. ¿Qué vamos a 
hacer? ¿Seguiremos agregando artículos al Código Penal en 
lugar de ir resolviendo los problemas de fondo que tenemos 
para abordar? 


Pido disculpas, señor Presidente, por el apasionamiento 
que pongo al referirme a este tema pero, en general, es el 
mismo que he puesto siempre en mi trabajo y en mi militan- 
cia política. En definitiva, es un apasionamiento en defensa 
de la vida, de la transformación de la gente, y en pensar que 
es posible creer en la gente y en el cambio de la sociedad. Se 
trata de no trabajar en contra de eso y luego, supuestamente. 
atacar los males que nosotros mismos producimos. 


SEÑOR CID. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID. - A todos los que estamos aquí presentes 
nos tocó trabajar el verano pasado muy intensamente en dis- 
tintos ámbitos, y en ellos estuvimos tanto el Frente Amplio 
como el Encuentro Progresista. 


Podemos ser categóricos al afirmar que. en ningún mo- 
mento, ni en la Mesa Política del Frente Amplia ni en el 
Encuentro Progresista, surgió el texto de este artículo. Me 
parece trascendente señalarlo porque considero que el Frente 
Amplio nunca hubiese eleborado esta redacción. ya que no 
compartimos la filosofía de este artículo. 


En las conversaciones del Victoria Plaza Hotel, participa- 
ron el Frente Amplio y el Encuentro Progresista, a través de 
los Doctores José Díaz y Daniel Díaz Maynard, quienes hi- 
cieron aportes que fueron recibidos por la Comisión que allí 
sesionaba. Fueron aceptados seis de los siete puntos que aportó 
el Encuentro Progresista, pero la realidad desvirtuó esa pri- 
mera luz de acercamiento que había en las propuestas. 


Cuando el Mensaje emanado del Poder Ejecutivo ingresó 
a la Cámara de Representantes. contenía aspectos que violen- 
taban la posición del Frente Amplio porque se infringía el 
Código del Niño. En ese entorno, surgió una negociación en 
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la que se modificó un artículo que, lisa y llanamente, dismi- 
nuía la edad de imputabilidad respecto a la disposición que 
ahora estamos analizando. A cambio de eso, se produjeron 
trascendentes avances; por ejemplo, se dio carácter de ley a 
la acordada que regula la posibilidad de juzgar a menores, lo 
que no parece un tema menor. 


En ese entorno de negociaciones -no tenemos por qué 
empequeñecer este concepto- es bueno que las fuerzas que 
integran el Poder Legislativo puedan transar, intercambiar, 
fructificar y mejorar las propuestas. Reitero que eso es bue- 
no, y no nos asusta la palabra “negociación”. En ese ámbito, 
nuestros compañeros, los señores Representantes Orrico y Díaz 
Maynard trabajaron intensamente, luchando entre dos filoso- 
fías: una claramente represiva y otra que intentaba salvar 
algunos derechos del niño. 


Es así que en las negociaciones se logra mejorar el nume- 
ral 3) del artículo 25 del Proyecto. Era tanta la relatividad de 
su aplicación que, apenas quince días después de su aproba- 
ción en la Cámara de Representantes, tuvimos la confirma- 
ción por parte de las autoridades del INAME de que no sería 
aplicado porque no habría necesidad de hacerlo. En ese en- 
torno, pues, fue votado por nuestro sector en la Cámara de 
Representantes, 


Quisiera leer -porque afortunadamente tengo la versión 
taquigráfica de sus palabras- lo expresado por el señor Repre- 
sentante Díaz Maynard en la instancia de aprobación de este 
artículo. Dijo así: “Cuando llegó el Mensaje del Poder Ejecu- 
tivo, que contenía una modificación del Código del Niño, 
pensamos muy seriamente y con gran responsabilidad cuál 
debía ser nuestra actitud: si quedarnos abrazados a las bande- 
ras y a los principios, sabiendo que la realidad iba a ser 
modificada en perjuicio de los menores, o intentar denodada- 
mente transformar esa norma, lograr una conciliación de es- 
tados filosofías contrapuestas y obtener un mejoramiento de 
la realidad.” 


Apoyamos la postura del señor Representante Díaz May- 
nard con el trabajo intenso de nuestro compañero, el señor 
Representante Orrico quien, emocionado luego de cerrar una 
negociación, nos trasmitió su conformidad -aunque no total- 
por la eliminación de las aristas más contundentes y lesivas 
que contenía este Proyecto. 


En la Comisión de Constitución y Legislación de la 
Cámara de Senadores, el Doctor Otonelli, integrante de 
IELSUR -una institución que en derechos humanos ha hecho 
grandes aportes a nuestro país- expresó que este Proyecto 
hace innegables aportes a la seguridad ciudadana. Creemos 
reproducir bastante fielmente lo que el Doctor Otonelli mani- 
festó. Obviamente, introdujo algunas salvedades sobre aspec- 
tos puntuales -como todos- pero reitero que en la negociación 
que realizamos, mejoramos sustancialmente el Proyecto. 


SEÑOR GARAT. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARAT. - Nosotros -en especial quien habla- no 
pensábamos emitir opinión sobre este Proyecto de Ley; sim- 
plemente, íbamos a acompañarlo -y lo estamos haciendo- en 
todos sus aspectos. No se trata de que no creyéramos necesa- 
rio efectuar declaraciones, sino de que aquí se han escuchado 
Opiniones realmente valiosas y altamente técnicas. Por otra 
parte, consideramos que en algunos aspectos no tuvimos Opor- 
tunidad de intervenir. 


El aditivo que está a estudio, dentro de un Proyecto real- 
mente trascendente, es una parte sumamente importante del 
mismo y plantea aspectos novedosos. En el día de ayer, en 
una escueta fundamentación de voto, expresé que la seguri- 
dad pública era una preocupación que teníamos desde hacía 
varios años. Siempre me he interesado en este tema, y en la 
Legislatura anterior actué en la Comisión de Salvaguarda de 
la Seguridad Pública que funcionaba a nivel de la Cámara de 
Representantes. 


El anterior Gobierno se preocupó de elaborar proyectos 
para dar respuesta a la angustia ciudadana, a fin de que exis- 
tiera una mayor seguridad. Sin embargo, al empezar a anali- 
zar esta temática y la modificación de algunos artículos de! 
Código Penal, fundamentalmente, en el Parlamento -y no 
digo esto como crítica- comenzaron a escucharse opiniones 
tan valiosas como tas que se emitieron ayer y hoy. Eso hizo 
que los temas se fueran dilatando sin llegar a tomarse resolu- 
ción, permaneciendo la inseguridad ciudadana en iguales con- 
diciones. 


Estoy seguro de que si cada uno de nosotros nos confesá- 
ramos, advertiríamos que todos tenemos matices distintos de 
Opinión sobre los diferentes artículos de este Proyecto de 
Ley. ¿Qué es lo esencial que, personalmente, encuentro -es 
mi interpretación al respecto- en este tema? No debemos 
olvidar que estamos considerando un Proyecto de Ley que se 
refiere a la seguridad ciudadana, es decir, a cómo ayudar al 
pueblo a tener seguridad. Esa responsabilidad fundamental es 
del Gobierno, y así lo interpretamos nosotros. Si hay algo 
que es esencial por parte del Estado y del Gobierno es, justa- 
mente, dar seguridad pública. 


Por eso, cuando hay un Gobierno que manda clara, defini- 
damente y con conceptos generalizados, desde el punto de 
vista ideológico, espiritual y religioso -podría ser coincidente 
con nuestra manera de ver el país y el mundo- decimos que 
tenemos que apoyarlo. Aquí hay un Gobierno que envía un 
Proyecto de Ley para cumplir con su tarea fundamental, pues 
un gobierno que no pueda brindar seguridad, no es tal por- 
que, reitero. que la seguridad es una de las funciones esencia- 
les del Estado. 


Las falencias que aquí se han marcado, acerca de que no 
hay cárceles adecuadas. de que el INAME no cuenta con 
lugares apropiados para tener a los menores infractores, dan- 
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do las garantías suficientes para su vida y reeducación, qui- 
zás se deban a que todos aquí, con el transcurso del tiempo, 
hemos ido desvirtuando la verdadera misión del Estado. He- 
mos gastado, quizás, los recursos y la riqueza nacional que 
existió en el país en cosas que -ahora no es el momento de 
analizarlas- en definitiva, llevaron a una quiebra de la forma 
esencial de cumplir la función del Estado y de un Gobierno, 
que es la de brindar seguridad, educación, salud y todo lo que 
significa la esencia de un país. 


Decimos que aceptamos este Proyecto de Ley -lo venimos 
votando sin objeción de ninguna especie- porque nos mere- 
cen confianza las buenas intenciones -ho me refiero solamen- 
te a los artículos- en el sentido de preservar la seguridad 
pública, que ha manifestado nuestro Gobierno al que, como 
representantes del Parlamento, debemos ayudar para que pue- 
da cumplir con sus funciones, más aún cuando son esencia- 
les, como la de la seguridad pública. 


Señor Presidente: este artículo aditivo que estamos tratan- 
do es una parte sustancial de un Proyecto de Ley importantí- 
simo y al respecto podríamos exponer miles de teorías. 
Quisiera mencionar a dos integrantes del Cuerpo, los señores 
Senadores Batlle y Michelini, pues sus dichos me inspiran 
mucho respeto. Además, si bien no voy a repetir los concep- 
tos vertidos por estos dos señores Senadores, debo decir que 
coincido con gran parte de los argumentos espirituales que 
ellos han sostenido. Esto es evidente, real y personalmente lo 
sostengo como Senador de la República y como hombre per- 
teneciente al Partido Nacional que, como todos saben -a ve- 
ces algunos adversarios políticos toman esto jocosamente- no 
es un partido de unanimidades, sino de unidad en las creen- 
cias, filosofía, ética y en el modelo de país que queremos. 
Luego, internamente, no tenemos unanimidades, pues las mis- 
mas están en el estilo de vida, en lo que queremos preservar 
y en lo que recibimos de nuestros mayores. En eso sí somos 
verticalistas y no nos apartamos de lo que nos dio un motivo 
de ser desde el origen mismo de nuestra Patria. 


Al tratar este artículo sentimos que la esencia de lo que se 
discute es algo que nos es muy caro a nosotros. Es muy caro 
a nuestro pensamiento político, como integrante del Partido 
Nacional, así como a nuestro pensamiento religioso y ético. 
Creemos que la estructura moral de la sociedad uruguaya se 
encuentra en la preservación y cultivo de la familia y para 
lograr esto último debemos proteger a la niñez y a los jóve- 
nes. Además, el Estado debe hacer todo lo posible para ayu- 
dar a los niños desvalidos: a aquellos que por sus condiciones 
de miseria deben pasar por circunstancias adversas por las 
que otros no transitan. Sin embargo, no sólo es esto lo que 
crea la delincuencia, porque en países ricos, donde la gente 
tiene posibilidades, existe también este fenómeno. Esto es así 
porque se ha perdido y roto la estructura familiar, que es lo 
que debemos preservar. Eso se logra por otros caminos -lo 
digo con el mayor respeto- que no son los que he escuchado 
en el día de hoy. 


Para mí este artículo -así lo han manifestado algunos i¡lus- 
tres colegas- preserva la forma de ver la vida que algunos 
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tenemos. Por supuesto que existe una realidad desde el mo- 
mento en que estamos tratando una Ley de Seguridad Ciuda- 
dana. ¿Cuál es el hecho novedoso en la inseguridad ciudadana? 
Que casi todos los delitos y los crímenes, en estos momentos, 
son cometidos por menores. Entrar a analizar las razones 
filosóficas o las situaciones económicas por las que estos 
hechos ocurren no es el motivo de esta Ley. Lo que el Go- 
bierno dice -y dice bien- es que le den argumentos legales 
para que pueda incursionar en tratar de evitar el crecimiento 
de la delincuencia. En eso hace muy bien y nosotros lo va- 
mos a apoyar. 


Aquí estamos hablando de una Ley de Seguridad Ciuda- 
dana y no de una disposición para recuperar al menor, dándo- 
le metas de futuro. Sin embargo, debo decir que cuando 
tratemos una ley de este tipo, la misma contará con nuestro 
apoyo, porque esa es nuestra manera de pensar y sentir la 
vida y el mundo. Estamos de acuerdo en proteger al menor y 
la vida. Por eso, a veces un poco en forma solitaria, nos 
hemos enfrentado a quienes defendían las leyes del aborto. 
Defendemos la vida del hombre. pues éste tiene derecho a 
nacer, vivir y desarrollarse plenamente. El Estado, lo que 
debe preservar es la igualdad de derechos de todos los seres 
humanos para desarrollarse. Por eso, cuando vengan esos Pro- 
yectos de Ley los apoyaremos, pues allí estaremos dando un 
paso efectivo para canalizar el ahorro y la riqueza naciona! 
hacia un fin social. Sin embargo, aquí estamos hablando de 
una Ley de Seguridad Ciudadana y por ello le estamos di- 
ciendo a la gente que vive angustiada -a las personas humil- 
des que trabajan todo el día, que tienen un quiosco o un 
pequeño comercio y que saben que pueden enfrentarse a un 
menor armado que podría matarlas- que las queremos salva- 
guardar y ayudar para que puedan vivir, trabajar y desarro- 
llarse. Digo esto, porque aquí se habló de que los menores 
son imprevisibles; eso es así, pues matan impunemente, ya 
que carecen de ética y no conocen lo que es el desarrollo de 
una vida de relación humana. pues no tiene concepto de lo 
que es el ser humano. 


Esas personas, como sistema de vida, eligen trabajar, cui- 
dar de sus familias y de sus hijos. A ellas es que les estamos 
dando una respuesta, no a aquellos que han elegido -también 
por errores familiares- el camino de decir que es más fácil 
robar que trabajar, mientras no los descubran; ahí reside el 
punto crítico de esta filosofía. 


Soy consciente de que es necesario internarlos en algún 
lugar en donde puedan estar aparte de la sociedad. Todos los 
días estamos enterándonos de casos de menores que se fugan 
y vuelven a delinquir, matar y violar. ¿El Parlamento no va a 
adoptar una medida? Hemos tomado la decisión más sana, 
menos punitiva -por así ilamarla- y que va a ser más saluda- 
ble para la sociedad en general. En ese sentido, apoyamos 
totalmente el aditivo. 


Admito que puede haber mil opiniones al respecto. Qui- 
zás, si en su momento, me hubieran consultado habría dado 
humildemente una sugerencia para introducir alguna modifi- 
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te a la magnitud de la solución que se quiere buscar para la 
sociedad en su conjunto que, en definitiva, tiene una manera 
de pensar, de sentir y de ver la vida del mismo modo que 
quien habla. Estimo que, prácticamente, casi todos los Legis- 
ladores, funcionarios y personas que están en este recinto 
piensan de igual forma, puesto que todos vivimos preocupa- 
dos por lo que nos podrá pasar, no solo a nosotros, sino 
también a nuestros hijos. Tememos que éstos no regresen a la 
hora que han indicado, no porque puedan hacer algo impro- 
pio. sino por lo que les pueda suceder. 


En consecuencia, estimo que no hay que extralimitar el 
asunto. Estamos tratando un Proyecto de Ley de Seguridad 
Ciudadana. Por supuesto que se ha abordado un camino muy 
difícil; por ello, hice referencia a que durante los cinco años 
anteriores estuvimos buscando soluciones y no las encontra- 
mos. ¡Vaya sí es un paso importante que el Parlamento, en 
cuatro o cinco meses, apruebe una ley! En esta tarea, todos 
hemos tenido una sana intención y así lo cree el Gobierno; 
para mí esto es lo más importante, porque aquél es quien 
tiene la responsabilidad de poner las cosas en su lugar. Pien- 
so que lo podrá hacer -aunque no de un día para otro- con 
este instrumento que estamos elaborando. 


Finalmente, deseo indicar que voy a apoyar este aditivo, 
al igual que todo el Proyecto de Ley. He querido efectuar 
estas manifestaciones, porque me hiere íntimamente que se 
traten temas que puedan llevar a pensar que mi sensibilidad 
ideológica y religiosa está comprometida o claudicando ante 
la posibilidad de votar una ley. Creo que damos un paso, no 
sólo para proteger la seguridad ciudadana -que es nuestra 
misión en el día de hoy- sino también para preservar a la 
familia y a los jóvenes. De aquí en más podremos ensayar 
proyectos, a fin de ir corrigiendo las conductas de los jóve- 
nes. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Si me permiten los señores Se- 
nadores, deseo comenzar centrando el tema que estamos ana- 
lizando. 


Lo que estamos discutiendo es si es bueno o no que una 
ley establezca la posibilidad, dentro de ciertas condiciones 
que ya han sido enumeradas, de que menores infractores con 
conductas graves sean internados en cárceles de mayores. Esa 
es la cuestión. No se trata de buscar una solución para toda la 
delincuencia del país porque, como todos han dicho, estamos 
hablando de no más de sesenta o setenta menores dentro del 
total que cometen infracciones. Reitero que todos aquellos 
que conocen este asunto con profundidad, lo han indicado. 


Por otra parte, hay un principio de recibo casi universal, 
que dice que no es bueno que los menores -es decir, los que 
no son imputables- estén en cárceles de mayores. Esta es una 
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postura universal que, según sé, han adoptado todos los paí- 
ses -tanto los desarrollados como los subdesarrollados- y que 
los penalistas, criminalistas y expertos en cárceles siempre 
han aconsejado y siguen haciéndolo en la actualidad. Este es 
el escenario en el que debemos ubicar el tema. 


Cabe preguntarse cuál es la dificultad que se ha constata- 
do. Concretamente, hay un grupo de menores que han incu- 
rrido en conductas que el Código Penal tipifica para los 
mayores con el carácter de muy graves. Estos menores se han 
fugado más de una vez y han vuelto a cometer esas infraccio- 
nes, reitero, tipificadas gravemente. 


Se ha planteado este asunto haciendo referencia a la posi- 
bilidad de que si esta solución establecida en la ley no se 
vota, entonces, podría rebajarse la imputabilidad de los me- 
nores de 18 años. Por tanto, en lugar de establecer que la 
imputabilidad comienza a los 18 años, por ejemplo, se dirá 
que empieza a los 16. Creo -aclaro que no juzgo ninguna 
intención, ni digo que alguien tenga el propósito de jugar con 
ese argumento- que eso sería un tremendo error. ¿Por qué se 
puede afirmar que si esto no se aprueba, entonces, se corre el 
peligro de que se rebaje la imputabilidad? ¿Cuál es la razón? 
¿Quiénes son los que tendrían que votar esa rebaja? Los Le- 
gisladores, por supuesto, ya que no es tarea del Poder Ejecu- 
tivo, de los jefes de cárceles, ni de la opinión pública. En 
realidad, ese es el cometido del Parlamento, que debe apro- 
bar una ley formal -como en el caso del Código Penal que es 
ley- estableciendo que la imputabilidad comienza a los 18, 
l6, 146 25 años. 


De manera que el argumento que se ha sostenido hace 
breves instantes -y que también se ha manejado fuera de este 
ámbito, en las reuniones interpartidarias en las que se trató el 
tema de la Seguridad Pública, Ciudadana o de los Habitantes, 
que sería el nombre más técnico, puesto que comprendería, 
también, a quienes no son ciudadanos, como los turistas o 
menores- es profundamente equivocado. Se trata de solucio- 
nes distintas. El tema de la imputabilidad tiene gran autono- 
mía y podemos discutirlo con toda franqueza. 


A continuación, deseo indicar el porqué de mi insistencia 
en este punto. Me consta que todos aquellos que intervinieron 
en la Cámara de Representantes para morigerar este artículo, 
han tenido, sin lugar a dudas una intención contraria a la que 
aquí se ha manejado. 


Pero entiendo que, desde el punto de vista objetivo, esta 
posibilidad que se da a los Jueces es la punta de apertura 
indirecta, no querida, para rebajar la imputabilidad. ¿Qué 
quiere decir que una persona es penalmente imputable? ¿Que 
se le puede llamar delincuente en un diario? ¿Que en una 
planilla del Instituto Técnico Forense deban anotarse O no sus 
delitos? En términos sustanciales, lo que quiere decir es que 
esa persona puede ser objeto de un proceso penal y de reclu- 
sión en un lugar para delincuentes. Esta es la punta del pro- 
blema. Aquí existe un proceso penal que está establecido y. 
como tal, de alguna manera significa garantías para la perso- 
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na imputada. Sin embargo, algunos de los miembros de la 
Comisión pertenecientes al Partido Nacional, sostienen que 
tiene defectos porque se elimina la fuerte intervención de la 
familia tratándose del menor -que en el Código del Niño está 
establecida con mucho énfasis- y plantea la posibilidad -no 
quiero que se caricaturice mi posición- no la obligación, de 
que a algunos menores que tienen un índice de peligrosidad 
importante, congénita o adquirida por causas sociales, se les 
recluya en cárceles para mayores. Esta es una punta parcial 
de apertura de la rebaja de la imputabilidad. 


Entiendo que esto hay que decirlo y no porque sea la 
intención de quienes reconocen esta situación. Es más: sé que 
no es su intención sino que, por el contrario, algunos hasta 
han asumido ese argumento con verdadera sinceridad creyen- 
do que, haciendo estas concesiones, no tendrían que hacer 
otras más. 


A mi juicio, el tema de la imputabilidad debe ser estudia- 
do con gran franqueza, a la luz de la ciencia, de las edades 
biosíquicas en las décadas de 1930, 1940 y la actual y, en 
esos términos, todos estamos dispuestos a analizar el tema 
científicamente. 


Reitero que sin que haya sido la intención de nadie, esta 
es una punta indirecta y parcial de modificación del ingreso a 
la imputabilidad para los menores, de 18 años a 16 años, con 
la buena intención -que seguramente tienen todos- de preve- 
nir un mal mayor. 


Por otra parte, el Presidente del INAME ha dicho que 
cuenta con establecimientos que ofrecen más seguridad que 
los de mayores. por lo que me pregunto cuál es la razón para 
que esto se establezca en la Ley. Entiendo que el argumento 
es muy forzado, consiste en que de esta manera el INAME 
afirmará que tiene establecimientos de seguridad y, por lo 
tanto, no se va a aplicar este artículo. Entonces ¿para qué 
vamos a aprobarlo? Además, se ha dicho que como los Jue- 
ces de Menores han expresado aquí que consideran una mala 
medida la internación de los menores en establecimientos de 
mayores, no corremos ningún riesgo, porque estas autorida- 
des serán quienes van a decidir que no vayan a cárceles de 
mayores. Pienso que. es este aspecto, debemos argumentar 
con cierta coherencia. Digo esto porque si ahora hay Legisla- 
dores que están dispuestos a votar esto -no porque les guste, 
sino para evitar el mal mayor de que se rebaje la edad de 
imputabilidad- ¿qué nos garantiza que un Juez de Menores, 
quien tampoco desearía internar a menores en cárceles de 
mayores, termine no haciéndolo para evitar que se rebaje la 
edad de imputabilidad? No hay ninguna razón para ello, por- 
que los Jueces no son superhombres, como tampoco lo somos 
quienes estamos en los órganos parlamentarios. 


Personalmente, creo que hay que volver al tema central 
que es profundo y muy concreto, pero que se puede plantear 
con sencillez cuando se manejan las ideas, sin llevarlas a 
planos demasiado trascendentes. En definitiva, ¿sirve inter- 
nar en cárceles de mayores a los menores? ¿Por qué motivo 
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podría ser bueno? Probablemente, porque la seguridad que da 
esa cárcel impediría que los menores se fugaran. Debo hacer 
notar que el INAME ha expresado que tiene cárceles de segu- 
ridad. Además, los datos -que no han sido desmentidos en 
ningún momento y, en algunos casos, me consta- muestran 
que las fugas de las cárceles de mayores son más numerosas 
que las de los establecimientos de reclusión de menores. Existe 
una diferencia notoria que radica en el hecho de que esos 
datos no se manejan con la publicidad que se aplica a los de 
los menores. No conozco las razones de esto, pero existen 
muchas y, en ese sentido. voy a hacer una mención que no 
quiero que se tome como algo general porque, por suerte, en 
el país no hay una difusión demasiado grande de este tema. 
La familia, que es una institución muy sabia, muy sana y 
tiene bases afectivas, ideológicas y constitucionales -al punto 
de que está contemplada por un Capítulo de la Constitución- 
está muy vinculada a este problema. En ese sentido, podemos 
decir que hay familias para delinquir como, por ejemplo, 
familias de narcotraficantes, que guardan todas sus reglas de 
honor: las típicas mafias tiene un profundo amor matrimonial 
y filial. pero también matan a hijos y a esposas, cuando se 
traicionan sus reglas. Si analizamos estos conceptos, pode- 
mos observar que se llega a extremos de abstracción filosófi- 
ca tremendos. Entonces, ¿sirve para algo que se otorgue esta 
habilitación a los Jueces, teniendo en cuenta que existe una 
cárcel que puede albergar a más de 70 personas -sobre la cual 
quienes la dirigen expresan que ofrece más seguridad que las 
de mayores- argumentando que carece de elementos para la 
reeducación? ¿Pero acaso alguien piensa que las cárceles de 
mayores en este país -y en casi todos- tienen esos elementos? 
Entonces, ¿cuál es la razón por la que estamos introduciendo 
esta disposición? ¿Es para detener la avalancha en el sentido 
de que se disminuya la edad de imputabilidad? Sinceramente, 
debo decir que no lo acepto. Reitero que estoy dispuesto a 
discutir con total franqueza sobre cuándo una persona ad- 
quiere la capacidad biosíquica como para que se diga que es 
responsable en lo que tiene que ver con sus deberes y dere- 
chos. Sin embargo, quiero actarar que no voy a aceptar vías 
indirectas -aun cuando puedan ser bien intencionadas- para 
solucionar un problema que es mucho más elemental. Si se 
minimiza el número de menores de alta peligrosidad, ¿es que 
este país no está en condiciones de arreglar un local para que 
ellos no se puedan escapar? ¿Qué es lo que está pasando? A 
veces, me parece que en lugar de existir una relación -como 
decía Kelsen- entre el ser de la realidad y el deber ser de 
las normas, lo que sucede aquí es que se quiere dar una 
señal -que genera muy mala imagen- a un grupo de personas 
que, quizás, están reclamando mutilaciones para un menor. 
Teniendo en cuenta esto, podríamos decir que para el delito 
de hurto tendríamos que establecer una pena mínima de 108 
años porque, de lo contrario, sobrevendría la pena de muerte. 
Me parece que este argumento, llevado a sus extremos, sería 
algo parecido. En definitiva, pienso que no podemos dar una 
señal de ese tipo. 


Señor Presidente: entiendo que esta es una disposición 
nociva porque contradice todo cuanto se ha enseñado en esta 
materia y que parte de la base de que la imputabilidad está 
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fijada en 16 años. Si un día se corrige, no se hará porque se 
haya votado o no esta disposición. 


No quiero creer que aquí se estén manejando posturas 
como las que alguna vez observé en televisión. En esa oca- 
sión, estaba participando en un programa con un distinguido 
señor Senador, en el que también se hacían entrevistas en la 
calle acerca de este tema. Uno de los interrogados dijo que 
quería saber quiénes estaban con los delincuentes y quiénes 
con los que no lo son. Á mi juicio, debemos tratar de elimi- 
nar este tipo de respuestas primitivas, a los efectos de poder 
efectuar un tratamiento sereno del tema. Entonces -esto no es 
una exhortación, sino un anuncio de lo que haremos- vamos a 
dejar de lado medidas que no solucionan ningún problema 
difícil y que, además, contradicen todo lo que la gente que 
sabe en esta materia ha enseñado. Me refiero a quienes acu- 
san, a los que defienden, a los puramente académicos y a los 
que dirigen establecimientos de menores, porque todos dicen 
los mismo, todos. 


Además, señor Presidente, está muy claro que aquí no hay 
temas ideológicos que polaricen la cuestión. Quiero decir -y 
no deja de ser un elemento muy satisfactorio- que en la Co- 
misión de Constitución y Legislación dos distinguidos seño- 
res Senadores del Partido Nacional votaron junto a otro 
distinguido señor Senador del Encuentro Progresista además 
de quien habla, para decir que eso no se puede establecer en 
esta Ley. Para decirlo y votarlo, porque los señores Senado- 
res integrantes del Partido Nacional y del Partido Colorado 
expresaron reservas con respecto a una serie de artículos. 
pero aclararon que ellas no alcanzaban a un grado tan impor- 
tante como para emitir un voto en contra. Pero en este caso sí 
votaron en contra. Entonces, me parece que el Senado debe- 
ría recibir con una reflexión de gran énfasis intelectual ese 
fenómeno que se registró en la Comisión: dos legisladores 
del Partido Nacional, con muy serios argumentos, y dos de la 
izquierda votaron negativamente esa disposición. ¿Quiere de- 
cir esto que la disposición era un disparate o que traía malas 
intenciones? En absoluto; se discutió con el mismo alto nivel 
que pensamos se está manteniendo aquí. ¿Quiere decir que en 
la Cámara de Representantes los señores Diputados, compa- 
eros nuestros o de otras fuerzas políticas que buscaron con- 
dicionamientos a la norma, creían que estaban haciendo algo 
extraordinariamente bueno o malo? En absoluto. Simplemen- 
te, a esta altura, después de analizar el trabajo de una Comi- 
sión que, repito, con una integración tan plural aconsejó por 
mayoría al Senado que reflexionara sobre el tema, parece 
razonable que esta disposición que autoriza a internar meno- 
res en establecimientos de mayores, no se vote. 


Termino diciendo, señor Presidente, que si es verdad que 
hay más seguridad -no digo más medios para reeducar- en 
establecimientos para menores, parece desaparecer la razón 
para recluirlos en establecimientos de mayores. Entonces. si 
es así, ¿por qué se pretende ubicarlos allí? ¿Porque hay con- 
dicionantes? Se supone que debe haber algún otro argumento 
más positivo, porque si ya de antemano el INAME nos está 
diciendo que esto no es necesario para la seguridad y si tam- 
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bién los Jueces de Menores afirman con antelación que ello 
no es bueno, no veo la razón para insistir en que esta disposi- 
ción se establezca. 


SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Voy a hacer unos breves 
comentarios, porque creo que el tema está suficientemente 
debatido. Con todo, el giro que han tomado algunas interven- 
ciones y el razonable y respetable posicionamiento político 
de algunos sectores, me parece que hacen oportuno historiar 
cómo fue surgiendo esta norma que estamos discutiendo. 


Es cierto que en la circunstancia en la cual se creó un 
grupo de trabajo sobre seguridad pública en el Victoria Plaza 
Hotel, varios sectores incluimos estas normas. Esta, en parti- 
cular, contó con el apoyo del Partido Colorado y del Partido 
Nacional en su conjunto y es cierto que el Encuentro Progre- 
sista dejó sentadas manifestaciones discordes, básicamente 
porque se sostenía que en el Uruguay no existe un derecho 
del menor en lo que refiere al debido proceso y que antes de 
disponer una norma que habilite al Juez a internar a los me- 
nores en cárceles, había que legislar en esta materia. 


Cuando el Proyecto llegó a la Cámara de Representantes, 
como se ha reconocido aquí. el señor Diputado Díaz May- 
nard tuvo una importante participación en la redacción del 
artículo que estamos discutiendo y recogió la experiencia 
que muchos de nosotros teníamos de la Comisión Investi- 
gadora -quien habla también participó en eila- que se creó en 
la otra Cámara en 1993 y que trabajó intensamente durante 
dos años para apreciar los problemas de la minoridad caren- 
ciada y las falencias de las respuestas estatales en esa mate- 
ría. En un trabajo de acuerdo político, que señalo como muy 
importante, en la Cámara de Representantes se logró la re- 
dacción que estamos discutiendo. Se ha hecho mención en 
este debate a intervenciones del señor Representante Díaz 
Maynard. Á propósito, me parece de interés leer dos párrafos 
de los fundamentos que dio al votar afirmativamente estos 
incisos porque, creo, dan cuenta de cuál ha sido su posición. 
Dice lo siguiente: “En esta norma hemos introducido un con- 
junto de garantías y de mejoras de tal magnitud con respecto 
a la realidad actual, que no nos sentiríamos actuando con 
responsabilidad si no la votáramos en su integridad. Sabemos 
exactamente que muchas de las disposiciones que constitu- 
yen un avance real y significativo respecto a la situación 
actual, están incorporadas en función de que existen institu- 
tos de alta seguridad”. Luego terminaba diciendo: “Nosotros 
vamos a votar esta disposición, sin ninguna vacilación y con 
nuestra conciencia absolutamente en paz, convencidos de que 
hemos dado un paso muy importante para solucionar la situa- 
ción de los menores en conflicto”. Esta posición del señor 
Representante Díaz Maynard creo que fue acompañada por la 
mayoría de los señores Diputados del Encuentro Progresista, 
porque en la Cámara de Representantes estos incisos fueron 
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objeto de una votación de 64 en 72, lo que demuestra clara- 
mente que solo ocho Diputados se opusieron. 


Quiero hacer una primera apreciación. No sé si algún 
señor Senador tuvo intención de hacer una referencia a que 
estábamos violando principios muy importantes o tomando 
medidas regresivas al votar estas normas. En caso de que así 
hubiera sido habría que precisar que han sido todos los parti- 
dos los que actuaron en este sentido, con esta conducta y 
orientación en la Cámara de Representantes. Creo que el 
artículo es muy bueno y lo voy a votar con la misma tranqui- 
lidad de conciencia con que lo hizo el señor Diputado Díaz 
Maynard y varios señores Representantes del Encuentro Pro- 
gresista en la Cámara de Representantes. 


Descartada esta crítica. que se hace al inciso por razones 
de principios. es razonable atender a la otra, la de que en la 
Comisión respectiva del Senado, las autoridades del INAME 
manifestaron que ahora el Instituto puede albergar a estos 
menores en condiciones de seguridad. Al respecto, es oportu- 
no formular algunas apreciaciones. El 24 de mayo, día en que 
la disposición se votó en la Cámara de Representantes, la 
mayoría de los Diputados entendía que el INAME no estaba 
en condiciones de albergar a dichos menores. Personalmente, 
respeto mucho la opinión del señor Director del INAME y de 
los Jueces de Menores, que mantienen la posición contraria 
pero las informaciones de que dispongo, a través del trabajo 
de la Comisión Investigadora de la otra Cámara, me indican 
que esa situación se mantiene. Es decir, que el INAME ado- 
lece de las carencias de estructura, de material, de personal, 
financiera y de recursos que mantenía en 1993 y en 1994, e 
inclusive hasta el 24 de mayo de 1995, que hicieron que la 
mayoría de los señores Representantes concluyeran que el 
Instituto no estaba en condiciones de albergar a los menores. 


Me surge una duda que habría que repensarla con más 
tiempo. No creo que la actual Ley del INAME habilite a su 
Directorio a internar con medidas de seguridad a los menores 
y entiendo que es un asunto que habría que revisar. Evidente- 
mente -tal vez se podría legislar en el futuro sobre este tema- 
la Ley del INAME establece, precisamente, normas con otra 
orientación. Por esa razón, en el Victoria Plaza, fijamos un 
compromiso político de todos los partidos -que no tuvo repa- 
ros- en el que se comprometen -el Gobierno lo hace y aquí 
estamos ratificando esa voluntad- a legislar a la brevedad 
respecto a la creación del Centro de Atención de Menores 
Infractores como una entidad separada del INAME. Esto re- 
coge una iniciativa del inolvidable ex Legislador Sturla y del 
actual señor Legislador Trobo, presentada en 1990 ó 1991, 
que también recogiera la bancada de la Cruzada 94 y que, la- 
mentablemente, la Cámara de Representantes no pudo atender. 


Sin embargo. es bueno recordar que los Partidos Políticos 
que actuaron en el Victoria Plaza ya estaban indicando el 
camino al respecto. Esta es una solución transitoria que espe- 
ramos se mantenga por el menor tiempo posible, hasta que el 
país cuente con ese Centro de Atención de Menores Intracto- 
res. Hoy no podemos votar su creación, ya que desafortuna- 
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damente, no contamos con la estructura adecuada para su 
puesta en funcionamiento. De hacerlo, estaríamos votando 
algo nominal, un mero progreso manuscrito. Primero debe- 
mos tener los medios y la organización adecuados, para lue- 
go votar una Ley que nos permita resolver este tema en forma 
definitiva. 


Entonces, por razones de principios -como ha quedado 
manifestado- y pragmáticas, voy a votar este inciso con abso- 
luta tranquilidad de conciencia. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para ocuparme del 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Ya hice uso de la palabra por lo 
que no sé si me corresponde hacerlo nuevamente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En realidad, la Mesa dudó con 
respecto a si el señor Senador podría hacer uso de la palabra, 
pero en la medida en que habían sido varios los señores 
Senadores que habían hablado cuando se discutió la metodo- 
logía de votación y de trabajo, entendió que era correcto que, 
al igual que otros señores Senadores. tuviera la posibilidad de 
referirse al contenido del aditivo. 


SEÑOR SARTHOU. - Gracias, señor Presidente. 


El señor Senador Batlle sostenía que el tema de la inter- 
nación de menores estaba resuelto porque intervenían los Jue- 
ces. Eso es como decir “¿para qué existe el Código del Niño” 
¿Para qué establecemos aquí un extenso artículo 25 dando las 
garantías del proceso?” Digo esto porque no se establece un 
derecho de los Jueces sino de la Ley y ésta es aplicada por 
ellos, pero les damos las pautas para hacerlo. Entonces, no 
me parece buen argumento decir que como en definitiva eso 
se entrega a los Jueces, la circunstancia de alterar el concepto 
de inimputabilidad es válida. Este concepto no es arbitrario y 
está introducido en toda la legislación de menores en base al 
discernimiento, la capacidad de reeducación y los elementos 
que pueden hacer que este menor no llegue a delincuente 
mayor. 


SEÑOR BATLLE. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR SARTHOU. - Con mucho gusto, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 


nador. 


SEÑOR BATLLE. - Creo que hay una pequeña confu- 
sión, señor senador Sarthou; en ningún memento me referí al 
problema de la inimputabilidad. 


SEÑOR SARTHOU. - Fui yo quien lo hizo. 
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SEÑOR BATLLE. - La relación que está haciendo de mis 
expresiones con respecto a la inimputabilidad no pienso que 
tenga mucho sentido. Lo único que expresé es que, así como 
en otras circunstancias, en función de lo que la Ley determi- 
naba, los Jueces tenían la potestad de tomar una resolución 
en un sentido u otro; no digo que los Jueces sean los que 
tienen que Jegislar. Me parece que es una situación totalmen- 
te distinta. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Sarthou. 


SEÑOR SARTHOU. - El primer párrato se refería al se- 
ñor Senador Batlle, pero el segundo sobre la inimputabilidad 
va a cargo mío. El primero hacía alusión a que si hacemos 
todo un procedimiento en el artículo 25, es porque entende- 
mos que el menor debe tener una estructura procesal que 
condicione al Juez. Lo que señalo -y es coherente- es que no 
se me puede decir que se acepta la traslación a los estableci- 
mientos de mayores porque los Jueces van a ser los que 
resuelvan. A esto agrego que acá hay una alteración a la 
inimputabilidad -esto lo digo a título personal, no se lo atri- 
buyo al señor Senador Batlle- porque ésta supone un estatuto 
jurídico de condiciones otorgado al menor, debido a la posi- 
bilidad de corrección por la vía educativa o de transformar su 
ser en virtud del trabajo, Es decir que se hace un tratamiento 
distinto al del mayor que tiene la plena responsabilidad. 


Cuando se cambia una parte del estatuto es importante no 
sólo el proceso, sino también la etapa de imternación, que en 
el menor tiene muchísima relevancia porque está en juego su 
reeducación. En los establecimientos de mayores no hay con- 
diciones de reeducación y, evidentemente, eso fue planteado 
por los Jueces de Menores que dijeron que en “La Tablada” 
hay posibilidades de talleres y de reeducación laboral. Enton- 
ces, esto tiene una razón de ser y no se trata únicamente de 
un problema de aislamiento. 


Repito que los establecimientos de mayores no tienen las 
condiciones para tratar a los menores, lo que afecta el fenó- 
meno de la inimputabilidad. 


Tampoco me parece correcto que legislemos sobre 70 in- 
dividuos, sino que debemos hacerlo genéricamente. No con- 
sidero adecuado alterar la forma de encarar en general este 
tema, en base a la situación de determinadas personas peli- 
grosas. Creo que es preciso legislar visualizando las condi- 
ciones genéricas que debe tener la Ley. Naturalmente, en este 
momento, las referencias a la angustia de la gente son efec- 
tistas, pero debemos sobrepasar ese nivel de preocupación 
para legislar con objetividad. 


A modo de ejemplo, en un programa se me planteó el 
problema de una persona que violó a una niña de dos años. 
Ese señor tiene que estar en un establecimiento porque es un 
insano. No se me puede dar ese ejemplo para, de alguna 
manera, crear un estado de horror, ya que esa no es una 
persona normal recluida, sino alguien que necesita tratamien- 
to médico porque es un enfermo. 
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Estos son los dos aspectos a que quería referirme con 
relación a lo que entendí que había planteado el señor Sena- 
dor Batlle. 


Por otra parte, el señor Senador Michelini -que me aludió- 
evidentemente, hace un planteo típico de la peligrosidad, lo 
que me extraña. Generalmente, un hombre joven es más sen- 
sible a la temática social que rodea los actos. En los vetera- 
nos, sin embargo, hay un instinto de protección por el que 
frente a cualquier hecho reaccionan diciendo que lo mejor es 
la reclusión. Nadie entra al delito, porque se sienta a una 
mesa y decide que mañana a las 8 será delincuente, como 
quien elige una profesión; ingresa al delito gradual e insensi- 
blemente. Por ejemplo, un hombre es despedido, no encuen- 
tra trabajo y necesita dinero, por lo que cae en el delito. 


Obviamente, hay otro tipo de delincuente habitual que no 
nace de esta falta de condiciones sociales -puede tener otras 
razones- y que también tiene que ser aislado. 


En nuestro país, el 90% de los penados son carenciados, 
por lo que, indudablemente, este es el tema fundamental. El 
señor Senador Michelini encara con vehemencia el traslado 
de los presos, con la idea de defensa social, pensando que el 
otro es el enemigo de la sociedad. Pero ¿acaso no son nues- 
tros errores? Nosotros somos los que estamos en la cúspide 
de la legislación y esos hechos están dados. Esas setenta 
personas que hay que aislar, de alguna manera, son culpas 
nuestras porque en algún momento fuvimos una omisión. Siem- 
pre hay una sociedad residual, aún cuando esté perfecta en 
su funcionamiento, con un elenco de personas irreducti- 
hies que tienen que ser aisladas. Pero, de los 280.000 me- 
nores en estado de pobreza que representan el 35% de la 
sociedad -reconocidos por el Miembro Informante, la Docto- 
ra Piñeyrúa en la Comisión de Minoridad- ¿cuántos están 
pasando hoy al delito? Entonces, no son cosas contrapuestas 
pero. evidentemente, el origen del que está actualmente en 
posición de tener que ser internado es, sin duda, la situación 
social que está pasando. 


A veces, es bueno hablar con los Defensores de Oficio. El 
otro día conversé con una Defensora de Oficio que me mere- 
ce mucho respeto por su función: hay muchas de ellos que 
son sacrificados porque sólo son los abogados de los pobres. 


Esta Defensora de Oficio me decía que no está claro cuá- 
les son los valores que se mueve. Se refería a una “barrita” 
de menores de entre 9 y 10 años que se violan entre sí. El 
género de falta de autoestima que constata el Defensor de 
Oficio está dando pautas del tema social que está por detrás. 
Debo decir que no desconozco esta situación pero teniendo 
en cuenta la vehemencia con que hablaba el señor Senador 
Michelini, me pregunto qué estamos planteando aquí en este 
Proyecto de Ley para evitarla. De esos 280.000 niños que 
están en la pobreza, ¿cuántos van a pasar a cometer delitos? 
Si mantenemos a los delincuentes -que se califican así- y les 
damos tratamiento en un establecimiento del INAME, ¿cuán- 
tos podremos recuperar? No lo sé, pero estoy seguro que si 
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van a un establecimiento de mayores, no se va a recuperar 
ninguno. Todos sabemos que el mayor temor de aquellos que 
van a ingresar a la cárcel es tener que cuidarse de no sufrir un 
atentado sexual. Las personas que hemos defendido -se trata 
de gente mayor de edad- nos han planteado esta inquietud y 
nos piden no ser sacados de determinados pabellones. Cono- 
ciendo toda esta situación, hemos querido ser coherentes y 
hoy presentamos un aditivo para el artículo 25 que tiende a 
incluir medidas educativas y la existencia de un Juez del 
internado. Evidentemente, no se va a votar porque de acuer- 
do con el criterio adoptado, no se va a modificar este Proyec- 
to de Ley, pero nos sentiríamos en falta si no lo hubiéramos 
presentado. 


El señor Senador Michelini estaba planteando tan dura- 
mente la represión de estos menores, que quisiera haber oído 
propuestas positivas para que no suceda lo que está pasando 
en el país en lo que tiene que ver con el ingreso al delito. 


SEÑOR MICHELINI. - ¿No me escuchó en el día de 
ayer. señor Senador? 


SEÑOR SARTHOU. - Lo hice. señor Senador, pero la 
aplicación de las ideas generales hay que verla también en 
los casos concretos y éste lo es. Aquí importa que el delin- 
cuente final es el resultado de un proceso y para ver quién es 
recuperable y quién no, hay que poner en práctica los proce- 
dimientos que en base a la inimputabilidad tiene -y debe ser 
así- establecido el sistema. Ellos son las medidas educativas 
e inspección psicológica a fondo para poder tratar esta temá- 
tica. 


No estamos trabajando en función de una simpatía con la 
condición del delincuente, sino que no aceptamos la idea de 
que en el otro lado está el que delinque y nosotros somos la 
sociedad limpia. No; se trata de nuestros errores y tenemos 
que encararlos y corregirlos al nacer y en el resultado porque 
el delincuente es el “producto” de la sociedad. 


Nosotros tenemos una profunda discrepancia con la posi- 
ción que se ha sostenido aquí y pensamos que el manteni- 
miento de este artículo, de alguna manera, destruye lo que se 
había logrado en la Comisión, que era un buen acuerdo. Tam- 
poco me pareció bien que se mencionara al señor Represen- 
tante Díaz Maynard, con el cual soy buen amigo aunque 
tenemos discrepancias y diferencias. 


En este tema la opinión del señor Senador Michelini ha 
quedado aislada porque en general todos aquellos que han 
comparecido a la Comisión -me refiero a Jueces Penales, 
Jueces de Menores, al Sindicato del INAME, Colegio de Abo- 
gados, Instituto de Derecho Penal, a las organizaciones de 
derechos humanos- han dicho que esta disposición es incon- 
veniente. ¿Lo es por proteger al delincuente? No; lo es por 
proteger a la sociedad y hacerlo bien, porque no soy partida- 
rio de la coerción, pero st fuera necesaria, habría que aplicar- 
la bien. Que no sea el resultado de un tiro que sale por la 
culata. En la medida en que el Estado no logra reconvertir, 
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encerramos al delincuente de hoy pero hay cinco más que 
están naciendo. Digo esto con el conocimiento de una situa- 
ción personal ya que un hijo mío fue víctima armado. Es 
obvio que estoy protegiendo, real y no fíctamente. también a 
mis nietos y a todos, para que no se repita esa agresión, si 
lucho para que se detenga la fábrica de delincuencia. Lo haré 
en mayor medida si trato que no sean necesarias las rejas 
verdes que inundan la ciudad. En el día de ayer, decía muy 
bien la señora Senadora Arismendi ¿quién es el que está 
preso, el que está de este lado de las rejas o del otro? En 
América Latina hoy se está vendiendo caro los custodios y 
las rejas no van a servir. El estado de bienestar era un antirre- 
jas y lo tenemos que recuperar no reprimiendo, sino gastando 
lo que se invierte en seguridad privada para mejorar las con- 
diciones sociales y la prevención, creando las medidas positi- 
vas de reeducación. algunas de la cuales planteábamos aquí 
en el aditivo y que, para nosotros, es la política que habría 
que Hevar adelante. 


SEÑOR FERNANDEZ FAINGOLD. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


dor. 


SEÑOR FERNANDEZ FAINGOLD. - Señor Presidente: 
la exposición realizada por el señor Senador Hierro López 
me exime de una buena parte de lo que quería decir. Sin 
perjuicio de ello, quisiera hacer unas breves puntualizacio- 
nes. 


En un escenario ideal no habría menores de alta peligrosi- 
dad en una sociedad. Sin embargo, no tenemos registros de 
sociedades que no tengan menores infractores de alta peligro- 
sidad. El señor Senador Sarthou señalaba que en algunos 
casos se trata de patologías de conducta derivadas de otro 
tipo de patologías y, en otros, de patologías adquiridas. Lo 
cierto es que ese escenario ideal sin menores infractores de 
alta peligrosidad no existe. 


A partir de la presencia en toda sociedad -incluida la 
nuestra- de menores de este tipo, podemos decir que el se- 
gundo mejor escenario es contar con un centro de reclusión 
para ellos, que cumpla la doble o triple función de la conten- 
ción, la reeducación -en aquellos casos en que es posible- y 
al mismo tiempo la protección del conjunto social frente a las 
eventuales agresiones de estos menores. Insisto en que el 
segundo mejor escenario es la existencia de un centro en el 
que estén exclusivamente recluidos los menores infractores 
de alta peligrosidad. 


El peor escenario -y esto se mencionó en Sala- es que este 
tipo de menores conviva y funcione en los mismos centros 
que están internados otros chicos del INAME. 


Por razones que nada tienen que ver con la función públi- 
ca, me consta que el pasaje de una situación de carencia a 
otra de criminalidad en muchos de los menores que hoy están 
internados en centros del INAME es producto de la acción 
directa de menores de alta peligrosidad que no están ni pue- 
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den ser contenidos actualmente en un centro especializado 
dedicado exclusivamente a ellos. 


Como ya dije, no hay sociedades en donde no existan esta 
clase de menores y el peor escenario es que estén convivien- 
do con el resto. El segundo mejor escenario es que el país 
construya un Centro de Contención de Menores de Alta Peli- 
grosidad que no sea nada más que de ellos. Me sorprende que 
se haya afirmado tan enfáticamente que hoy se cuenta con 
facilidades capaces de contener a los menores infractores de 
alta peligrosidad porque la historia, como señalaba el señor 
Senador Hierro López, muestra que no es así. En un motín 
que se inicia en treinta segundos y dura una hora y media, se 
destruye La Tablada. De la misma forma, en otro motín que 
se inicia en cuatro segundos y dura media hora, se destruye la 
alta contención de la Colonia Berro. Si estas dos cosas suce- 
den al mismo tiempo, no existen en el país facilidades de 
reclusión para menores infractores de alta peligrosidad. No 
sólo estoy habland:») de proteger al conjunto de la sociedad, 
sino también al conjunto de los menores internados en los 
centros del INAME, 


Frente a estos tres escenarios, donde el primero es imposi- 
ble, el segundo, que es el de la construcción de un centro 
especializado y específico en el cual se avanza en la iniciati- 
va que señalaba el señor Senador Hierro López, aún no existe 
-y tendremos que pensar en él cuando se trate el próximo 
programa o presupuesto porque el país no puede seguir sin 
este centro- y la convicción moral que tengo sobre lo inadecua- 
do de tos locales a los que hemos hecho referencia -Tablada. 
Berro y Miguelete- el escenario que se plantea en este aditivo 
al Proyecto de Ley es el mejor posible. Digo esto porque, tal 
como se discutió en la Cámara de Representantes, la filosofía 
que finalmente queda es la de que, mientras no existan cen- 
tros especializados dedicados exclusivamente a esa finalidad, 
el menor que, en definitiva -y luego de pasar por todos los 
procedimientos que allí se indican- sea internado en un cen- 
tro para adultos, lo va a ser, no en las condiciones en que a 
veces lo es hoy por la vía de los hechos. sino bajo el control 
y con personal del INAME, que tomará recaudos para sepa- 
rarlo del resto de la población carcelaria de adultos. El 
INAME tiene una política de contención que incluye rehabi- 
litación y reeducación, que podrá continuar aplicando, tan 
bien o tan mal como lo está haciendo hoy, en los centros de 
reclusión para adultos. Podrá hacerlo bajo su propio control, 
con su propio personal y dando las garantías que hoy no 
tienen aquellos menores que no son circunstancialmente in- 
ternados en centros de alta contención del INAME, porque 
éstos no existen o están colmados. 


Coincido con el argumento de que muchos de estos meno- 
res pueden ser reeducados, pero también con el de que mu- 
chos no podrán serlo, porque hay sectores irreductibles, como 
existen también en la población adulta. Lo que creo que 
debemos pensar es que, en un escenario de país, en el cual 
reducimos al máximo el surgimiento de este tipo de patolo- 
gías y tratamos de la manera más sabia posible las que son 
parte del acervo genético del chico, no tenemos derecho a 
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condenar a los otros cuatro mil menores que están internados 
en centros del INAME a ser parte de los vejámenes o a 
participar del adiestramiento para el ingreso a actividades 
que conducen a la alta peligrosidad, por falta de elementos 
materiales que permitan esta separación. 


Si en la consideración del próximo Proyecto de Ley de 
Presupuesto este Parlamento aprucba los recursos para la cons- 
trucción de un centro de esa naturaleza, el texto de este artí- 
culo será automáticamente inaplicable, porque existirán las 
facilidades para que el INAME lo haga. Creo que este es, en 
mayor o menor medida -por lo menos desde mi punto de 
vista- el resumen de esta discusión y de los puntos de vista 
que se han expuesto y que mucho respeto. 


Quiero señalar, para concluir, que votar afirmativamente 
esta disposición pensando que es la mejor solución para este 
momento -hasta tanto consideremos el Proyecto de Ley de 
Presupuesto, que incluya en su Plan de Inversiones la cons- 
trucción de este centro- no implica en absoluto adelantar 
opinión sobre el eventual análisis del tema de la rebaja de la 
edad de imputabilidad. Me sentiré perfectamente cómodo de- 
fendiendo una posición contraria a esa tesis habiendo votado 
este Proyecto de Ley y. si el señor Presidente me permite. 
fundamentalmente por haherlo votado, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el numeral 3 del artículo 25 según el texto que 
ha sido repartido y firmado por más de la mitad de los seño- 
res Senadores. Obviamente. su aprobación implicará el corri- 
miento de los numerales siguientes, en la medida en que se 
incorpora como numeral 3. 


(Se vota:) 
-19 en 28. Afirmativa. 


SEÑOR BATELE. - Existe un aditivo propuesto por el 
señor Senador Sarthou. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia entiende que es 
incompatible con el texto aprobado. Obviamente, el Senado 
es soberano y puede tomar una resolución en otro sentido. 


SEÑOR SARTHOU. - Es cierto lo que dice el señor Pre- 
sidente, porque en la práctica se tomó posición en el sentido 
de mantener íntegro el texto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa entiende que por esa 
razón el aditivo es absolutamente incompatible con el texto 
ya aprobado. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SENOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. : 


SEÑOR GARGANO. - Aclaro que no soy miembro de la 
Comisión, pero me parece que el aditivo que se propone 
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ubicar en el segundo inciso del numeral 5 tiene un grado de 
independencia muy grande con respecto a la disposición que 
se ha aprobado. La redacción propuesta dice: “Puestos los 
autos al despacho el Juez deberá dictar sentencia definitiva 
de primera instancia, dentro de los treinta días -artículo 343.7 
del Código General del Proceso- siendo de aplicación en cuan- 
to a su contenido y en lo pertinente, el artículo 245 del 
Código del Proceso Penal”. La norma se refiere al procedi- 
miento que se aplica 'a todos los menores, a quienes han 
cometido homicidio y a quienes han hurtado, por ejemplo, un 
tocadiscos. Luego continuaría de la siguiente forma: “Mien- 
tras dure el procedimiento y atendiendo las circunstancias del 
caso. los Jueces pudrán disponer preventivamente la interna- 
ción de los presuntos infractores en los establecimientos a 
que se hace referencia en el numeral 3 de este artículo”, Es 
decir que el inciso, tal como está redactado, extiende la posibili- 
dad de internación en los establecimientos que hemos venido 
discutiendo a todos los menores y no sólo a los que cometieron 
homicidio, rapiña. etcétera. Por lo tanto, creo que puede votarse 
el sustitutivo propuesto por el señor Senador Sarthou. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa entiende que el texto 
es incompatible con la disposición que fue votada por inci- 
sos. Obviamente, el Senado puede cuestionar la actitud de la 
Mesa y tendrá sobre el punto la última palabra. No sé si el 
señor Miembro Informante quiere manifestar su opinión al 
respecto. pero entiendo que es clarísimo que el Senado ex- 
presó su criterio en un sentido distinto al que puede señalar la 
votación del aditivo propuesto por el señor Senador Sarthou. 


SEÑOR RICALDON!L. - Pido ta palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!]. - Señor Presidente: voy a proponer 
al Cuerpo que votemos éste y los demás aditivos presentados 
por el señor Senador Sarthou. En modo alguno, esto significa 
cuestionar el punto de vista de la Mesa -quiero que esto 
quede claro- pero me inspiro para esta solicitud en un criterio 
práctico, porque corremos el riesgo de enzarzarnos en una 
larga discusión de tipo reglamentario. Todos los aditivos pre- 
sentados por los señores Senadores Sarthou y Mallo han sido 
distribuidos y son conocidos por todos los señores Senadores, 
que ya tienen opinión formada sobre los mismos. Sin perjui- 
cio del derecho que cualquiera de nosotros tiene de comentar 
las disposiciones en consideración con carácter previo a la 
votación, repito que creo que es mucho más práctico terminar 
de esta forma con la discusión. Insisto en que en modo algu- 
no cuestiono el criterio de la Mesa -lo comparto-. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR, PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Este texto se refiere a la interna- 
ción de todos los menores en los establecimientos a que alu- 
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de el numeral 3, pero no habla de los menores que menciona 
esa norma. Quedaría más claro si se dijera “la internación de 
los presuntos infractores en los establecimientos. a que se 
hace referencia”. De lo contrario, la referencia es a los esta- 
blecimientos y no la internación de los menores de 18. mayo- 
res de 16 y, entonces, seguiría diciendo que cualquiera sea la 
edad podrían ser internados. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Creo que eso implicaría recon- 
siderar todo el artículo, lo cual nos podría llevar a que maña- 
na tengamos que volver al Senado a las 15 horas para terminar 
de tratar este Proyecto de Ley. Ahora bien, esa es una deci- 
sión que naturalmente corresponde al Senado y no a la Mesa. 


La Presidencia entiende que la discusión está cerrada y 
quiere recordar que el numeral 1 fue votada por los veinti- 
nueve señores Senadores presentes en Sala, y que el numeral 
2 fue apoyado por veinte voluntades. con igual número de 
asistentes. Corresponde, entonces, votar el aditivo final al 
artículo 25 del Proyecto de Ley -que, a su vez, implica un 
aditivo al artículo 114 del Código del Niño- que quedará 
como numerales 8, 9 y 10, siguiendo la numeración correlati- 
va de los ya aprobados. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: desco mani- 
festar que, en absoluto, voy a poner en cuestionamiento la 
interpretación hecha por la Mesa: no la discuto para nada. 


Ahora bien, lo que quiero expresar es que si se da por 
aprobado el segundo párrafo del numeral 5, ello supone -y lo 
quiero poner de manifiesto aquí-... 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ya está aprobado, señor Sena 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Lo sé. señor Presidente; pero 
quiero que me permita decir lo siguiente. 


Creo que en el espíritu de ninguno de los señores Senado- 
res estaba el establecer que un menor, aunque tenga dos años 
y. por ejemplo, su delito haya sido salivar a un compañero, 
pueda ser internado en un establecimiento de reclusión para 
mayores. Este numeral 2 consagra una postbilidad de esta 
naturaleza. Todo el mundo está de acuerdo con que no es 
esto lo que se quiso hacer. Entonces, me parece que a lo que 
tiende la propuesta del aditivo presentado por el señor Sena- 
dor Sarthou es a restablecer la opinión unánime en esta mate- 
ria, porque este artículo que habla del procedimiento se refiere, 
repito, a todos los menores, y no a los de más de dieciséis 
años, ni a los peligrosos. La idea, pues, del señor Senador es 
que ese segundo párrafo del numeral 5 no esté: simplemente, 
se trata de eso. 
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Admito que esto se puede considerar incompatible con lo 
ya votado; pero también me parece que por razones de senti- 
do común, el Senado no puede aprobar algo que ningún señor 
Senador quiso, ni en la Comisión, ni en este ámbito. Todos 
estuvimos de acuerdo con establecer esta posibilidad para los 
menores peligrosos que tengan más de dieciséis años. Sin 
embargo, aquí, por un error gramatical, y sin mala intención 
de nadie. se cristaliza esa situación. Es por esta razón que 
entiendo que los señores Senadores sugerían votar la ejimina- 
ción del inciso segundo; de lo contrario, propondría que to- 
dos los sectores políticos dejen constancia de que 
auténticamente eso no tiene que dar lugar a otro tipo de 
interpretación. Algo debemos hacer porque, como decía el 
viejo Maestro Kelsen, cuando no hay una atención mínima 
entre la realidad y la norma, no hay norma jurídica. 


Por lo tanto, y a los efectos de quedarnos tranquilos, todos 
los lemas deberían reconocer que aquí nadie quiere que un 
menor de menos de 16 años y que no sea peligroso, también 
pueda ser internado en cárceles para mayores. Con esto, les 
aseguro que me quedaría contento. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dado que no tenemos a Kelsen. 
vamos a conceder el uso de la palabra al Miembro Informan- 
te, señor Senador Bergstein quien, de pronto, puede clarificar 
cl tema. 


SEÑOR BERGSTEIN. - Señor Presidente: declaro que la 
comparación con Kelsen me tiene algo abrumado. Aun así. 
en mi carácter de Miembro Informante de la Comisión de 
Constitución y Legislación, quiero decir que para nosotros 
-como creo fue para la Cámara de Representantes, de la cual no 
soy intérprete, pero he conversado largamente con los integran- 
tes que trabajaron en este tema- el sentido de la disposición era 
referirse, precisamente, a los menores a que se alude en el inciso 
tercero que acabamos de reimplantar. La disposición establece: 
“Mientras dure el procedimiento y atendiendo las circunstancias 
del caso, los Jueces podrán disponer”. etcétera. 


Entiendo, pues. que a ninguno de nosotros nos pasó por la 
cabeza la posibilidad de que eso fuera aplicable, no solamen- 
te a menores de 16 años, sino también a menores que no 
cumplieran los restantes requisitos que exige el reimplantado 
inciso tercero. Este fue el sentido de la disposición, aunque 
admito que, quizá, se hubiese podido redactar de una manera 
más precisa. 


En efecto, lo que acaba de señalar el señor Senador Kor- 
zeniak es muy cierto, puesto que a ninguno de nosotros nos 
pasó esa posibilidad por la cabeza y. en ese sentido, con total 
tranquilidad, votamos esta disposición. 


Era cuanto quería informar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Pido excusas al Senado por ser 
reiterativo. 


Insisto en que la discusión está cerrada y sólo resta votar 
los incisos aditivos que fueron repartidos y que corresponden 
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a una parte del artículo que no ha sido votada. y que la Mesa 
entiende no es incompatible con el articulado aprobado. 


En consecuencia, se van a votar los aditivos correspon- 
dientes al artículo 25 del Proyecto de Ley. que corresponde- 
rían a los numerales 9, 10 y 11. 


(Se votan:) 
-5 en 26. Negativa. 
SEÑOR CID. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. . Tiene la palabra el señor Sena- 


dor. 


SEÑOR CID. - Señor Presidente: en nombre de Asambleza 
Uruguay, queremos señalar que entendemos que algunos as- 
pectos de las propuestas sustitutivas enriquecen y aclaran cier- 
tos puntos del Proyecto de Ley que estamos analizando. Sin 
embargo, no las hemos acompañado en la medida en que nos 
fijamos un modelo de trabajo y de relacionamiento entre to- 
dos los sectores, y su aprobación implicaría que lo convenido 
en el sentido de votar las disposiciones en ambas Cámaras sin 
introducirles modificación alguna, no se cumpliera. Es por 
eso que hemos votado en forma negativa, sin excusarnos en 
la idea de “votemos porque igual no sale”: no lo hemos acom- 
pañado sabiendo que, además. no iba a lograr los votos sufi- 
cientes. 


SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra para dejar una cons 
tancia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POZZOLO. - Señor Presidente: por amplia ma 
yoría, hemos votado este artículo aditivo que pasa a ser cl 
inciso tercero del artículo 25. que fue propuesto por varios 
señores Senadores 


Entonces. a los efectos de evitar cualquier duda que pu 
diera plantearse, dejo constancia de que este aditivo es el 
mismo que aprobó la Cámara de Representantes. Por lo tanto. 
restablece en su forma y en su contenido, el proyecto que 
ésta nos enviara. Digo esto para que no queden dudas acerca 
de que esto introduce alguna modificación que obligaría su 
regreso a la otra Cámara. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Creo que la constancia del se 
ñor Senador corresponde a la votación anterior, puesto que 
ahora se estaba fundamentando el voto de los aditivos corres 
pondientes al artículo 25. 


En consideración el artículo 26 que sustituye el articulo 
138 del Código del Proceso Penal. 


(El texto del artículo cuva lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 
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“ARTICULO 26. - Sustitúyese el artículo 138 del 
Código del Proceso Penal. por el siguiente: 


“138. Admisibilidad genérica. - Podrá concederse 
la excarcelación del procesado que se encontrare en 
prisión preventiva, en cualquier estado de la causa, 
salvo que la Ley reprima el delito atribuido con míni- 
mo de penitenciaría, o cuando se estime, *prima fa- 
cie", que la pena a recaer en definitiva seiá de 
penitenciaría (artículo 27 de la Constitución de la Re- 
pública). 


En los casos de procesamiento con prisión, si el 
procesado registrara una o más causas criminales pen- 
dientes de sentencia ejecutoriada, el auto que conce- 
diere la excarcelación deberá ser fundado, incluyendo 
una evaluación sobre la peligrosidad del agente y so- 
bre sus posibilidades de reinserción social. 


Lo establecido en esta disposición es sin perjui- 
cio de las previsiones pertinentes del Decreto-Ley 
N* 14.734, de 28 de noviembre de 1977',") 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-24 en 26. Afirmativa. 
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cesamientos. Á esos efectos, la Sede que dispusiere el 
nuevo procesamiento deberá ponerlo inmediatamente 
en conocimiento de la que hubiere decretado la última 
excarcelación en causa comprendida en la presente dis- 
posición y no afectará los beneficios de la misma na- 
turaleza que se hubieren concedido en otras causas. 


Si la Sede que conoce de la última causa dispusiere 
ta excarcelación del procesado. éste permanecerá ¡gual- 
mente detenido y a disposición del Juzgado que dictó 
la revocación, sin perjuicio de la continuidad de los 
respectivos procesos. La excarcelación que pudiere co- 
rresponder luego de la revocación de tal beneficio, 
deberá ser fundada en los mismos términos del inciso 
segundo del artículo anterior y comunicada a la Supre- 
ma Corte de Justicia. a los fines pertinentes. 


A los efectos de la aplicación de esta disposición. 
la Suprema Corte de Justicia implementará las medi- 
das necesarias para que los Jueces que han concedido 
excarcelaciones provisionales tengan conocimiento de 
las ulteriores causas que se sigan contra el liberado 
provisional. 


En todos los casos, la Suprema Corte de Justicia 
adoptará similares medidas a los efectos de la más 
pronta agregación a los autos de la planilla de antece- 
dentes judiciales, expedida por el Instituto Técnico Fo- 
rense. 


En consideración el artículo 27 que sustituye el artículo 
139 del Código del Proceso Penal. Sin perjuicio de lo anterior, el Juez de la causa 
podrá, en circunstancias excepcionales, solicitar por el 
medio de comunicación que considere más apropiado, 


la referida información .') 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 27. - Sustitúyese el artículo 139 del 
Código del Proceso Penal, por el siguiente: 


*139, Revocación y modificación. - El beneficio de 
la excarcelación podrá revocarse o modificarse, de ofi- 
cio o a petición del Ministerio Público, durante todo el 
curso del proceso, por violación de los deberes im- 
puestos O por otros fundamentos graves que deberán 


expresarse, 


El auto respectivo será apelable en la forma pres- 
cripta por el artículo 158. 


Se considerará fundamento grave la existencia de 
un procesamiento ulterior por delito cometida contra 
el mismo bien jurídico tutelado en el proceso en que 
se te concedió el beneficio. 


El beneficio deberá ser revocado de oficio cuando 
el excarcelado provisionalmente sea nuevamente pro- 
cesado por violación a las disposiciones del mismo 
Título del Código Penal o de las Leyes especiales cuya 
transgresión hubiera dado mérito a los anteriores pro- 


SENOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: la disposición 
que acabamos de votar y la que ahora estamos considerando 
implican modificar el Código del Proceso Penal. 


Como es sabido, la voluntad de los autores de este Pro- 
yecto de Ley era incursionar, lo menos posible, en materias 
atínentes al Código del Proceso Penal, puesto que como lo 
señaló el señor Ministro del Interior en oportunidad de con- 
currir a la Comisión de Constitución y Legislación del Sena- 
do, el Ministerio está estructurando -creo que vale la pena 
señalario- un nuevo proyecto de Código del Proceso Penal. 


Sin embargo, deseamos expresar que esta disposición que 
refiere a la revocación y modificación de la libertad provisio- 
nal, al sustituir el artículo 139 del Código del Proceso Penal 
General, en nuestro concepto -y así lo dijimos en el seno de 
la Comisión- crea un mecanismo que difícilmente sea efect 
vo. Tanto los autores del Proyecto como los Legisladores. 
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tenemos la preocupación de superar la situación que se gcne- 
ra por el uso de la excarcelación provisional. Entiendo que 
no hay más remedio que apelar a este sistema debido a que 
vivimos en un país donde, de acuerdo al proceso penal, la 
mayoría de las causas carecen de sentencias. En vez de pena- 
dos. en cl Uruguay hay procesados y el sistema que se utiliza 
es el de ta excarcelación provisional, por el que el Juez apre- 
cia la entidad y el alcance del delito. así como la gravedad de 
la causa y procede a liberar al procesado en forma provisio- 
nal para superar la situación de hecho que se genera como 
consecuencia de la lentitud del proceso penal en hacer aplicar 
la pena consiguiente a través de la sentencia. 


La intención del Legislador es tomar en cuenta los ante- 
cedentes del procesado a los efectos de proceder a revocar y. 
en su caso, modificar -la disposición habilita ambas posibili- 
dades- la excarcelación provisional. En ese sentido, esta nor- 
ma admite que los procedimientos son de oficio o a solicitud 
del Ministerio Público cuando por parte del procesado se 
violen los deberes impuestos para el cumplimiento de la ex- 
carcelación provisional o por otros fundamentos graves que 
deherán explicitarse debidamente. 


No obstante esto, la situación más difícil que plantea esta 
normativa es la del caso en que se revoca de oficio el benefi- 
cio de la excarcelación provisional. Cuando el excarcelado 
provisionalmente sea procesado en otra oportunidad por vio- 
lación a las disposiciones del mismo Título del Código Penal 
o de las leyes especiales, cuya transgresión hubiera dado mé- 
rito a los anteriores procesamientos, se revoca de oficio su 
excarcelación provisional al ser procesado nuevamente. En 
este caso, se da la particular circunstancia de que se excarce- 
la provisionalmente al individuo, pero al ser revocada la an- 
terior excarcelación pasa al otro Juzgado en la condición de 
detenido. 


Realmente no comprendemos por qué razón la disposi- 
ción fue incorporada de esta forma. La finalidad de la misma 
es impedir que se facilite la excarcelación y habilitar que se 
cuente con ta información correspondiente. Es decir que se 
trata de evitar que un individuo que posee más de un procesa- 
miento sea fácilmente excarcelable. Sin embargo, se da la 
circunstancia de que se excarcela a esta persona en el Juzga- 
do en el que ha sido procesado por el último delito que 
cometió y pasa a conocimiento del Juez que anteriormente lo 
había excarcelado. Además, está en la condición de detenido. 
Entonces, en dicha condición, ¿qué podrá hacer el Juez que 
lo recibe si la causa por la cual había sido procesado lo había 
excarcelado? Puede ocurrir que se aplique alguna de las dis- 
posiciones que figuran en la primera parte del artículo, te- 
niendo en cuenta que violó la confianza que se le concedió al 
otorgársele la excarcelación provisional. y nuevamente se pro- 
ceda a procesarlo. En realidad, no puede actuarse de esa 
forma debido a que no se trata de una causa nueva de ese 
Juzgado, sino que es la anterior que aún sigue vigente. 


Creemos que. en la práctica, este artículo va a generar 
situaciones de enorme dificultad y la intención original -que 
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era la de no facilitar la excarcelación provisional a través del 
mantenimiento de la historia penal de los individuos debida- 
mente actualizada- por el sistema de la revocación de oficio, 
de la excarcelación anterior y de la remisión de la persona 
que ha vuelto a delinquir al Juzgado anterior, llevará a un 
empantamiento. El mismo hará imposible que el ciudadano 
tenga la posibilidad de saber cuál será su destino con respec- 
to a su libertad. Pero peor aun es la problemática del Juez, 
que no va a saber qué hacer con ese individuo porque no 
posee la causa por la cual fue procesado últimamente. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: aclaro que voy a 
votar en contra esta disposición, a pesar de que reconozco 
que existe un serio problema respecto a la reincidencia de los 
delincuentes en determinado tipo de delitos. Sin embargo, 
esta norma intenta superar el problema de la reincidencia por 
la vía de la instalación del presupuesto de hecho de que, si un 
individuo fue procesado por un delito dej mismo Título del 
Código Penal o de las leyes especiales, al ser procesado por 
un nuevo delito la libertad provisional anticipada que tuvo en 
otra causa queda sin efecto. Á este respecto, puse un ejemplo 
en Oportunidad de la concurrencia del señor Ministro a la 
Comisión para discutir el Anteproyecto de Ley. Hay que te- 
ner en cuenta que el procesamiento no decreta la culpabili- 
dad. sino que sólo habilita a que el individuo sea retenido y 
se le establezca un juicio. Puede ocurrir que. finalmente, la 
persona resulte inocente y. sin embargo, por el solo hecho de 
ser procesado. automáticamente le estemos cancelando la li- 
bertad que se le había otorgado en la otra causa. Como bien 
decía el señor Senador Santoro, se pretende resolver el tema 
de que normalmente haya procesados y no penados y que las 
causas duran una eternidad por la vía de disposiciones de esta 
naturaleza. Personalmente, entiendo que no solamente se van 
a generar los problemas de aplicación del Derecho -a los 
cuales hacía referencia el señor Senador Santoro- sino que 
además se puede incurrir en una violación flagrante de la 
Constitución, por cuanto se le está conculcando un derecho a 
una persona sin haberse probado su culpabilidad. En conse- 
cuencia, en aquella oportunidad cité el ejemplo de los proce- 
dimientos a que apela la Policía para reprimir determinado 
tipo de delitos que son muy frecuentes. Obviamente. esta 
institución sabe qué delincuentes se dedican a determinada 
actividad y cuáles a otra y, generalmente, apela al recurso de 
ir “a la bolsa de los delincuentes” y decidir que una persona 
robó la radio de un coche porque siempre lo hace. Entonces. 
retienen al individuo y es procesado. Á veces su procesa- 
miento pasa por la admisión del sujeto o por la semiplena 
prueba de que dispone el Juez por lo que, en definitiva, se 
puede estar castigando a un inocente. Pienso que para resol- 
ver el problema de la extensión de los procedimientos este 
mecanismo no es el mejor, ya que es sustancialmente injusto 
y. a mi juicio inconstitucional, 
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SEÑOR SARTHOLU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: comparto todos 
los aspectos procesales que acaba de plantear el señor Sena- 
dor Santoro en cuanto a las dificultades en el funcionamiento 
de estas disposiciones. Por otra parte, lo manifestado por 
dicho señor Senador fue corroborado por el Director de la 
Oficina de la Defensoría de Oficio, que planteó estas inquie- 
tudes sobre la aplicación de la norma. 


Por otra parte, quiero señalar algo muy importante. Esto 
es. virtualmente, una reglamentación del artículo 27 de la 
Constitución de ¡a República. que establece el derecho de 
todo detenido a la libertad. Se trata de un concepto que tiene 
mucha trascendencia, porque en alguna medida se está cam- 
htando algo que ya había sido fijado. El artículo 139 era en 
realidad una reglamentación de esta disposición, pero no le- 
sionaba el Derecho introduciendo topes sobre la base de un 
defecto que posee el sistema penal, es decir, el famoso proce- 
sado sin condena. Entonces, no es posible modificar un texto 
que ya reglamentaba el artículo 27, que corresponde a la 
libertad provisional -que es uno de los derechos fundamenta- 
les- sobre la base de una imperfección del sistema, cuando ya 
tenía el Juez, por el artículo 139 del Código del Proceso, la 
posibilidad de revocar ese derecho si había fundamentos gra- 
ves para que eso se hiciera. Esto fue especialmente señalado 
en la Cámara de Representantes por el Doctor Guillot cuando 
dijo que para poder solucionar este problema el Juez puede 
utilizar la facultad que da el artículo 139 y no poner el núme- 
ro de libertades en función de procesos que no se terminan 
por sentencias y que. evidentemente, crean una situación anor- 
mal, que era lo que planteaba el señor Senador Santoro. 


Por estas razones hemos votado negativamente el artículo. 
SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


OR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


SEÑOR KORZENIAK. - Este es un tema eminentemente 
técnico y quiero manifestar, en primer lugar, mt enorme res- 
peto por las distintas posiciones que se han manifestado e, 
incluso, por quienes han sostenido en este Cuerpo, como los 
Profesores que han venido a asesorar, que existe inconstitu- 
cionalidad en esta disposición. En ese sentido, quiero expre- 
sar que no creo que la haya. Por el contrario, entiendo que el 
tema radica en que nuestro sistema penal tiene una paradoja - 
a la que me referí en la discusión general- muy clara porque 
nosotros seguimos diciendo -y hasta lo hacemos con gran 
ampulosidad- que en el sistema uruguayo, mientras no haya 
condena. la persona se presume inocente. Esto no es verdad 
porque si se presume inocente, sería una paradoja que cuando 
un' individuo es procesado pueda ir preso. Tendríamos que 
decir que no hay prisión preventiva, porque si fuera inconsti- 
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tucional la revocación del procesamiento por un posible error, 
la prisión preventiva siempre sería inconstitucional. Hay quien 
«ostiene esto, pero en general no es así. En la realidad, en 
nuestro sistema penal el procesamiento supone una presun- 
ción muy dura de culpabilidad, cuando se procesa bien, por 
que exige no sólo el requisito de la semiplena prueba del 
delito, sino también, la existencia del cuerpo del delito, como 
las normas suelen decir, y eso no se refiere, naturalmente. al 
cuerpo en el sentido biológico. 


Entonces, no podemos sostener que sea inconstitucional 
porque a lo mejor se revoca la libertad provisional por un 
mal procesamiento, y entonces de esa manera serían inconsti- 
tucionales los procesamientos con prisión ya que en ellos se 
puede determinar que al final salga una sentencia diciendo 
que la persona no es culpable. 


Creo que este es un problema técnico y admito que la 
cosa es muy discutible, pero en líneas generales quiero mani- 
festar que de todo este Proyecto de Ley, si hay algo que es 
verdad y responde con cierta realidad a un hecho bastante 
objetivo, es la reiteración de delitos que son excarcelables 
porque, por el sistema que tenemos, el Juez puede conceder 
excarcelaciones provisionales. Esto sí es verdad, pero no lo 
son todas esas noticias que publica la prensa, como por ejem- 
plo, que alguien violó y a los dos meses está libre. Eso es 
parte de una especie de “mise en scéne” que no sé por qué 
razón se está dando en este país. De cualquier manera, es 
cierto que es muy común que se procese a una persona y que 
pocos días después de la excarcelación cometa un nuevo deli. 
to. Sin duda, ese segundo procesamiento puede estar equivo- 
cado o mal hecho pero, en definitiva, cualquiera lo puede 
estar y la persona iría presa. 


SEÑOR SARTHOU. - ¿Me permite una interrupción, se 


ñor Senador? 
SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se 
nador. 


SEÑOR SARTHOL. - En realidad, no tenemos diferen 
cias con el señor Senador Korzeniak, porque no digo que sea 
inconstitucional ya que la reglamentación de una norma pue- 
de estar representada por la posibilidad de que se limite; por 
interés general, un derecho fundamental puede regularse y. 
en ese sentido, entenderse que se trata de una regulación el 
hecho de establecer un tope en determinadas situaciones. Por 
lo tanto, no digo que sea inconstitucional pero sí que habría 
que manejar con cuidado el hecho de tomar en cuenta las 
veces que se ha operado anteriormente la libertad provisio- 
nal, porque se está utilizando un derecho constitucional y 
porque existe un defecto en el sistema penal de los procesa- 
dos sin condena. No quiere decir que esto implique abierta- 
mente una inconstitucionalidad, porque podría entenderse que 
dentro de la eventualidad reglamentaria de graduar en situa 
ción de reiteración de delito, existiría la posibilidad de privi 
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del derecho. No obstante, creo que con el artículo 139 que 
le daba facultades al Juez para, en situaciones graves. ope- 
rar -digamos así- la negativa o el reintegro del detenido, se 
cubría mejor. lo cual no implica que se trate de una inconsti- 
tucionalidad. Quería aclarar esto porque existe una diferencia 
de matices. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Reitero que me parece que el 
tema tiene dificultades técnicas, pero insisto en mi argumen- 
to, aunque no descarto que pueda haber inconstitucionalidad. 
Si esto fuera así, la inconstitucionalidad no sólo afectaría la 
revocación de la libertad provisional, sino al propio procesa- 
miento, ya que una persona al ser procesada sin haberse dic- 
tado sentencia, puede estar presa. Esto ya sería inconstitucional 
si es que se sostiene esta tesis, que no comparto. 


El otro tema que se ha planteado -y que es muy complejo, 
ya que hasta el propio Colegio de Abogados del Uruguay 
anticipó que podría traer problemas- es el relativo a que el 
asunto vuelva al primero de los dos Jueces. Por ejemplo, 
cuando un procesado excarcelado comete otro delito simi- 
lar -ya sea del mismo título o que ataca al mismo bien jurídi- 
co- el caso podría volver al primero de los Jueces. 
Efectivamente, esto podría plantear un problema, pero me 
parece que aquí se quiso establecer con claridad -y por eso se 
habla del primero de los dos Jueces- que estamos frente al 
instituto de la revocación de la excarcelación y no ante un 
mecanismo para prohibir que un Juez otorgue una excarcela- 
ción por un delito que no merezca pena de penitenciaria. 
Aquí sí se podría decir que se viola el artículo 27 de la 
Constitución, ya que si la misma dice que en los delitos en 
que no haya de recaer pena de penitenciaría el Juez puede 
poner en libertad y, por otro lado, se creara una Ley que 
expresara que no lo puede hacer, entonces sí habría inconsti- 
tucionalidad. Me parece que los redactores del artículo inten- 
tan enfatizar -e insisto, por eso hablan del primer Juez- que 
es una revocación de la excarcelación y no una prohibición al 
segundo Juez en el sentido de otorgarla. Esto se hace par: 
esquivar -y creo que lo logra desde el punto de vista técnico- 
la imputación de inconstitucionalidad. 


Quería expresar esto, aclarando que me parece que se 
trata de un problema puramente técnico, que admite muchas 
posibilidades, pero por estas razones voy a votarlo favorable- 
mente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 27 que sustituye al artículo 139 del 
Código del Proceso Penal. 

(Se vota:) 


-19 en 23. Afirmativa. 


En consideración el artículo 28 que sustituye al artículo 5? 
de la Ley N” 13.963 (Ley Orgánica Policial). 
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(El texto del artículo cuya lectura se resolvió supri- 
mir es el siguiente: “Artículo 28. - Sustitúyese el 
artículo 5” de ta Ley N” 13.963, de 22 de mayo de 
1971, y modificativas (Ley Orgánica Policial), por el 
siguiente: “Artículo 5”. - El servicio policial debe ase- 
gurar el cumplimiento de las leyes, reglamentos, órde- 
nes, resoluciones y permisos de cuya vigencia efectiva 
le está encomendado el contralor; y le corresponde 
colaborar con las autoridades judiciales y los Gobier- 
nos Departamentales. Para el logro de los fines des- 
criptos, los servicios policiales se emplearán bajo su 
responsabilidad, los medios razonablemente adecua- 
dos y en igual forma elegirán la oportunidad conve- 
niente para usarlos. A los efectos del cumplimiento de 
las finalidades institucionales y cometidos del artículo 
2” de la presente Ley, el personal policial utilizará las 
armas, la fuerza física y cualquier otro medio material 
de coacción, en forma racional, progresiva y propor- 
cional, debiendo agotar antes los medios disuasivos 
adecuados que estén a su alcance según los casos. 


El Ministerio del Interior instruirá a dicho personal 
siguiendo las pautas contenidas en el Código de Con- 
ductas para funcionarios encargados de hacer cumplir 
la Ley, Declaración de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas (AG/34/169), de 17 de diciembre de 
1979") 


-Hay un aditivo presentado por el señor Senador Sarthou 
que ya ha sido repartido y la Mesa entiende que los dos 
artículos son incompatibles. Quiere decir que corresponde 
votar primero el artículo venido de Comisión y. si resulta 
afirmativo, no se votaría el aditivo, 


Si no se hace uso de la palabra, se va votar el artículo 28, 
tal como viene de la Comisión. 


(Se vota:) 
-23 en 25. Afirmativa. 


En consideración el artículo 29 que sustituye al artículo 
62 del Decreto-Ley N* 14.470. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió supri- 
mir es el siguiente: “ARTICULO 29. - Sustitúyese el 
artículo 62 del Decreto-Ley N* 14.470, de 2 de di- 
ciembre de 1975, por el siguiente: 'Artículo 62. - Para 
la concesión de la salida transitoria, se requerirá po- 
seer buena conducta y podrá ser otorgada toda vez que 
el recluso, personalmente o por intermedio de su De- 
fensor, presente solicitud por escrito ante el estableci- 
miento donde se encuentre recluido. 


En un plazo que no excederá de setenta y dos horas 
desde la presentación de la solicitud, la autoridad car- 
celaria formulará un informe al Juez de la causa. 
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Si se entiende que el recluso no tiene buena con- 
ducta d que existe cualquier causa que determine la 
inconveniencia del otorgamiento de la salida, se hará 
saber al Juez de la causa quien en definitiva resolverá. 


Si el informe de la autoridad carcelaria fuere favo- 
rable a la salida transitoria, deberá establecer en forma 
precisa el régimen a seguirse y en especial: A) El 
lugar o distancia máxima a que podrá trasladarse el 
recluso, B) Las normas de conducta que el recluso 
deberá observar durante las salidas, así como las res- 
tricciones o prohibiciones que se estime convenientes. 
C) El tiempo de duración de la salida, el motivo y el 
grado de seguridad que se adopte. D) Cualquier otro 
requisito o condición, que se estime necesario para el 
mejor cumplimiento del régimen'.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 


En consideración el artículo 30 que sustituye el artículo 
63 del Decreto-Ley N* 14.470. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: “ARTICULO 30. - Sustitúyese el artículo 63 del 
Decreto-Ley N* 14.470, de 2 de diciembre de 1975, por el 
siguiente: “Artículo 63. - El referido informe, le será entrega- 
do en original y una copia al Defensor o al recluso, el que se 
presentará ante la Sede competente, donde al momento de 
recibirse se sellará la copia y se la devolverá con la constan- 
cia del día y hora de su presentación. 


El Actuario del Juzgado, bajo la más seria responsabili- 
dad, deberá poner el informe al despacho del Juez en forma 
inmediata, quien en un plazo que no excederá de cinco días 
desde la fecha de su presentación, deberá expedirse sobre el 
régimen propuesto o sobre las modificaciones que entendiere 
pertinentes al mismo. 


Vencido el plazo sin que se haya dictado resolución, se 
entenderá que el régimen propuesto ha sido aprobado, siendo 
prueba suficiente la copia entregada con la constancia del día 
y hora de recibido el informe por el Juzgado" .”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 31. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 
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“ARTICULO 31. - Sustitúyese el artículo 64 del 
Decreto-Ley N*” 14.470, de 2 de diciembre de 1975, 
por el siguiente: 


*ARTICULO 64. - La salida transitoria, podrá re- 
vocarse, suspenderse o modificarse en cualquier mo- 
mento por el Juez de la causa, cuando considere 
inconveniente su continuación, expresando los funda- 
mentos en los que se base'.”) 


-Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SENOR SARTHOU. - Deseo aclarar que, aunque no le. 
vanté la mano cuando se votó el artículo 29, estoy de acuerdo 
con él, por lo que doy mi voto afirmativo en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa aclara que la votación 
del artículo 29 es 27 en 27, y no la rectifica por razones de 
economía procesal. 


En consideración el artículo 32. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 32. - Se dispondrá lo necesario para 
que -a través del Ministerio de! Interior, Ministerio de 
Educación y Cultura, Administración Nacional de Edu- 
cación Pública y demás órganos competentes- la Es- 
cuela Nacional de Policía celebre convenios con la 
Universidad del Trabajo del Uruguay y la Universidad 
de la República, a efectos de lo dispuesto en los 
artículos 28 y 33 de la presente Ley o de otros que 
tengan que ver con el mejoramiento de la formación 
del personal policial”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 33. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 33. - El Ministerio del Interior coor- 
dinará con el Ministerio de Educación y Cultura, a 
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través del Instituto Nacional de la Juventud (INJU), la 
Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP), el Instituto Nacional del Menor (INAME), la 
Junta Nacional de Empleo u otros organismos compe- 
tentes, la aplicación de políticas de prevención y edu- 
cación relacionadas con los problemas de la juventud, 
pudiendo celebrarse los convenios que a tal fin se con- 
sideren necesarios. 


El Poder Ejecutivo reglamentará esta disposición”.) 
SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: quiero funda- 
mentar mi voto negativo porque, pese a que se ha modificado 
sustancialmente el artículo que venía en el Proyecto de Ley 
enviado por el Poder Ejecutivo, mantenemos reserva en tres 
aspectos. 


En primer lugar, porque se establece que la coordinación 
sea dirigida por el Ministerio del Interior, cuando tratándose 
de un tema ligado a la juventud pensamos que debería corres- 
ponderle a otra dependencia del Estado, el INAME o el Mi- 
nisterio de Educación y Cultura. 


En segundo término, pensamos que la idea de una política 
de prevención sobre la juventud es selectiva sobre un sector 
de la sociedad, lo que no consideramos adecuado porque de 
alguna manera está como imputándole una condición especí- 
fica y discriminatoria. 


Finalmente, porque no somos partidarios de una política 
represiva del delito especializada y dirigida hacia la juventud 
y ta remisión a la reglamentación puede generar por esa vía 
Cuerpos especiales de vigilancia. 


SEÑOR CID. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID. - Quiero plantear algo que ya el señor Re- 
presentante Brum Cangt ha esbozado en la Cámara de Repre- 
sentantes en relación a la ausencia de un organismo al que le 
asignamos un papel muy significativo en el tema del plantea- 
miento de esta minoridad potencialmente infractora. Concre- 
tamente, me refiero al Ministerio de Salud Pública. 


Si bien ese aspecto podría estar contemplado cuando en el 
artículo se dice “u otros organismos competentes”, deseamos 
señalar que en este país, desde hace seis años, la Cátedra de 
Siquiatría a cargo del Profesor Cherro que funciona en el 
Hospital Pereira Rossel!, ha desarrollado una tarea valiosísi- 
ma de reeducación y de trabajo en ta comunidad con niños 
preescolares de cinco y seis años, que ha permitido resolver 
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gran parte de la problemática que los afecta. Se trata de una 
labor de coordinación, reforzada por un equipo integrado por 
Asistentes Sociales, Pediatras y ahora Siquiatras. 


Por lo tanto, no intentamos modificar el artículo; simple- 
mente, queremos que quede planteada esta inquietud de un 
Legislador. 


Es cuanto queríamos manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Sí no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 33. 


(Se vota:) 
-22 en 26. Afirmativa. 
En consideración el artículo 34. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 34, - Créase una Comisión Honoraria 
de nueve miembros con el cometido de asesorar al 
Poder Ejecutivo, en todo lo relativo al mejoramiento 
del sistema carcelario. Esta Comisión será designada 
por el Poder Ejecutivo y tendrá la siguiente integra- 
ción: un miembro propuesto por la Suprema Corte de 
Justicia -ex Ministro de dicha Corporación- que la pre- 
sidirá; uno propuesto por el Ministerio de Salud Públi- 
ca; uno propuesto por la Presidencia de la Asamblea 
General del Poder Legislativo; otro por la Facultad de 
Derecho de la Universidad de la República; otro por el 
Colegio de Abogados: un ex Juez en lo Penal; un ex 
Fiscal; un técnico en materia penal propuestos por el 
Ministerio del Interior y otro por una terna propuesta 
por Organizaciones No Gubernamentales de protec- 
ción de los Derechos Humanos. 


El cometido de esta Comisión estará dirigido a: 
A) Promover la actualización de la legislación peni- 
tenciaria armonizándola con las normas internacio- 


nales aprobadas por el país en la materia. 


B) Proponer métodos para mejorar la clasificación de 
los reclusos, observando el sistema progresivo. 


C) Analizar la habilitación de instalaciones de máxi- 
ma seguridad. 


D) Proyectar la reglamentación de la actividad laboral 
de los reclusos, el aprendizaje y su adecuación a la 


legislación laboral y de la seguridad social. 


E) Analizar la creación de los Jueces de Ejecución y 
Vigilancia en materia penal. 


F) Otras sugerencias que se estimaren útiles. 
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El Poder Ejecutivo reglamentará el funcionamiento 
de esta Comisión, la que tendrá un plazo de ciento 
ochenta días para expedirse”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 35. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 35. - El Ministerio del Interior coor- 
dinará con las Intendencias Municipales la aplicación 
de políticas de prevención del delito, de base zonal, 
pudiendo a tal fin celebrarse los convenios que se con- 
sideren necesarios. 


Las instituciones públicas y privadas prestarán su 
concurso en las campañas educativas e informativas 
que se desarrollen a fin de promover la seguridad ciu- 
dadana, procurando el apoyo de los medios de comu- 
nicación”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 36. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 36. - Encomiéndase al Poder Ejecuti- 
vo la implementación de un programa de protección a 
los testigos y denunciantes de hechos presuntamente 
delictivos”.) 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Deseo dejar una constancia en cuanto 
a este artículo y similares, donde el Poder Legislativo enco- 
mienda por Ley al Poder Ejecutivo determinadas tareas. Es 
absolutamente inconducente, porque debe estar dentro de las 
competencias del Poder Ejecutivo proponer o tener la inicia- 
tiva para legislar en determinada orientación. En consecuen- 
cia, no me parece que debamos indicarle cómo ejercer sus 
atribuciones. El Parlamento puede juzgar si las ejerce bien o 
mal, pero no indicarle preceptivamente cómo hacerlo. En 
todo caso, debería hacerlo el Parlamento, y tener ta iniciativa 
también el propio Parlamento. 
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En realidad, la constancia que quería hacer no tiene ma- 
yor importancia, pero estos artículos, en puridad, forman par- 
te del progreso manuscrito. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra. 
se va a votar el artículo 36. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 37. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 37. - Créase en cada departamento 
de la República una Comisión Honoraria de Promo- 
ción de la Infancia en Situación de Riesgo integrada 
con un representante del Instituto Nacional del Menor, 
uno del Ministerio de! Interior, uno del Ministerjo de 
Salud Pública, uno de la Administración Nacional de 
Educación Pública, uno de la Intendencia Municipal y 
uno de la Junta Departamental respectivas y uno de- 
signado por las Organizaciones No Gubernamentales 
del lugar, dedicadas a los problemas de la minoridad, 
con los siguientes cometidos: 


A) Coordinar la acción de las diferentes instituciones 
públicas y privadas, estableciendo las áreas y luga- 
res físicos en que se realizará efectivamente esa 
coordinación. 


B) Diseñar planes de prevención y desarrollo local des- 
tinados a la protección y mejoramiento de la infan- 
cia en situación de riesgo. 


C) Promover la formación de organizaciones barriales 
que colaboren en las referidas tareas. 


D) Confeccionar el mapa departamental de tas zonas 
de mayor concentración de necesidades básicas in- 
satisfechas. 


E) Elevar anualmente un informe a la Asamblea Ge- 
neral del Poder Legislativo y a las Juntas Departa- 
mentales respectivas. 


Las Intendencias Municipales coordinarán el fun- 
cionamiento de esta Comisión para el desarrollo de 
sus cometidos. 


La Comisión podrá solicitar el asesoramiento de 
las instituciones públicas y privadas que estime conve- 
niente”.) 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Adelanto que vamos a votar fa- 
vorablemente este artículo, pero queremos dejar una constan- 
cla que estamos seguros todo el Senado comparte. 


Hemos recibido -quizá el señor Senador Sarthou pueda 
ampliar esta fundamentación- ciertas inquietudes jurídicas vin- 
culadas a la positilidad de que se creyera que este artículo 
deroga las normas legales que le dan competencia al INAME. 
Luego de estudiar el tema, hemos llegado a la conclusión de 
que no hay ningún tipo de derogación. Por consiguiente, lo 
que dispone este artículo es sin perjuicio de la competencia 
que el INAME tiene en el país, como organismo nacional. 


En ese entendido, no tenemos objeciones para votarlo. 
SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra: 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


dor. 


SEÑOR SARTHOU. - En el mismo sentido de lo expresa- 
do por el señor Senador Korzeniak, entendemos que la crea- 
ción de las Comisiones Honorarias de Promoción a nivel 
departamental que dispone este artículo de ninguna manera 
compromete la competencia del INAME a nivel nacional, tal 
como lo establece su Ley de creación. Es más; en el artículo 
se prevé la integración de dichas Comisiones con un repre- 
sentante de ese Instituto. Además, no afecta la coordinación a 
nivel nacional que éste tiene. 


Por lo tanto, lo votamos en base a esta interpretación que 
consideramos es la que corresponde, es decir, la relación del 
artículo 37 con la Ley de creación del INAME. 


SEÑOR CID. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID. - Deseo ratificar las expresiones de los se- 
fíores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, 
en el entendido de que la Ley N” 15.977 no está enfrentada al 
artículo 37 del presente Proyecto de Ley, sino que reserva al 
INAME la facultad de su creación referente a la coordinación 
de estos problemas que afectan a la minoridad. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 


-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 38. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S..265 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 33. - Encomiéndase al Poder Ejecuti- 
vo y al Poder Judicial, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, la implementación de programas espe- 
cíficos para la asistencia integral a las personas y sus 
familiares, víctimas del delito y del abuso de poder. 
Se tendrá en cuenta para estos programas la normativa 
internacional en la materia”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 39. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 39. - Encomiéndase al Poder Ejecuti- 
vo que, por intermedio del Ministerio del Interior, ins- 
trumente medidas de prevención del abigeato, creando 
equipos especiales y asignando medios que aseguren 
la eficacia de su acción”.) 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Deseo hacer una aclaración. 


Entendemos que esta disposición tendría que merecer un 
examen porque esta inclusión de equipos especiales da la 
impresión de que se crean equipos represivos especiales en el 
medio rural. 


Por ese motivo no lo vamos a votar; no lo consideramos 
conveniente. Este tema tendrá que ser examinado en. otros 


términos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 39. 


(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 
En consideración el artículo 40. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 40. . El Poder Ejecutivo presentará 
un informe anual a la Asamblea General sobre la si- 
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tuación de la seguridad pública y las medidas que con- 
sidere pertinentes para su mejoramiento”.) 


-Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 

(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde considerar ahora 
dos artículos aditivos propuestos por los señores Senadores 
Mallo y Sarthou. 


(Los textos de los artículos aditivos son los siguientes: 


“ART. 41. - Incorpórase al Código Penal la si- 
guiente disposición: 


ART. 178 bis. - (Delito de desacato por desobe- 
diencia al mandato judicial) 


Se comete desacato menoscabando la autoridad de 
los magistrados judiciales de alguna de las siguientes 
maneras: 


19 El omitir por cualquier autoridad pública el cum- 
plimiento inmediato o lo más rápidamente posible de 
las órdenes impartidas por los Jueces. 


2* Por no responder en forma veraz y precisa a una 
requisitoria judicial y dentro del plazo por ésta fijado. 


El delito será castigado con la pena prevista en el 
Art. 173 del Codigo Penal. 


(Firma:) Luis Eduardo Mallo. Senador”. 
“ADITIVO AL ARTICULO 18 


El Juez en forma fundada podrá disponer medidas 
alternativas de la privación de libertad dentro de las 
siguientes: 


a) Prestación de servicios a la comunidad. 


b) Depósito en garantía de pago, o en su caso pago de 
días multas. 


c) Presentación a la Sede en los períodos que se en- 
tiendan apropiados. 


d) Otras que además de estas medidas sean aptas para 
lograr la reeducación del sujeto, su aptitud para el 
trabajo, la profilaxis del delito, o supongan una 
adecuada reparación del daño causado. 


No se podrán disponer estas medidas alternativas 
en el caso de delincuentes reincidentes o habituales. 
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Las medidas referidas se dispondrán en oportuni- 
dad del auto de procesamiento o de la sentencia defi- 
nitiva.) 


(Firma:) Helios Sarthou. Senador”. 
SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor Mallo. 


SEÑOR MALLO. - En realidad, no tengo la pretensión ni 
fue mi intención que se votara este artículo. 


Además, tengo la tranquilidad -porque el señor Ministro 
del Interior me lo ha asegurado- de que se tomarán las medi- 
das necesarias; tal vez ya ha impartido las órdenes pertinen- 
tes para que la situación que me impulsa a presentar este 
aditivo sea corregida y las dependencias de ese Ministerio 
cumplan con las requisitorias judiciales. 


El hecho concreto es que en nuestro país -esto me lo han 
señalado muchos colegas, particularmente del Colegio de 
Abogados de Cerro Largo- las Jefaturas de Policía se re- 
servan -algo similar a lo que en la Constitución de 1830 era 
el “dar pase a las bulas del Papa” sin la cual no se podía 
circular- el dar pase o no a las órdenes y a las requisitorias 
judiciales. El Doctor Opertti me ha asegurado que durante su 
Ministerio eso no ocurrirá. Creo que la opinión que he expresa- 
do respecto del señor Ministro del Interior asegura bastante. 


Por lo demás, no voy a pretender que por un aditivo se 
modifique todo un Proyecto de Ley en el cual el Cuerpo tiene 
un vivo interés en que tenga un trámite definitivo. 


De todos modos, el problema queda planteado e insistiré 
con él en otra ocasión porque no refiere sólo a las Jefaturas 
de Policía. Se ha notado que muchos centros de autoridad 
pública no contestan a las requisitorias del Poder Judicial, no 
por omisión, por inadvertencia o por negligencia, sino que no 
lo hacen deliberadamente. Esa es una situación que afecta 
gravemente el Estado de Derecho. 


En consecuencia, la presentación de este aditivo tiene un 
sentido más académico que efectivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por lo tanto, ¿debemos entender 
que no insiste con la votación del artículo aditivo? 


SEÑOR MALLO. - Tal como señaló el señor Senador 
Sarthou con respecto a un aditivo que él planteó, me bastaría 
el premio consuelo de que su texto figure en la versión taqui- 
gráfica. En consecuencia, podría obviarse toda votación al 
respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Señor Senador: se ha dispuesto 
que todos los artículos aditivos figuren en la versión taqui- 
gráfica. 
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SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor Sarthou. 


SEÑOR SARTHOU. - Quiero fundamentar la razón por la 
cual proponemos este aditivo. En verdad, es que no me siento 
urgído como para no presentar el aditivo en mi caso. 


La necesidad de penas alternativas aparece como impres- 
cindible en un Proyecto de Ley como este que incluye algu- 
nas penas especialmente peculiares en sus características; por 
ejemplo. el caso de la violencia doméstica, donde la pena se 
establece para una persona que es violenta pero que no es un 
delincuente y, muchas veces, puede ser inadecuado privar a 
la familia de esa persona, lo que hace que esto en lugar de ser 
un hecho positivo se convierta en uno negativo. Las medidas 
de la naturaleza de las penas alternativas, de los servicios a la 
comunidad o de presentarse a la autoridad pueden cumplir en 
situaciones como estas un papel muy importante. Algo simi- 
lar diría del caso en que una persona simplemente interviene 
en una riña, cuando una detención puede implicarle perder el 
trabajo. Puede haber mecanismos de tipo alternativo que per- 
mitan sancionar sin crear mayores perjuicios de los que se 
logran con una penalización. Es por esa razón que lo presen- 
tamos para este caso. 


Cabe recordar que en el Parlamento hay un Proyecto de 
Ley sobre penas alternativas, pero ello supone un estudio 
posterior. De todos modos, desde nuestro punto de vista, esto 
es importante para el estudio de algunos delitos. 


SEÑOR SANTORO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR SARTHOU. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR SANTORO. - Voy a ser breve porque sé que el 
señor Presidente esiá recordando lo mismo que nosotros. 


En el período pasado se aprobó una Ley que regula los 
incidentes que se provocan en los espectáculos deportivos, 
fundamentalmente, a raíz de un partido de fútbol, donde se 
aplica un sistema de penas alternativas constituido por la 
circunstancia de imponer al violento que interviene en esos 
incidentes la obligación de asistir a la Comisaría durante el 
tiempo en que se desarrolla el partido que juega su cuadro de 
fútbol favorito. También se establecen otras penas del mismo 
nivel. 


Creo que el sistema de aplicar penas alternativas es bueno 
y, en su momento, avanzaremos en esa materia en nuestro 
país. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Sarthou. 
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SEÑOR SARTHOU. - Deseo aclarar que en el aditivo que 
no fue votado sobre Policía Judicial, quien habla tomó en 
cuenta aportes formulados por el señor Representante Díaz 
Maynard. Por lo tanto, en honor a los hechos, quiero dejar 
constancia en la versión taquigráfica de que, prácticamente, 
tomé un proyecto que dicho Legislador ha elaborado sobre el 
tema. 


SEÑOR BERGSTEIN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN. - Quiero agregar algunos concep- 
tos a los que han expresado los señores Senadores Sarthou y 
Santoro. 


Comparto totalmente la urgencia en sancionar un texto 
legal relativo a medidas sustitutivas. Aclaro que empleamos 
el término “medidas” porque él se aplica a los procesados; de 
lo contrario, hablaríamos de “penas” alternativas. Además, 
empleando la expresión “medidas" alternativas se abarca tan- 
to a los procesados como a los condenados. 


Como bien se dijo, en el Parlamento ya hay un Proyecto 
de Ley que el Poder Ejecutivo hizo suyo y que responde a un 
texto elaborado por la Suprema Corte de Justicia. Además, 
quien habla tiene preparado un proyecto propio sobre el mis- 
mo tema. 


También debo señalar que en el propio Código del Proce- 
so Penal actualmente vigente figuran algunas medidas alter- 
nativas que han abierto un campo muy interesante y que 
están siendo aplicadas por algunos Juzgados como una expe- 
riencia piloto. Creo que eso es algo muy importante. 


En cuanto al aditivo presentado por el señor Senador Sar- 
thou. debo señalar que se trata de un texto interesante que 
debería ser incorporado a los otros elementos de juicio y 
proyectos que existen en la materia a fin de estudiarlos al 
elaborar una norma definitiva. 


Desconozco cuál es el procedimiento reglamentario en el 
sentido de si basta con que figure en la versión taquigráfica o 
si debe ser incorporado a los antecedentes del tema para que 
sea remitido a la Comisión de Constitución y Legislación del 
Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Eso depende de la voluntad del 
señor Senador Sarthou. En estos casos en que hay un aditivo 
que en cierto sentido trasciende la finalidad y el objetivo de 
este Proyecto de Ley, lo que se ha hecho es pasarlo a la 
Comisión respectiva, lo que no requiere votación. Si el señor 
Senador Sarthou insiste en votarlo, obviamente, así lo hare- 
mos, pero si por el contrario entiende que ello no es necesa- 
rio, quedará constancia en la versión taquigráfica y pasará a 
conocimiento de la Comisión de Constitución y Legislación. 
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SEÑOR SARTHOU. - No tengo inconveniente en que 
este artículo aditivo pase a dicha Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Queda aprobado el Proyecto de 
Ley, que se comunicará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del Proyecto de Ley aprobado, por 
ser igual al enviado con sanción por la Cámara de Represen- 
tantes, que figura en la 26* sesión ordinaria del Diario de 
Sesiones de la Cámara de Senadores de fecha 5 de julio de 
1995.) 


10) ORDEN DEL DIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde que el Senado pase 
a considerar el segundo punto del orden del día. 


SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POZZOLO. - Habiendo concluido la tarea parla- 
mentaria en torno a este importante Proyecto de Ley y dado 
el escaso tiempo que resta para el cumplimiento de la hora de 
finalización reglamentaria, proponemos que se levante esta 
sesión y que los dos asuntos que figuran en el orden del día 
de hoy conserven un lugar prioritario en el de la sesión que 
celebraremos el próximo martes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no hay inconvenientes, así se 
hará. 


11) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de levantar la sesión, dése 
cuenta de un pedido de informes que ya se ha tramitado pero 
como refiere a un tema muy actual la Mesa cree importante 
que el Senado quede enterado. 


(Se da del siguiente:) 


“Los señores Senadores Gargano y Korzeniak solicitan, 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución, informes de la Comisión Nacional de Educa- 
ción Física, a través del Ministerio de Educación y Cultura, y 
del Ministerio de Defensa Nacional sobre si se tiene conoci- 
miento de cuáles fueron las razones de hecho y de derecho 
por las cuales no hubo trasmisión televisiva para el departa- 
mento de Montevideo del encuentro disputado en la inaugu- 
ración de la Copa América entre Venezuela y Uruguay, así 
como de la ceremonia de dicha inauguración”. 
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“Montevideo, 6 de julio de 1995, 


Sr. Presidente 
de la Cámara de Senadores 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a lo dispuesto en el Art. 118 de la 
Constitución, solicito se curse a la Asociación Uru- 
guaya de Fútbol y a la Comisión Nacional de Educa- 
ción Física a través del Ministerio de Educación y 
Cultura, y al Ministerio de Defensa, el siguiente pedi- 
do de datos e informes: 


1% - Si tiene conocimiento de cuales fueron las 
razones de hecho y de derecho por las cuales no hubo 
trasmisión televisiva por el departamento de Montevi- 
deo, del encuentro disputado en la inauguración de la 
Copa América, entre Venezuela y Uruguay, así como 
de la ceremonia de dicha inauguración. 


Saluda atte., 
José Korzeniak, Reinaldo Gargano. Senadores”. 
12) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar si se levanta la sesión. 


(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 19 y 9 minutos, presidiendo el Doctor 
Batalla, y estando presentes los señores Senadores Arismendi, 
Astori, Batlle, Bentancur, Bergstein, Carbone, Cid, Couriel, 
Chiesa, Dalmás, Fernández, Fernández Faingold, Gandini, 
Gargano, Hierro López, Korzeniak, Mallo, Mascheroni, 
Pozzolo, Ricaldoni, Santoro, Sarthou, Storace y Virgili). 
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